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PRESENTACIÓN

La trata de personas, entendida como la captación o 
reclutamiento de una persona para ser explotada, es 
la tercera forma delictiva más rentable en el mundo, 
después del narcotráfico y el tráfico ilícito de armas1. Se 
trata de una de las peores formas de explotación humana 
y comporta una gravísima violación de los derechos 
humanos, la dignidad y las libertades fundamentales. 
Lamentablemente, la respuesta del Estado peruano a 
esta problemática es aún insuficiente, pues la aprobación 
de un marco normativo para su erradicación no es por sí 
sola una solución efectiva. Se requiere, para optimizar 
la respuesta estatal, acciones adecuadas de prevención 
y programas que permitan la recuperación total de las 
víctimas dada las consecuencias sociales, psicológicas y 
físicas que causan este delito.

En el caso peruano, diversas investigaciones señalan 
que las víctimas de trata de personas son en su mayoría 
mujeres, niñas, niños y adolescentes, y la principal forma de 
explotación es la sexual. Esto coincide con la información 
obtenida de la revisión de los 120 expedientes judiciales2 
que han formado parte de esta investigación, ya que en 
ellos se evidencia que 96 de las víctimas involucradas son 
mujeres menores de 18 años mientras que 22 son mujeres 
adultas.

Desde la Defensoría del Pueblo, sostenemos un firme 
compromiso en la lucha contra la trata de personas, por 
ende, realizamos labores de supervisión a las medidas 
implementadas por los sectores responsables de ejecutar 
la  Ley 28950 y el Plan Nacional contra la Trata de Personas 
2017-2021.

1 En el 2009, la trata de personas fue considerada el tercer negocio ilícito más rentable en el mundo (International 
Labour Office, 2009)

2 De los 120 expedientes judiciales revisados, fueron concedidas 113 sentencias judiciales de primera instancia, 
13 sentencias judiciales de segunda instancia y 6 de la Corte Suprema de Justicia, es decir, para este análisis 
jurisprudencial se estudiaron 132 sentencias judiciales.
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El presente informe es fruto de la labor conjunta con 
Capital Humano y Social Alternativo (CHS); ha consistido 
en el análisis y estudio de 132 sentencias judiciales. En 
ellas se advierte las dificultades que tienen los operadores 
de justicia al momento de resolver los casos de trata de 
personas y los problemas se reflejan, especialmente, en 
el desarrollo de la argumentación jurídica que sustenta la 
comisión del delito y la imposición de la pena. Asimismo, 
preocupa los problemas de tipificación porque, en muchos 
casos, no se utiliza la figura del concurso de delitos y se 
prefiere invocar el delito menos gravoso, es decir, no 
existe un enfoque centrado en verificar la gravedad del 
ilícito y la imposición de una sanción acorde con el daño 
causado a la víctima.

En tal sentido, el presente informe pretende coadyuvar en 
la mejor toma de decisiones de jueces y fiscales y demás 
actores vinculados al delito de trata de personas.

En el primer capítulo se desarrolla el marco orientador 
que comprende la normatividad jurídico internacional 
y nacional sobre la trata de personas. En el segundo 
capítulo se muestran los resultados del análisis realizado 
a 132 sentencias judiciales de distintas regiones del 
país: Abancay, Amazonas, Arequipa, Ayacucho, Cusco, 
La Libertad, Lima, Loreto, Madre de Dios, Pasco, Piura,  
San Martín, Tacna y Tumbes. De este estudio de sentencias, 
se desprenden una serie de temas que son abordados en 
la investigación, tales como el tratamiento penal de la 
dignidad de la persona, el uso de los enfoques de género, 
derechos humanos, interculturalidad e interseccionalidad. 

Por último, se presenta una serie de recomendaciones que 
tienen por finalidad servir de orientación a los operadores 
de justicia para una mejor aplicación del derecho penal 
vigente y, de esa manera, se logre imponer las sanciones 
que correspondan.
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CAPÍTULO I:
MARCO ORIENTADOR Y OBJETIVO

1.
Marco conceptual y normativo
El desarrollo del presente informe exige tener presente 
algunos conceptos relacionados al fenómeno de la trata 
de personas, así como el marco normativo nacional e 
internacional que lo regula. Por ello, a continuación se 
presentan, en primer lugar, los principales instrumentos 
y decisiones internacionales en la materia, diferenciando 
aquellas normas internacionales que regulan la trata 
de personas de manera específica, las que regulan las 
problemáticas vinculadas y los principales estándares en 
materia de derechos humanos y trata de personas. 

En segundo lugar, en cuanto al marco jurídico interno, se 
aborda la tipificación de la trata de personas en el Código 
Penal peruano, analizando sus principales elementos 
típicos (conductas, medios, finalidades, bien jurídico 
protegido), así como reciente normativa vinculada al 
fenómeno de la explotación humana que viene incidiendo 
en el abordaje jurídico de estos casos.

1.1.  Marco jurídico internacional

En lo que respecta al marco jurídico internacional, se 
debe tener en cuenta que la suscripción y ratificación de 
los tratados e instrumentos de derechos humanos por 
parte del Estado derivan en determinadas obligaciones 
que deben ser acatadas: a) obligación de garantía, b) 
obligación de respeto, y c) obligación de promoción de los 
derechos humanos.
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La primera alude a la obligación estatal de implementar los 
mecanismos jurídicos, políticos, administrativos o de otra 
índole, orientados a prevenir e impedir vulneraciones de 
derechos humanos, así como investigar, juzgar y sancionar 
a los responsables de las mismas y, consecuentemente, 
reparar a las víctimas por los perjuicios causados. La 
obligación de respeto se refiere a la abstención de 
vulnerar o limitar ilegítimamente los derechos humanos 
de las personas que se encuentran bajo su jurisdicción. 
Finalmente, la obligación de promoción implica la 
generación de un conjunto de condiciones necesarias 
para que todos sus habitantes gocen y ejerzan plena e 
integralmente sus derechos humanos (Defensoría del 
Pueblo, 2013, p. 23).

Así, por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos condenó en 2016 al Estado de Brasil por 
esclavitud contemporánea y trata de personas, al hallarlo 
internacionalmente responsable por no garantizar 
la protección de trabajadores sometidos a formas de 
esclavitud contemporánea y trata de personas. Esta 
sentencia constituyó un hito histórico al ser la primera 
vez que la prohibición del trabajo esclavo fue aplicada en 
un caso concreto en el continente, considerando como 
responsabilidad y deber de un Estado el enfrentar la 
esclavitud moderna y la trata de personas (CEJIL, 2016, p. 1).

1.1.1. Normas internacionales que regulan la trata de 
personas

A nivel internacional, encontramos como principal 
instrumento jurídico el Protocolo para prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente de mujeres 
y niños, adoptado en el año 2000 en la ciudad de Palermo, 
Italia, como parte de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional. El 
también llamado Protocolo de Palermo representó un gran 
esfuerzo de la comunidad internacional para combatir 
la trata de personas pues, entre otros propósitos, logró 
consensuar y establecer una definición del fenómeno, 
así como señalar las obligaciones de los Estados parte 
respecto a las víctimas de trata de personas.
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3 En la “ley modelo de la UNODC sobre la trata de personas” figura la siguiente definición de la explotación de 
la prostitución ajena: “Por explotación de la prostitución ajena se entiende la obtención ilegal de beneficios 
financieros u otros beneficios materiales de la prostitución de otra persona” (UNODC, 2009, p. 4)

4 Este convenio señala en su artículo 17 que “las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar o 
mantener, en relación con la inmigración y la emigración, las medidas que sean necesarias, con arreglo a sus 
obligaciones en virtud del presente Convenio, para combatir la trata de personas de uno u otro sexo para fines de 
prostitución”.

5 Este convenio señala en su artículo 3 de la sección II – la trata de esclavos, que “el acto de transportar o de 
intentar transportar esclavos de un país a otro por cualquier medio de transporte, o la complicidad en dicho acto, 
constituirá delito en la legislación de los Estados Partes en la Convención, y las personas declaradas culpables de 
él serán castigadas con penas muy severas”.

6 De las disposiciones del Protocolo de Palermo, se advierte que la obligación de los Estados parte de proteger a las 
víctimas de trata de personas y se articula en cuatro ejes de actuación: (i) prevención, (ii) protección y asistencia a 
víctimas, (iii) cooperación nacional e internacional y (iv) persecución y sanción.

“Por ‘trata de personas’ se entenderá la captación, el transporte, el traslado, 
la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de 
la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso 
de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción 
de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, 
como mínimo, la explotación de la prostitución ajena3 u otras formas de 
explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las 
prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos”.

El Protocolo de Palermo fue ratificado por el Perú el 23 
de enero de 2002 y entró en vigor el 25 de diciembre de 
2003. En su artículo 3, inciso a), el mencionado protocolo 
establece la siguiente definición:

Como principales antecedentes al Protocolo de Palermo, 
podemos encontrar el Convenio para la Represión de la 
Trata de Personas y la Explotación de la Prostitución Ajena 
de 19514 y la Convención Suplementaria sobre la Abolición 
de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones 
y Prácticas Análogas a la Esclavitud de 19565, los cuales 
señalaban que la lucha contra la trata de personas debía 
darse fundamentalmente con la tipificación de estas 
conductas desde el ámbito penal. Sin embargo, el Protocolo 
de Palermo constituye un avance en dicho sentido, pues 
la obligación de los Estados ya no sólo es respecto a la 
tipificación de la trata de personas, sino también en cuanto 
al deber de protección de las víctimas6.



10 | Informe de Adjuntía   Abordaje Judicial de la Trata de Personas

1.1.2. Normas internacionales que regulan problemáticas 
vinculadas a la trata de personas

Además del Protocolo de Palermo, existen determinados 
convenios internacionales que regulan problemáticas 
vinculadas a la trata de personas, como son las referidas 
a las finalidades de explotación (sexual y laboral, por 
ejemplo), así como las que establecen compromisos 
orientados a erradicar esta problemática. A continuación 
señalamos los más relevantes7:

¡ Convenio 105 de la OIT relativo a la abolición del trabajo 
forzoso

 Artículo 1
 Todo miembro de la Organización Internacional del 

Trabajo que ratifique el presente Convenio se obliga a 
suprimir y a no hacer uso de ninguna forma de trabajo 
forzoso u obligatorio: 

a) como medio de coerción o de educación políticas 
o como castigo por tener o expresar determinadas 
opiniones políticas o por manifestar oposición 
ideológica al orden político, social o económico 
establecido; 

b) como método de movilización y utilización de la mano 
de obra con fines de fomento económico; 

c) como medida de disciplina en el trabajo; 
d) como castigo por haber participado en huelgas; 

como medida de discriminación racial, social, 
nacional o religiosa.

¡ Pacto internacional de derechos económicos, sociales  
y culturales

 Artículo 6
1. Los Estados parte en el presente pacto reconocen 

el derecho a trabajar, que comprende el derecho 
de toda persona a tener la oportunidad de ganarse 
la vida mediante un trabajo libremente escogido 
o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para 
garantizar este derecho.

7 Para la elaboración de esta sección, se ha tomado como referencia el Anexo 1 del Manual de capacitación para 
operadores de justicia durante la investigación y el proceso penal en casos de trata de personas del Instituto de 
Democracia y Derechos Humanos de la PUCP (IDEHPUCP).
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¡ Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
 Artículo 8

1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la 
trata de esclavos estarán prohibidas en todas sus formas.

2. Nadie estará sometido a servidumbre.
3. a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo 

forzoso u obligatorio […]

¡ Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer

 Artículo 6
 Los Estados parte tomarán todas las medidas 

apropiadas, incluso de carácter legislativo, para suprimir 
todas las formas de trata de mujeres y explotación de la 
prostitución de la mujer.

¡ Convención sobre los Derechos del Niño
 Artículo 35
 Los Estados parte tomarán todas las medidas de 

carácter nacional, bilateral y multilateral que sean 
necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata 
de niños para cualquier fin o en cualquier forma.

¡ Convenio 182 de la OIT relativo a las peores formas del 
trabajo infantil

 Artículo 3
 A los efectos del presente Convenio, la expresión «las 

peores formas de trabajo infantil» abarca: (a) todas 
las formas de esclavitud o las prácticas análogas 
a la esclavitud, como la venta y la trata de niños, la 
servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el 
trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento 
forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en 
conflictos armados […]

¡ Convención Internacional sobre la Protección de los 
Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de 
sus Familiares

 Articulo 11
1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será 

sometido a esclavitud ni servidumbre.
2. No se exigirá a los  trabajadores  migratorios  ni  a  

sus familiares que realicen trabajos forzosos u 
obligatorios. [...]
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¡ Convenio para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales

 Artículo 4. Prohibición de la esclavitud y del trabajo 
forzado
1. Nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre.
2. Nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo 

forzado u obligatorio. [...]

¡ Convención Americana sobre Derechos Humanos
 Artículo 6. Prohibición de la esclavitud y servidumbre 

2. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, 
y tanto éstas, como la trata de esclavos y la trata de 
mujeres están prohibidas en todas sus formas. 

3. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo 
forzoso u obligatorio. En los países donde ciertos 
delitos tengan señalada pena privativa de la libertad 
acompañada de trabajos forzosos, esta disposición 
no podrá ser interpretada en el sentido de que 
prohíbe el cumplimiento de dicha pena impuesta por 
un juez o tribunal competente. El trabajo forzoso no 
debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física e 
intelectual del recluido. [...]

¡ Convención interamericana para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer

 Artículo 2 
 Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la 

violencia física, sexual y psicológica: 

a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad 
doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, 
ya sea que el agresor comparta o haya compartido el 
mismo domicilio que la mujer y que comprende, entre 
otros, violación, maltrato y abuso sexual; 

b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada 
por cualquier persona y que comprende, entre otros, 
violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, 
establecimientos de salud o cualquier otro lugar y c. 
que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus 
agentes, donde quiera que ocurra.
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1.2. Marco jurídico nacional

A continuación, se presentarán las principales normas en 
materia de lucha contra la trata de personas. 

Posteriormente, se desarrolla la tipificación de la trata 
de personas en el Código Penal peruano, analizando su 
constitución como un delito de dominio, el bien jurídico 
protegido, y sus elementos típicos (conductas, medios y 
finalidades). Finalmente, se aborda la reciente normativa 
vinculada al fenómeno de la explotación humana, que 
viene incidiendo en el abordaje jurídico de estos casos.

1.2.1. La trata de personas y sus principales normas

¡ Constitución Política del Perú de 1993

 Artículo 1°.- La defensa de la persona humana y el 
respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad 
y del Estado.

 Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho:
1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica 

y física y a su libre desarrollo y bienestar

 (…)

24. A la libertad y a la seguridad personales. 
  En consecuencia:
 (…)

b. No se permite forma alguna de restricción de la 
libertad personal, salvo en los casos previstos por la 
ley. Están prohibidas la esclavitud, la servidumbre y la 
trata de seres humanos en cualquiera de sus formas.

¡ Ley N° 28950, Ley contra la Trata de Personas y Tráfico 
Ilícito de Migrantes

¡ Ley N° 30251, Ley que perfecciona la Tipificación del 
Delito de Trata de Personas

 Artículo 153.- Trata de personas 
1. El que mediante violencia, amenaza u otras formas de 

coacción, privación de la libertad, fraude, engaño, abuso 
de poder o de una situación de vulnerabilidad, concesión 
o recepción de pagos o de cualquier beneficio, capta, 
transporta, traslada, acoge, recibe o retiene a otro, en el 
territorio de la República o para su salida o entrada del país 
con fines de explotación, es reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de ocho ni mayor de quince años. 
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2. Para efectos del inciso 1, los fines de explotación 
de la trata de personas comprende, entre otros, la 
venta de niños, niñas o adolescentes, la prostitución 
y cualquier forma de explotación sexual, la esclavitud 
o prácticas análogas a la esclavitud, cualquier forma 
de explotación laboral, la mendicidad, los trabajos 
o servicios forzados, la servidumbre, la extracción 
o tráfico de órganos o tejidos somáticos o sus 
componentes humanos, así como cualquier otra 
forma análoga de explotación. 

3. La captación, transporte, traslado, acogida, recepción 
o retención de niño, niña o adolescente con fines de 
explotación se considera trata de personas incluso 
cuando no se recurra a ninguno de los medios 
previstos en el inciso 1. 

4. El consentimiento dado por la víctima mayor de edad 
a cualquier forma de explotación carece de efectos 
jurídicos cuando el agente haya recurrido a cualquiera 
de los medios enunciados en el inciso 1. 

5. El agente que promueve, favorece, financia o facilita la 
comisión del delito de trata de personas es reprimido 
con la misma pena prevista para el autor.

¡ Ley N° 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar  
la violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar 

 Artículo 5.- Definición de violencia contra las mujeres
 La violencia contra las mujeres es cualquier acción o 

conducta que les causa muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico por su condición de tales, 
tanto en el ámbito público como en el privado.

 Se entiende por violencia contra las mujeres:
 (…)

b. La que tenga lugar en la comunidad, sea perpetrada 
por cualquier persona y comprende, entre otros, 
violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, 
establecimientos de salud o cualquier otro lugar.

¡ Decreto Supremo Nª 001-2016-IN, Decreto Supremo que 
aprueba el Reglamento de la Ley N°28950, Ley contra la 
Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes, y crea 
la Comisión Multisectorial de naturaleza permanente 
contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes
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¡ Protocolo Intersectorial para la Prevención y Persecución 
del Delito y la Protección, Atención y Reintegración de 
Víctimas de Trata de Personas (Decreto Supremo Nº 
005-2016-IN)

4.3. Persecución del delito

 La Trata de Personas constituye un delito grave para 
los derechos humanos de las personas y afecta 
la seguridad de los Estados, por su vinculación 
con el crimen organizado, así como con delitos 
trasnacionales y conexos (lavado de activos, tráfico 
ilícito de migrantes, corrupción de funcionarios, 
delitos contra la fe pública, entre otros) que ponen 
en riesgo la seguridad de los Estados.

 En la persecución del delito de Trata de Personas, 
el aspecto legal es de medular relieve, pues una 
incorrecta interpretación de la norma podría 
redirigir la investigación hacia otros tipos penales 
conexos y generar impunidad o la aplicación de una 
pena insuficiente para la gravedad que implica un 
caso de Trata de Personas. Por tal motivo, uno de los 
objetivos principales de la persecución del delito es 
vigilar el cumplimiento de Ley Nº28950, Ley contra 
la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes 
y su reglamento.

 Así también, es cierto que, en el marco del proceso 
penal acusatorio, el Ministerio Público es el 
director de la investigación criminal, en asociación 
natural con la Policía Nacional; sin embargo, es 
necesario también que los diferentes sectores 
con competencias desarrollen eficazmente las 
funciones de fiscalización que normativamente 
le han sido encargadas, en el marco de sus 
competencias institucionales. En este sentido, 
otro objetivo de la persecución del delito es que 
los sectores involucrados incorporen el registro 
y sistematización adecuados de las asesorías, 
denuncias, procesos judiciales, sentencias 
y atención en general de casos de Trata de 
Personas. Asimismo, es importante que los actores 
involucrados deriven oportunamente los posibles 
casos de Trata de Personas al Ministerio Público o 
la Policía Nacional, sin perder de vista las sanciones 
administrativas que tuvieran lugar.
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¡ Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021 
(Decreto Supremo Nº 002-2018-JUS)

 Los grupos en situación de especial protección en el Plan 
Nacional de Derechos Humanos

 Eso hace imprescindible priorizar los objetivos del plan 
en la atención de los grupos considerados de especial 
protección: población afrodescendiente y otros grupos 
étnicos; niños, niñas y adolescentes; personas adultas 
mayores; personas con VIH/S1DA y TBC; personas 
privadas de libertad; pueblos indígenas; mujeres; 
personas con discapacidad; víctimas de la violencia entre 
1980 y el año 2000; personas en situación de movilidad 
que incluye a migrantes, víctimas de trata y desplazados; 
personas LGBTI; trabajadoras y trabajadores del hogar 
y, finalmente, defensores y defensoras de derechos 
humanos.

 (…)

 Objetivo estratégico 05: Garantizar el derecho a la 
libertad y seguridad de las personas.

 (…)

 La trata es otro grave problema que debe ser afrontado 
con políticas específicas a favor de las víctimas, 
asegurándoles luego de su rescate planes de atención 
y reintegración que incluyan una adecuada atención 
psicológica, médica y jurídica, de manera gratuita 
y de calidad. Asimismo, debe brindárseles, entre 
otras acciones, alojamiento en espacios de acogida 
especializados cuando no puedan volver a sus hogares, 
promoviendo su reintegración educativa, laboral y 
social, así como el monitoreo y evaluación de la atención 
brindada. En caso de víctimas extranjeras, además de lo 
anterior, se debe asegurar la regularización migratoria o 
información sobre la posibilidad de solicitar la condición 
de refugiado cuando corresponde.

¡ Plan Nacional contra la Trata de Personas 2017-2021 
(Decreto Supremo N° 017-2017-IN)

1.1.2. La necesidad de los enfoques de derechos humanos, 
género, interculturalidad, niñez, discapacidad, 
y otros, para enfrentar el problema de la trata  
de personas.
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 La trata de personas es una grave violación de los 
derechos humanos, que aprovecha la situación de 
vulnerabilidad de las víctimas para su perpetuación. 
Esta situación fue reconocida en 1993, durante la 
Conferencia de Derechos Humanos en Viena, donde 
la trata fue entendida como una violación a la vida, la 
libertad, la dignidad, la igualdad y no discriminación, 
la seguridad personal y, que afecta principalmente 
a mujeres, y a los niños, niñas y adolescentes, en 
especial contra su derecho al desarrollo integral.

 Al ser la trata un fenómeno y delito que vulnera 
los derechos humanos de personas que se 
encuentran en situación de especial vulnerabilidad, 
tiene necesariamente que ser abordada mediante 
políticas y estrategias elaborados en el marco de 
los enfoques o perspectivas de derechos humanos, 
género, interculturalidad, niñez, discapacidad e 
interseccionalidad, entre otros.

¡ Plan Nacional contra la Violencia de Género 2016-2021 
(Decreto Supremo Nº 008-2016-MIMP)

 Modalidades de violencia de género que abordará el Plan

      (…)

c. La trata de personas con fines de explotación sexual.- 
Según la Ley Nº 28950 la trata se define como la 
conducta dirigida a facilitar la captación, traslado, o 
retención de personas recurriendo a la violencia, la 
amenaza u otras formas de coacción, la privación 
de libertad, el fraude, el engaño, el abuso de poder 
o de una situación de vulnerabilidad, o la concesión 
o recepción de pagos o beneficios, con fines de 
explotación sexual, esclavitud sexual, explotación 
laboral, o extracción o tráfico de órganos o tejidos 
humanos. En el caso de niños, niñas y adolescentes se 
considera trata incluso cuando no se recurra a ninguno 
de los medios antes descritos. En el Reglamento de 
la Ley Nº 28950, aprobado por Decreto Supremo Nº 
001-2016-IN, se reconoce el enfoque de género, en el 
artículo 5º literal b.
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¡ Protocolo del Ministerio Público para la atención de 
víctimas del delito de trata de personas, personas en 
situación de tráfico ilícito de migrantes y víctimas de 
delitos en el contexto de la migración (Resolución de la 
Fiscalía de la Nación Nº 2291-2019-MP-FN)

3. Actores principales

3.1.1. Ministerio Público (MP)

 Según los artículos 158 y 159 de la Constitución 
Política del Perú, el Ministerio Público es un organismo 
autónomo del Estado. Entre sus funciones está 
promover de oficio, o a petición de parte, la acción 
judicial en defensa de la legalidad y de los intereses 
públicos tutelados por el derecho; representar en los 
procesos judiciales a la sociedad; y conducir, desde 
su inicio, la investigación del delito.

 (…)

3.1.2. Ministerio del Interior y Policía Nacional del Perú 
(MININTER-PNP)

 La PNP debe tomar conocimiento de los delitos y dar 
cuenta inmediata al fiscal, sin perjuicio de realizar 
las diligencias de urgencia imprescindibles para 
impedir sus consecuencias, individualizar a sus 
autores partícipes, reunir y asegurar los elementos 
de prueba que puedan servir para la aplicación de 
la Ley penal (artículo 67 del Código Procesal Penal, 
aprobado mediante Decreto Legislativo 957, el 22 
de julio de 2004). 

 La PNP tiene entre sus funciones investigar la 
desaparición y la trata de personas (artículo 2 de 
la Ley de la Policía Nacional del Perú, aprobada 
mediante Decreto Legislativo 1267, promulgado el 
18 de diciembre de 2016).

 (…)

3.1.3. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
(MINJUSDH)

 El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
(MINJUSDH) es un órgano del Poder Ejecutivo 
cuya finalidad es promover y difundir los derechos 
humanos. Para ello, postula políticas de acceso a la 
justicia, con énfasis en las personas en condición 
de vulnerabilidad (artículo 5 de la Ley 29809, Ley de 
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organización y funciones del Ministerio de Justicia y 
Derechos humanos, promulgada el 8 de diciembre 
de 2011).

 (…)

3.1.5. Poder Judicial

 Según el artículo 138 de la Constitución Política del 
Perú, la potestad de administrar justicia emana del 
pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus 
órganos jerárquicos, con arreglo a la Constitución y 
a las leyes. 

 Según el artículo 42 del reglamento de la Ley 
28950, Ley contra la trata de personas y el tráfico 
ilícito de migrantes, el Poder Judicial dicta medidas 
de protección en favor de las víctimas, testigos, 
peritos o colaboradores de la justicia en sede 
judicial o durante el proceso, y adopta las acciones 
que posibiliten su ejecución. Asimismo, el artículo 
25.4 señala que el Poder Judicial debe implementar 
registros institucionales que contengan como 
mínimo, el estado del proceso, la identidad de las 
víctimas y procesados, su situación jurídica y distrito 
judicial de procedencia, los cuales deben formar 
parte del Registro y Estadística del Delito de Trata 
de Personas y Afines (RETA) de la Policía Nacional y 
del Sistema de Información Estratégica sobre Trata 
de Personas (SISTRA) del Ministerio Público.

¡ Acuerdo plenario N° 06-2019/CJ-116, que establece 
los problemas concursales en los delitos de trata de 
personas y  de explotación sexual.

26º Así las cosas, se configuraría un supuesto de concurso 
real heterogéneo entre el delito de trata de personas 
y los delitos de explotación sexual. En este sentido, es 
posible el concurso real entre el supuesto del delito 
de trata de personas y los delitos de explotación 
sexual en sus diversas modalidades. Para efecto de 
la determinación de la pena, ha de regularse bajo 
los parámetros del artículo 50º del Código Penal; 
esto es, sumar las penas que corresponden a las 
acciones independientes, considerando como criterio 
de medición el extremo de la pena para el delito más 
grave hasta el doble, sin exceder el límite de 35 años 
de privación de libertad.
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1.2.2. La trata de personas en el ordenamiento jurídico 
interno

El Código Penalperuano adopta en gran medida la definición 
brindadaporel Protocolode Palermorespectoaladefinición 
de trata de personas, regulándola inicialmente por medio 
de la Ley N° 28950 de enero de 2007 y, posteriormente, 
modificando el tipo penal con la Ley N° 30251 de octubre 
de 2014. 

Si bien la definición de trata de personas recogida en nuestro 
ordenamiento jurídico guarda cierta semejanza con el 
Protocolo de Palermo, es posible identificar determinadas 
diferencias. De una parte, el artículo 153 de nuestro Código 
Penal añade la conducta típica de “retención”, esto es, el 
mantenimiento de la persona en una situación de peligro de 
explotación. Así también, el Código Penal peruano adapta 
algunos términos usados por el Protocolo de Palermo 
para facilitar su comprensión, como en lugar del término 
“rapto” usa la expresión “privación de libertad”, o en lugar 
de “uso de la fuerza” emplea el término “violencia”. De otro 
lado, el Código Penal peruano explicita algunos tipos de 
explotación que no prevé la definición del mencionado 
Protocolo, como lo son la modalidad de venta de niños, 
niñas o adolescentes, la explotación laboral, la mendicidad 
y el tráfico de componentes humanos (IDEHPUCP/OIM, 
2017, p. 85).

1.2.2.1. La trata de personas como delito de dominio

Como se puede advertir, el delito de trata de personas posee 
una naturaleza compleja pues implica la existencia de tres 
elementos: medios, conductas y finalidades. Aunado a 
ello, la trata de personas presupone una relación de poder 
entre el agresor y la víctima, ya que el tratante aprovecha 
la situación vulnerable en la que se encuentra esta última 
para buscar someterla a una situación de explotación.

Según Montoya (2016), la tipificación de este delito recoge 
esta situación asimétrica, así como el contexto de dominio del 
agresor sobre la víctima. Esto se explica si tenemos en cuenta, 
de una parte, la incidencia de la situación especial que afecta a 
las víctimas en la configuración del tipo penal; y, de otro lado, 
el entendimiento de la trata de personas como un delito que 
tiene por bien jurídico protegido la dignidad humana (p. 397).
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“un instrumento que sirve para condensar el aspecto esencial de la 
lesividad del delito, la razón genética de su tipificación, la finalidad 
básica de la contundente reacción estatal que surge contra él. Y esta 
comprensión sintética del desvalor esencial del delito sirve para precisar 
sus límites, para ponderar la reacción punitiva adecuada al mismo, 
para evaluar la legitimidad de su tipificación y de su pena” (p. 127).

Así, también, la relevancia del bien jurídico reside en las 
funciones que cumple. De esta manera, en su función 
interpretativa o dogmática, el bien jurídico constituye un 
criterio de interpretación esencial para desentrañar el 
significado de la norma penal y atribuirle un sentido; en su 

En esa línea, la trata de personas puede ser vista como un 
delito de dominio en tanto se coloca o mantiene a la víctima 
en un estado o situación que haría factible su explotación 
(Rodríguez, 2016, p. 270). Este control o dominio puede 
verse evidenciado en la existencia de medios comisivos, 
donde la asimetría de poder se puede expresar a través del 
engaño o el fraude, del aprovechamiento de la situación 
de vulnerabilidad de la víctima, la coacción, entre otras 
situaciones, que explicitan el contexto de dominio en el cual 
el tratante tiene control sobre la víctima y sobre su proceso 
encaminado a la explotación (IDEHPUCP/OIM, 2017, p. 87).

1.2.2.2. La dignidad como bien jurídico protegido en la 
trata de personas

En un sentido amplio, el bien jurídico puede ser entendido 
como “todas las circunstancias y finalidades que son 
necesarias para el libre desarrollo del individuo, la realización 
de sus derechos fundamentales y el funcionamiento de 
un sistema estatal edificado sobre esa finalidad” (Roxin, 
2013, p. 5). En la misma línea, el Tribunal Constitucional 
ha señalado que los bienes jurídicos son “condiciones 
necesarias para el desarrollo de la vida del individuo y de 
la sociedad [donde tales] condiciones pueden consistir en 
objetos, materiales o inmateriales, relaciones, intereses o 
derechos, que en cualquier caso han de ser socialmente 
valiosos y por ello dignos de protección jurídica” (STC 12-
2006-AI/TC, fundamento 30).

En el ámbito del Derecho Penal, siguiendo a Lascuraín 
(2007), podemos sostener que un bien jurídico es:
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función sistémica, el bien jurídico constituye un elemento 
de referencia para organizar los tipos penales en diferentes 
grupos (delitos contra la libertad, el honor, etc.) (Villarroel, 
2017, p. 39).

Ahora bien, teniendo en cuenta la importancia del bien 
jurídico como condición digna de protección jurídica, 
parámetro para evaluar la lesividad del delito e instrumento 
de interpretación normativa del precepto penal, podemos 
dar cuenta propiamente de la identificación del bien jurídico 
en el caso específico del delito de trata de personas.  

Para Montoya (2016), tradicionalmente, han existido tres 
grandes posiciones al respecto en la doctrina nacional. En 
primer lugar, una posición considera a la libertad personal 
como bien jurídico protegido. Su fundamento se sustenta, 
de un lado, en los medios comisivos del delito, los cuales 
denotan distintas intensidades de afectación a la libertad 
ambulatoria de la víctima, como son la violencia, amenaza, 
engaño, etc. De otro lado, se argumenta la ubicación 
sistemática del delito de trata de personas en nuestro 
Código Penal pues se encuentra dentro de los delitos 
contra la libertad individual, junto a los delitos de coacción 
(art. 151°) y secuestro (art. 152°), (p. 406).

En segundo lugar, una posición considera que existe una 
pluralidad de bienes jurídicos protegidos en el delito 
de trata de personas, dependiendo de la finalidad de 
explotación de que se trate. Así, para los casos de trata 
con fines de explotación laboral, el bien jurídico protegido 
sería la libertad laboral, como en los casos con fines de 
explotación sexual sería la libertad sexual. 

Una tercera postura señala a la dignidad como bien 
jurídico protegido, donde “si bien se reconoce que la 
dignidad humana es un valor presente, con mayor o 
menor intensidad, en todos los derechos fundamentales 
también posee un contenido específico y autónomo que 
no puede ser alcanzado totalmente por cada derecho 
independientemente considerado” (Montoya, 2016, p. 406). 
Así, la trata de personas afectaría ese “núcleo esencial” 
de la dignidad humana pues ese “algo” diferente que 
constituye lo esencial de la naturaleza humana “podría 
ser atacado por acciones que comporten la cosificación, 
instrumentalización, envilecimiento o humillación de la 
persona” (Alonso, 2007, p. 5) como sucede, justamente, con 
el delito de trata de personas.
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“el bien jurídico protegido trasciende a la libertad personal [pues] con la trata 
de personas se afecta la dignidad de la persona colocada o mantenida en 
una situación de vulnerabilidad y degradación permanentes […] afectando 
las cualidades fundamentales o inherentes a la persona, esto es, no se la 
respeta por su condición de tal; se la instrumenta como un objeto al servicio de 
otros; se destruye o limita esencialmente su autodeterminación y con ello su 
proyecto de vida, y se le coloca en un plano de completa desigualdad”. (p. 9).

Así entonces, podemos sostener que la dignidad es el 
bien jurídico protegido en el delito de trata de personas, 
ya que lo que se busca proteger con su tipificación es la 
esencialidad del ser humano, condenando la cosificación e 
instrumentalización de un delito que despoja a la víctima 
de su capacidad para decidir sobre sus bienes y derechos, 
reduciéndola a la categoría de objeto o mercancía para 
satisfacer un interés ulterior (Daunis, 2013, p.73.). Además, 
esta postura coincide con la perspectiva asumida por 
diversos instrumentos internacionales de protección 
frente a la trata de personas, que señala la necesidad de 
proteger la dignidad humana y de constituir una categoría 
más adecuada para evaluar la gravedad de un fenómeno 
como la trata (Montoya, 2016, p. 408).

1.2.2.3. Las conductas típicas en la trata de personas

El delito de trata de personas tipifica una variedad de 
conductas que van desde la captación de la víctima, 
pasando por su transporte, traslado, acogida, recepción 
o retención, en un claro intento por sancionar todas las 
conductas propias del ciclo de la trata (Montoya, 2016, p. 
398). A continuación se desarrollan brevemente cada una 
de ellas8:

¡ La captación es entendida como la forma de 
reclutamiento o contacto entre la víctima y el tratante.

8 Ver CAPITAL HUMANO Y SOCIAL ALTERNATIVO. La trata de personas en el Perú: normas, casos y definiciones. 
Quinta edición. 2017. Lima: CHS Alternativo, p. 32 y ss.

En la actualidad, el debate introducido sobre el bien 
jurídico protegido en la trata de personas parece haberse 
decantado en esta última postura, como ha señalado la 
Corte Suprema de Justicia (2019):
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¡ El transporte y/o traslado son entendidos como el 
desplazamiento del entorno o de la comunidad de 
origen de la víctima al entorno o lugar de destino 
donde se producirá la explotación. No es necesario 
llegar al destino para que se produzca un caso de trata, 
sino haber iniciado el tránsito al mismo. La distancia 
geográfica de dicho traslado es relativa, puede cruzar 
las fronteras de un país a otro o producirse en un mismo 
país. Como señala la Organización Internacional para las 
Migraciones (OIM) - Misión en Colombia, lo que importa 
es el “desarraigo de la comunidad de origen” o del núcleo 
socio familiar para mantener a la víctima vulnerable.

¡ La acogida, recepción y/o retención que ocurre con la 
llegada de la víctima al entorno o lugar de explotación 
(o lugar de tránsito, si es que continúa el transporte y 
traslado a un lugar distinto de aquel), donde el tratante 
ejerce diversas formas de control o coerción sobre ella.

Es preciso señalar que, si bien la trata de personas es 
entendida como un “delito proceso”, basta con realizar 
de manera independiente cualquiera de las conductas 
antes señaladas, a través de alguno de los medios típicos 
y colocando a la víctima en una situación en la que pueda 
ser explotada para que se configure el delito. Como señala 
Rodríguez (2016), “esto se hace más evidente si se toma 
en cuenta que el legislador no ha utilizado la conjunción 
copulativa “y”, sino la conjunción disyuntiva “o”, de manera 
que la captación y el transporte no son elementos que, 
necesariamente, deben de estar presentes” (p. 261).

1.2.2.4. Los medios típicos de la trata de personas

Como se ha señalado anteriormente, la trata de personas 
puede ser entendida como un delito de dominio en virtud 
de la relación asimétrica de poder entre el tratante y la 
víctima. En esa línea, los medios típicos de este delito son 
solo una forma de explicitar dicha asimetría, los cuales 
vician el consentimiento de la víctima y que el tratante 
utiliza para perseguir su objetivo de explotación (Montoya, 
2016, p. 403).
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Así, siguiendo a Villacampa (2012), y atendiendo al tipo 
de mecanismo utilizado, la trata de personas puede ser 
clasificada de la siguiente manera: (i) la trata forzada, la 
cual se configura cuando se utilizan como mecanismos 
la violencia, la amenaza, la privación de la libertad u 
otras formas de coacción o intimidación; (ii) la trata 
fraudulenta, cuando concurren el fraude y el engaño 
sobre la víctima donde, en principio, existe un acuerdo 
de voluntades entre la víctima y el tratante, a partir de 
una visión distorsionada de la realidad; y (iii) la trata 
abusiva, cuando los mecanismos utilizados por el sujeto 
activo se refieren al abuso de poder de una situación de 
vulnerabilidad. (p.844).

De los medios típicos señalados, es preciso detenernos 
en el abuso de una situación de vulnerabilidad pues, entre 
otras razones, su enunciado ha sido susceptible de diversas 
interpretaciones, tanto a nivel de la doctrina como por parte 
de los operadores de justicia, así como por su relevancia en 
el contexto de dominio, anteriormente desarrollado, en el 
delito de la trata de personas.

Al hablar del abuso de una situación de vulnerabilidad como 
medio comisivo de la trata de personas, nos referimos al 
abuso de una situación que puede ser de naturaleza física, 
psicológica, emocional, familiar, social o económica, por la 
cual el tratante buscará obtener la aceptación de la víctima 
para ser captada, transportada, trasladada, acogida, 
recibida o retenida con la finalidad de luego ser explotada. 
El tratante no debe crear necesariamente la situación de 
vulnerabilidad, sino que aprovecha dicha situación de la 
víctima en un contexto de asimetría de poder (IDEHPUCP/
OIM, 2017, p. 110).

En la misma línea, la Corte Suprema de Justicia (2019) ha 
establecido que el abuso de una situación de vulnerabilidad 
debe ser entendido como “el aprovechamiento por parte 
del sujeto activo de cualquier condición en la que se 
encuentre la víctima y que la lleve a pensar que no tiene 
otra opción que el sometimiento al tratante”. Y añade 
que “este medio fue incorporado en el Protocolo de 
Palermo con la finalidad de abarcar situaciones en las 
que el sometimiento de la voluntad de la víctima o su 
mantenimiento, en aparentes condiciones de libertad, son 
más útiles o poco perceptibles [de cara a la investigación 
y persecución penal]” (pp. 8-9). 
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1.2.2.5. Las finalidades de la trata de personas

Como se mencionó anteriormente, nuestra legislación penal 
interna especificó con mayor detalle las finalidades de la trata, 
en relación a las enunciadas por el Protocolo de Palermo, 
señalado en el inciso 2 del artículo 153° del Código Penal:

“…los fines de explotación de la trata de personas comprende, 
entre otros, la venta de niños, niñas o adolescentes, la prostitución 

y cualquier forma de explotación sexual, la esclavitud o prácticas 
análogas a la esclavitud, cualquier forma de explotación laboral, 

la mendicidad, los trabajos o servicios forzados, la servidumbre, la 
extracción o tráfico de órganos o tejidos somáticos o sus componentes 

humanos, así como cualquier otra forma análoga de explotación”.

Para que se configure el delito de trata de personas, el 
tratante debe pretender que la persona sea víctima de 
algunas de las formas de explotación previstas en el tipo 
penal, no siendo necesario que dicho fin de explotación se 
produzca materialmente, sino que basta con que el tratante 
dirija su comportamiento a que la víctima sea explotada, 
a alcanzar dicho fin de explotación. Esto es lo que en 
doctrina penal se ha llamado “delito de tendencia interna 
trascendente”, pues el tipo de trata de personas exige un 
elemento subjetivo distinto al dolo: el fin de explotación en 
cualquier modalidad. (IDEHPUCP/OIM, 2017, p. 116). De esta 
manera, lo que se debe buscar demostrar respecto a los 
fines de la trata es la intención del tratante de explotar a 
la víctima, y no si se realizó efectivamente la explotación.

1.2.3. Creación y modificación de tipos penales vinculados 
a la trata de personas y el fenómeno de explotación

Dentro del marco jurídico que regula y sanciona la trata 
de personas, es necesario también hacer referencia 
a aquellos delitos que tipifican conductas vinculadas 
al fenómeno de la explotación. Diversa literatura ha 
abordado la relación entre trata de personas y delitos 
conexos, como el favorecimiento a la prostitución, el 
rufianismo, el usuario-cliente, el proxenetismo, entre otros 
delitos, y los problemas concursales entre estos y la trata 
de personas. Sin embargo, desde hace no mucho tiempo 
existen nuevos tipos penales, de los cuales, por ejemplo, 
algunos sancionan de manera independiente conductas 
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que podrían constituir finalidades del delito de trata de 
personas, y que, en consecuencia, no podemos dejar de 
señalar al pretender abordar esta problemática. 

1.2.3.1.  El Decreto Legislativo N° 1323 y los nuevos tipos 
penales de explotación sexual, trabajo forzoso y 
esclavitud y otras formas de explotación

El 5 de enero de 2017, el Poder Ejecutivo promulgó el 
Decreto Legislativo N° 1323, que fortalece la lucha contra el 
feminicidio, la violencia familiar y la violencia de género, el 
cual incorporó los artículos 153-B, 153-C y 168-B al Código 
Penal, creando los delitos de explotación sexual, esclavitud 
y otras formas de explotación, y de trabajo forzoso.

El nuevo delito de explotación sexual (art. 153-B) sanciona a 
quien “obliga a una persona a ejercer actos de connotación 
sexual con la finalidad de obtener un aprovechamiento 
económico o de otra índole”, imponiendo una pena de 10 
a 15 años. El delito de trabajo forzoso (art. 168-B), por su 
parte, sanciona a quien “somete u obliga a otra persona, a 
través de cualquier medio o contra su voluntad, a realizar 
un trabajo o prestar un servicio, sea retribuido o no” con una 
pena de 6 a 12 años. Por último, el delito de esclavitud y otras 
formas de explotación (art. 153-C) sanciona a quien “obliga 
a una persona a trabajar en condiciones de esclavitud o 
servidumbre, o la reduce o mantiene en dichas condiciones, 
con excepción de los supuestos del delito de explotación 
sexual”, con una pena de 10 a 15 años (art. 153-C CP).

1.2.3.2. La Ley N° 30963 que modifica el Código Penal 
respecto a las sanciones del delito de explotación 
sexual en sus diversas modalidades y delitos 
conexos

El 17 de junio de 2019 se promulgó la Ley N° 30963, la 
cual modifica los artículos 153-B (explotación sexual), el 
179 (favorecimiento a la prostitución), 179-A (cliente del 
adolescente), 180 (rufianismo), 181 (proxenetismo), 181-
A (promoción y favorecimiento de la explotación sexual 
de niños, niñas y adolescentes), 182-A (publicación en los 
medios de comunicación sobre delitos contra la libertad 
sexual contra niños, niñas y adolescentes), 183 (exhibiciones 
y publicaciones obscenas), 183-A (pornografía infantil) 
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2.
Objetivo de la investigación
El objetivo de la investigación jurisprudencial es evaluar 
el tratamiento y limitaciones que tienen los operadores 
de justicia en la resolución de casos sobre trata de 
personas, a fin de determinar la situación de la adecuada 
protección a los derechos de las víctimas, así como las 
dificultades advertidas en el juzgamiento del delito y las 
argumentaciones y criterios judiciales a tomar en cuenta.

y 183-B (proposiciones a niños, niñas y adolescentes con 
fines sexuales) del Código Penal.

Así también, la misma Ley crea los siguientes tipos 
penales: Artículo 153-D (Promoción o favorecimiento de la 
explotación sexual), Artículo 153-E  (Cliente de la explotación 
sexual), Artículo 153-F (Beneficio por explotación sexual), 
Artículo 153-G (Gestión de la explotación sexual), Artículo 
153-H (Explotación sexual de niñas, niños y adolescentes 
- Esnna), Artículo 153-I (Beneficio de la explotación sexual 
de niñas, niños y adolescentes - Beneficio de la Esnna), 
Artículo 153-J (Gestión de la explotación sexual de niñas, 
niños y adolescentes - Gestión de la Esnna).

Respecto a la modificación y creación de estos nuevos tipos 
penales, pareciera que lo que se buscaría sancionar es la 
participación de todos los agentes que tengan algún tipo 
de participación en la ruta de la explotación sexual, ya sea 
desde el sujeto que promovió o favoreció la explotación 
(ej. funcionario de un hotel), hasta el que se benefició (el 
rufián), pasando por el cliente o usuario de la explotación. 
Sin embargo, parece originarse cierta duplicidad entre 
los tipos penales ya existentes y la nueva regulación. 
Este problema de duplicidad originada por la forma de 
redacción de los nuevos tipos, y la falta de precisión entre 
lo que implica gestionar, dirigir y recibir podría dar lugar 
a problemas de interpretación e incluso de concurso de 
delitos en la determinación del delito aplicable. Además, 
si lo que se buscaba con la creación de nuevos tipos 
penales era reducir el margen de impunidad alrededor 
de la explotación sexual, dichas conductas podían ser 
igualmente sancionadas por el delito que la tipifica (art. 
153-B) bajo las reglas de autoría y participación reguladas 
en nuestro Código Penal.
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CAPÍTULO II:
ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

1.
Análisis jurisprudencial de resoluciones 
judiciales sobre trata de personas
El análisis jurisprudencial que se presenta a continuación, 
tiene por finalidad exponer las dificultades jurídico-penales a 
que se enfrentan los operadores de justicia que tienen a su 
cargo la investigación, procesamiento y sanción del delito de 
trata de personas. Asimismo, el análisis recoge los esfuerzos 
de magistrados y magistradas para interpretar, desde 
categorías penales, un fenómeno complejo y aún novedoso 
para el sistema penal peruano como la trata de personas.

A fin de poder mostrar los hallazgos obtenidos, este capítulo 
presentará en primer término las características de las 
resoluciones judiciales estudiadas y, en segundo término, 
se abocará a la presentación de las dificultades jurídico-
penales que enfrentan los operadores de justicia respecto 
del delito de trata de personas, señalando también los 
avances en el tratamiento e interpretación del tipo penal 
realizado por los magistrados y magistradas.

1.1. Aspectos generales de la investigación

1.1.1. Diseño

La Defensoría del Pueblo consideró pertinente estudiar 
las resoluciones judiciales emitidas en casos de trata de 
personas por dos razones igual de importantes: 

¡ Primero, porque plasman las dificultades jurídico-
penales a las que se enfrentan los operadores de 
justicia en su investigación, procesamiento y sanción, lo 
que permite recabar evidencia para el debate y posible 
asunción de medidas que favorezcan el trabajo de 
magistrados y magistradas.
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¡ Segundo, porque las resoluciones judiciales permiten 
conocer el tratamiento jurídico penal que los operadores 
de justicia han dado a un fenómeno complejo como 
la trata de personas y que, como se desarrollará 
más adelante, constituyen líneas de interpretación 
importantes del tipo penal que constituyen un avance 
significativo en la dinámica del estudio del delito. 

1.1.2. Muestra

Para la elaboración de este informe, se tuvo acceso a 
120 expedientes judiciales referidos al delito de trata de 
personas, que proceden de distintas regiones del país: 2 de 
Abancay, 2 de Amazonas, 3 de Arequipa, 1 de Ayacucho, 14 
de Cusco, 2 de La Libertad, 43 de Lima, 3 de Loreto, 15 de 
Madre de Dios, 1 de Pasco, 10 de Piura, 14 de San Martín, 6 
de Tacna y 4 de Tumbes.

La selección de las regiones se realizó de manera aleatoria, 
con en el objetivo de obtener una muestra amplia del 
tratamiento jurisprudencial del delito de trata de personas 
a nivel nacional.

Gráfico 1:
Lugar de procedencia de los expedientes judiciales
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De los 120 expedientes judiciales revisados, fueron 
concedidas 113 sentencias judiciales de 1° instancia, 13 
sentencias judiciales de 2° instancia y 6 de la Corte Suprema 
de Justicia, es decir, para este análisis jurisprudencial 
se estudiaron 132 sentencias judiciales. La información 
referida a estas sentencias será detallada en el punto 2.1.

Nota: Un expediente puede contener más de una sentencia o resolución (de 1° o 2° 
instancia o de la Corte Suprema). Por ello en el presente estudio se analizan 120 
expedientes y 132 sentencias o resoluciones.

113 sentencias judiciales
(1° instancia)

13 sentencias judiciales
(2° instancia)

132 sentencias judiciales

6 sentencias judiciales
(Corte Suprema)

En lo que concierne a la información general de los 120 
expedientes judiciales conviene anotar varias cuestiones. 
En primer término, el año de comisión de los hechos 
delictivos es diverso. Así, se tiene 1 caso de 2005, 2 de 2007, 
3 de 2008, 2 de 2009, 9 de 2010, 9 de 2011, 14 de 2012, 21 de 
2013, 14 de 2014, 23 de 2015, 14 de 2016 y 8 de 2017

Gráfico 2:
Año de comisión de los hechos delictivos
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Por su parte, en los 120 expedientes revisados se imputaron 
diversos delitos, a veces de manera autónoma y otras de 
forma conjunta o alternativa. Los tipos penales imputados 
han sido: delito de inducción a la fuga de menor (artículo 
148) en un caso, tipo base de trata de personas (artículo 153) 
en 6 oportunidades, la trata agravada (artículo 153-A) en 97 
casos, la esclavitud (artículo 153-C) en un caso, la violación 
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sexual (artículo 170) en 3 oportunidades, la violación sexual 
de menor (artículo 173) en un caso, el favorecimiento a la 
prostitución (artículo 179) en 6 oportunidades, el delito 
de usuario-cliente (artículo 179-A) en una ocasión, y el 
proxenetismo (artículo 181) en 4 casos.

Gráfico 3:
Delitos imputados
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Gráfico 4:
Medio de captación
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De acuerdo a los hechos narrados en las sentencias, el 
medio utilizado para captar a las víctimas ha sido de manera 
mayoritaria la oferta de trabajo (35 casos), seguida de forma 
cercana por el engaño (33 casos). Asimismo, son medios 
de captación identificados, el abuso de la situación de 
vulnerabilidad (19 casos), la violencia (4 casos) y el contrato 
con padres (1 caso). Cabe señalar que existen 28 expedientes 
que no la detallan el medio de captación utilizado.
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Gráfico 5:
Actividad desarrollada o por desarrollar
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Sobre las actividades que las víctimas desarrollaron o 
iban a desarrollar, producto de su captación, transporte, 
traslado, acogida, recepción o retención, en 39 casos la 
actividad consistió en ejercer como dama de compañía, en 
48 casos debía ejercerse la prostitución y en 20 casos la 
persona trabajaba como empleado o empleada en fábricas 
o tiendas. En menor medida, se presentaron 9 casos de 
empleadas del hogar, 1 de venta de niños y en 3 no se detalló 
la actividad que desarrolló o iba desarrollar la víctima. 

Finalmente, resulta importante señalar que, en 112 casos, la 
actividad para la cual la víctima fue captada, transportada, 
trasladada, acogida, recibida o retenida, efectivamente se 
realizó el delito, esto es, en un 93% de los casos. En cambio, 
sólo en 9 casos la finalidad no llegó a materializarse, es 
decir, en un 7%.

Gráfico 6:
Explotación consumada
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1.1.3. Procedimiento

El procedimiento implicó el análisis de 113 sentencias 
judiciales de 1° instancia, 13 sentencias judiciales de 2° 
instancia y 6 de la Corte Suprema de Justicia correspondientes 
a los 120 expedientes judiciales referidos en el punto 1.1.2. 
Muestra. Las 132 sentencias judiciales fueron revisadas 
bajo 4 criterios que permitieron un acercamiento a las 
dificultades y avances de los operadores de justicia en la 
investigación, procesamiento y sanción del delito de trata 
de personas. Estos 4 criterios son los siguientes: 

a) Dificultades y avances en el ámbito penal material

b) Dificultades y avances en el ámbito procesal penal

c) Dificultades y avances en la determinación de la pena

d) Dificultades y avances en la argumentación judicial

Estos 4 criterios generales fueron luego divididos en 
sub-temas de acuerdo a la evidencia encontrada en las 
sentencias judiciales. De esa manera, las dificultades y 
avances en el ámbito penal material, comprendieron la 
revisión de los siguientes puntos:

¡ Bien jurídico protegido
¡ Comportamiento típico
¡ Imputación objetiva
¡ Autoría y participación
¡ Elemento subjetivo adicional
¡ Error de tipo e ignorancia deliberada
¡ Consentimiento 
¡ Concurso de delitos

Por su parte, las dificultades y avances en el ámbito 
procesal penal abarcaron los siguientes puntos:

¡ Prueba, declaración y actuación de la víctima
¡ Procesos especiales: Terminación anticipada y proceso 

inmediato

Las dificultades y avances en la determinación de la pena 
comprendieron un análisis de los siguientes temas:

¡ Sistema de tercios
¡ Inhabilitación
¡ Reparación civil
¡ Tratamiento psicológico para procesados
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Finalmente, las dificultades y avances en la argumentación 
judicial se enfocaron en los siguientes puntos:

¡ Motivación de las resoluciones judiciales
¡ Aplicación de los enfoques de género y de derechos 

humanos
¡ Víctima ideal

2.
Dificultades y avances advertidos en la 
investigación, procesamiento y sanción del 
delito de trata de personas
2.1. Información general de las sentencias judiciales 

revisadas

Como se adelantó en el punto 1.1.2, de los 120 expedientes 
revisados, se tuvo acceso a 113 sentencias judiciales de 1° 
instancia, 13 sentencias judiciales de 2° instancia y 6 de 
la Corte Suprema de Justicia. Es decir, para este análisis 
jurisprudencial se estudiaron 132 sentencias judiciales. 
Cabe señalar que de las 113 resoluciones judiciales de 
1° instancia, 5 tuvieron correlato en una sentencia de 2° 
instancia y 1 en una sentencia de la Corte Suprema de 
Justicia. Por su parte, en un caso sólo se tuvo acceso a una 
sentencia de 2° instancia.

Gráfico 7:
Procedencia de sentencias judiciales 
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En cuanto a las 113 sentencias de 1° instancia, 32 fueron 
absolutorias, 76 de condena y 5 de sobreseimiento; estas 
últimas –en todos los casos- fueron solicitadas por el 
Ministerio Público.

Gráfico 8:
Tipo de fallo en sentencias judiciales de 1° instancia
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Por su parte, de las 13 sentencias de 2° instancia 
revisadas, 1 ratificó una absolución, 7 ratificaron una 
condena, 3 variaron una condena por absolución y 3 
declararon la nulidad.

Gráfico 9:
Tipo de fallo en sentencias judiciales de 2º instancia
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Finalmente, en cuanto a las sentencias judiciales emitidas 
por la Corte Suprema de Justicia, 5 confirmaron una 
condena y 1 declaró la nulidad.

De otro lado, debe señalarse que el tipo penal de trata de 
personas, utilizado en las sentencias judiciales revisadas, 
es distinto dependiendo de la fecha de comisión de los 
hechos delictivos. En base a dicha fecha de comisión, se ha 
utilizado en menor medida (3 casos) el tipo penal vigente 
desde el 20 de mayo de 19949 y, de manera mayoritaria, los 
magistrados y magistradas han trabajado los casos con el 
tipo penal vigente desde el 16 de enero de 2007 y el tipo 
penal actual, vigente desde el 21 de octubre de 2014. Por 
ello, el análisis que se presentará básicamente se enfocará 
en la redacción de estos dos últimos tipos penales. A saber:

Gráfico 10:
Tipo de fallo en sentencias judiciales de la Corte Suprema de Justicia
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9 “Artículo 153.- El que retiene o traslada de un lugar a otro a un menor de edad o a una persona incapaz de valerse 
por sí misma, empleando violencia, amenaza, engaño u otro acto fraudulento, con la  finalidad de obtener ventaja 
económica o explotar social o económicamente a la víctima, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de cuatro ni mayor de 10 años, e inhabilitación conforme al artículo 36, incisos 1, 2, 4 y 5.

  Si el agente comete el hecho en agrupación o en calidad de afiliado a una banda, la pena será privativa de libertad 
no menor de cinco ni mayor de doce años, e inhabilitación conforme al Artículo 36, incisos 1, 2, 4 y 5.” 
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Norma 
(Fecha de 

publicación)
Descripción típica del delito

Ley N° 28950 
(16 de enero 
de 2007)

Artículo 153.- 
El que promueve, favorece, financia o facilita la captación, transporte, 
traslado, acogida, recepción o retención de otro, en el territorio de la 
República o para su salida o entrada del país, recurriendo a: la violencia, 
la amenaza u otras formas de coacción, la privación de libertad, el fraude, 
el engaño, el abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, o la 
concesión o recepción de pagos o beneficios, con fines de explotación, venta 
de niños, para que ejerza la prostitución, someterlo a esclavitud sexual u 
otras formas de explotación sexual, obligarlo a mendigar, a realizar trabajos 
o servicios forzados, a la servidumbre, la esclavitud o prácticas análogas a 
la esclavitud u otras formas de explotación laboral, o extracción o tráfico de 
órganos o tejidos humanos, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de ocho ni mayor de quince años. 
La captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de 
niño, niña o adolescente con fines de explotación se considerará trata de 
personas incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios señalados 
en el párrafo anterior.

Ley N° 30251 
(21 de octubre 
de 2014)

Artículo 153.-
1. El que mediante violencia, amenaza u otras formas de coacción, privación 

de la libertad, fraude, engaño, abuso de poder o de una situación de 
vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o de cualquier beneficio, 
capta, transporta, traslada, acoge, recibe o retiene a otro, en el territorio 
de la República o para su salida o entrada del país con fines de explotación, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de ocho ni mayor 
de quince años.

2. Para efectos del inciso 1, los fines de explotación de la trata de personas 
comprende, entre otros, la venta de niños, niñas o adolescentes, la 
prostitución y cualquier forma de explotación sexual, la esclavitud 
o prácticas análogas a la esclavitud, cualquier forma de explotación 
laboral, la mendicidad, los trabajos o servicios forzados, la servidumbre, 
la extracción o tráfico de órganos o tejidos somáticos o sus componentes 
humanos, así como cualquier otra forma análoga de explotación. 

3. La captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de 
niño, niña o adolescente con fines de explotación se considera trata de 
personas incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios previstos 
en el inciso 1. 

4. El consentimiento dado por la víctima mayor de edad a cualquier forma de 
explotación carece de efectos jurídicos cuando el agente haya recurrido a 
cualquiera de los medios enunciados en el inciso 1. 

5. El agente que promueve, favorece, financia o facilita la comisión del 
delito de trata de personas, será reprimido con la misma pena prevista 
para el autor.
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Tanto el tipo penal de 2007 como el de 2014 se constituyen 
en delitos que describen medios comisivos, conductas 
alternativas y fines. Justamente, desde esa composición 
partirá el estudio de las dificultades que enfrentan los 
operadores de justicia en su tratamiento y en los avances 
que han planteado en cuanto a su interpretación.

Medios Conducta Fines

Artículo 153 
Entrada en 
vigencia: 
16/01/2007

¡ Violencia, amenaza 
u otras formas de 
coacción

¡ Privación de libertad
¡ Fraude
¡ Engaño
¡ Abuso de poder 
¡ Abuso de una 

situación de 
vulnerabilidad 

¡ Concesión o 
recepción de pagos 
o beneficios

¡ Promover 
¡ Favorecer
¡ Financiar 
¡ Facilitar (la 

captación, 
transporte, 
traslado, 
acogida, 
recepción o 
retención de 
otro) 

¡ Venta de niños 
¡ Prostitución 
¡ Esclavitud sexual u otras 

formas de explotación sexual
¡ Mendicidad
¡ Trabajos o servicios forzados, 

servidumbre, esclavitud 
o prácticas análogas a la 
esclavitud u otras formas de 
explotación laboral

¡ Extracción o tráfico de 
órganos o tejidos humanos 

Artículo 153 
Entrada en 
vigencia: 
21/10/2014

¡ Violencia, amenaza 
u otras formas de 
coacción

¡ Privación de la 
libertad

¡ Fraude
¡ Engaño
¡ Abuso de poder 
¡ Abuso de una 

situación de 
vulnerabilidad

¡ Concesión o 
recepción de pagos 
o de cualquier 
beneficio 

¡ Captar
¡ Transportar 
¡ Trasladar 
¡ Acoger
¡ Recibir 
¡ Retener 

¡ Venta de niños, niñas o 
adolescentes

¡ Prostitución y cualquier 
forma de explotación sexual 

¡ Esclavitud o prácticas 
análogas a la esclavitud

¡ Cualquier forma de 
explotación laboral

¡ Mendicidad
¡ Trabajos o servicios forzados
¡ Servidumbre
¡ Extracción o tráfico de 

órganos o tejidos somáticos o 
sus componentes humanos

¡ Cualquier otra forma análoga 
de explotación 

2.2. Dificultades y avances en el ámbito penal material

A continuación se presentan las dificultades jurídico-
penales que enfrentan los operadores de justicia respecto 
del delito de trata de personas y, al mismo tiempo, se 
señalan los avances en el tratamiento e interpretación del 
tipo penal realizado por magistrados y magistradas.
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2.2.1. Tipo objetivo

2.2.1.1. El bien jurídico protegido en el delito de trata de 
personas

En Derecho Penal, los bienes jurídicos son “aquellos 
bienes vitales, valores sociales e intereses jurídicamente 
reconocidos del individuo o de la comunidad, que gozan 
de protección jurídica debido a su especial relevancia para 
la sociedad” (Wessels, Beulke, y Satzger, 2018, p. 4). La 
identificación del bien jurídico protegido en un tipo penal 
es fundamental, entre otras cosas, porque a través de él se 
interpretan los elementos que configuran el delito.

En el caso de la trata de personas, por ejemplo, si se afirma 
que el bien jurídico protegido es la libertad personal, como 
señala el Acuerdo Plenario 3-2011/CJ-116, el intérprete 
podría sostener que, para la configuración del tipo penal, 
se debe demostrar que la víctima fue captada, acogida, 
transportada, trasladada, recibida o retenida en contra 
de su voluntad. No obstante, si la persona aceptó las 
condiciones anteriores a fin de que el tratante la explote, 
el intérprete podría concluir que el delito de trata de 
personas no se ha configurado.  Distinto sería el análisis 
del caso anterior, si se identifica a la dignidad como bien 
jurídico protegido pues, incluso cuando la persona hubiera 
aceptado voluntariamente la explotación, el tipo penal 
podrá configurarse.

Esta es una primera dificultad que se observa en el 
estudio de las resoluciones judiciales hechas para este 
informe. Algunos operadores de justicia identifican como 
bien jurídico protegido del delito de trata de personas a 
la libertad personal. De ello derivan que, si la víctima no 
se opuso a ser trasladada al lugar de explotación o si 
por propia voluntad se apersonó en el mismo, no puede 
configurarse el tipo penal aludido. Un ejemplo de este 
razonamiento se encuentra en el siguiente extracto de 
una sentencia:

“El delito de trata de personas es considerado como 
un delito contra la libertad personal, entendida esta 

como un derecho fundamental del ser humano, basado 
en la voluntad de una persona para decidir lo que 

desea o no realizar, trasladarse de un lugar a otro o 
situarse por sí misma en cualquier espacio sin verse 

obligada o influenciada por terceras personas.” 



Defensoría del Pueblo y CHS Alternativo | 41 

“No es razonable asumir que la agraviada haya estado postrada en 
indigencia o en extremo desamparo al punto de no tener otro camino que 
aceptar (vencida su eventual y normal resistencia a la idea de ser explotada 
sexualmente) la actividad propuesta por los supuestos agentes, ya que se 
puede corroborar que la menor refirió en su manifestación (acta de entrevista 
única) que vivía con otras mujeres y podía salir hasta por una hora pero si 
se demoraba, la multaban con una suma de cuatrocientos soles. Ello quiere 
decir que no se encontraba secuestrada (retenida), ya que tenía libertad de 
salir y poder pedir auxilio y presentarse a las autoridades competentes.” 

En este caso, el fiscal solicita el sobreseimiento de la 
causa -entre otras razones- porque no se ha verificado 
la afectación de la libertad personal de una menor de 15 
años que fue trasladada a la zona de Imaza en Bagua para 
trabajar como “dama de compañía” en un bar. Ello en razón 
de que la menor no opuso resistencia al traslado y posterior 
ejercicio de la labor de “dama de compañía”. 

Similar razonamiento se ha tenido en otro caso, en el cual, 
a pesar de que una menor era explotada sexualmente, se 
argumentó que el delito de trata de personas no se habría 
configurado porque ella podía salir por una hora del bar en 
el que trabajaba, por lo que, no se encontraba retenida y 
su libertad personal no había sido vulnerada. Al respecto,  
se señaló:

Sobre el particular, es importante remarcar que el 
razonamiento aludido es minoritario. De hecho, de las 132 
resoluciones judiciales estudiadas, solo 2 presentaron 
esta argumentación. En la mayoría de casos, aunque no 
necesariamente de manera expresa, los operadores de 
justicia se decantan por considerar que el bien jurídico 
protegido por el delito de trata de personas es la dignidad, 
entendida como la no cosificación de la persona. Ello les 
ha permitido, en cierta medida, comprender y afrontar el 
fenómeno de la trata de personas de cara a la aceptación 
que muchas víctimas dicen haber manifestado sobre la 
actividad que se les propuso realizar, como respecto del 
aprovechamiento de la situación de vulnerabilidad que 
los tratantes emplean. Este bien jurídico, por lo demás, 
acaba de ser aceptado como el protegido por el delito de 
trata de personas en el Acuerdo Plenario 6-2019/CJ-116 
(Fundamento 19).

A pesar de ello, la delimitación de lo que comprende 
la dignidad y, consecuentemente, de lo que implica no 
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cosificar a una persona, constituye una dificultad a la 
que se enfrentan magistrados y magistradas pues la 
falta de definición del bien jurídico puede desdibujar los 
límites entre el delito de trata de personas y otros tipos 
penales.  Así, por ejemplo, en una de las resoluciones 
judiciales revisadas se resuelve el caso de un varón de 47 
años que contacta mujeres menores de edad y, luego de 
ganarse su confianza, se reúne personalmente con ellas. 
Cuando se entera que son menores con problemas en 
casa, les ofrece darles comida, casa e incluso apoyarlas 
económicamente para que estudien, a cambio de lo cual, 
les requiere que mantengan relaciones sexuales con él. 
En el caso específico, dos menores de 17 años aceptaron 
tener relaciones sexuales con el procesado por cuanto 
no tenían más opción ya que no querían volver a su 
hogar familiar. 

Ante esta situación, la resolución judicial señaló que se 
habría configurado el delito de trata de personas con 
la finalidad de explotación sexual, entre otras cosas, 
porque el procesado habría cosificado a las menores. En 
la argumentación, el operador de justicia no se plantea si, 
en realidad, se estaría más bien ante un delito de violación 
sexual (Artículo 170 del Código Penal) realizado mediante 
el aprovechamiento en un contexto en el cual la víctima 
no consiente válidamente. Por el contrario, partiendo de 
que proteger la dignidad implica no cosificar a la persona, 
considera desde una comprensión amplia del bien jurídico, 
que en el caso se ha producido el delito de trata de 
persona. Para mayor abundamiento, la argumentación de 
la sentencia es la siguiente:

“c) Fines de explotación.- Este elemento fue objeto de debate por las partes 
procesales, sobre todo alegado por la defensa del acusado, señalando que no se 

dio este elemento porque el procesado acogió a las menores y estas aceptaron 
voluntariamente las relaciones sexuales; sin embargo, los jueces no aceptan 
dicha interpretación, debido a que el acusado las acogió con un fin diferente, 

entendiéndose que la explotación sexual es el aprovechamiento de una persona 
respecto de otra con la finalidad de obtener un beneficio de esa naturaleza, 

sin necesidad que exista de por medio algún tipo de beneficio lucrativo o 
patrimonial; tampoco dicha explotación debe ser realizada por un tercero ajeno a 
la relación sexual porque la persona que mantiene las relaciones es beneficiada 

directamente del acto sexual al considerar como objeto a sus víctimas, lo cual 
también se dio en el caso que nos ocupa. Hubo un aprovechamiento de (…) 

respecto a las dos menores agraviadas, aprovechamiento que se expresó a 
través de la acogida que este propuso y fue aceptado, a cambio de relaciones.”
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Al respecto, cabe mencionar que en la interpretación del 
delito de trata de personas, la dignidad como bien jurídico 
protegido ha sido definida negativamente, vale decir, como 
no instrumentalización o no cosificación de la persona 
porque esta definición negativa “permite intuitivamente 
identificar aquellas conductas que atentan contra ella 
(la dignidad), atacando las características esenciales de 
la persona como sujeto de derechos, libre y autónomo” 
(Díaz, 2014, p. 114). Por esta razón, es recurrente que 
la jurisprudencia, siguiendo a la doctrina, identifique 
“la dignidad humana como objeto jurídico de tutela (…) 
partiendo de la idea de que lo que pretendía impedirse en el 
delito era el tratamiento de las personas como mercancías, 
con su consiguiente cosificación” (Villacampa, 2011, p. 385).

No obstante, dicha definición debe ser precisada en cada caso 
concreto por cuanto su comprensión como no cosificación 
de la persona puede extender injustificadamente el campo 
de acción del delito de trata de personas, situación no 
permitida en un área como el Derecho Penal, cuyo uso debe 
ser restrictivo por la gravedad de sus sanciones. Sobre el 
particular, autoras como Díaz llaman la atención respecto a 
que, si bien a partir de la fórmula de la no instrumentalización 
pueden identificarse conductas que vulneran la dignidad, 
ello no implica que automáticamente esos actos deban 
tipificarse como trata de personas pues implicaría una 
extensión injustificada del Derecho Penal (Díaz, 2014, 115) e, 
incluso, la desnaturalización de otros tipos penales. 

Sobre este punto, el operador de justicia debe recordar que la 
no cosificación de una persona y la consiguiente afectación 
a la dignidad, como derecho base de los demás, no implica 
únicamente –y sin desmerecer en modo alguno la gravedad 
del hecho- la afectación a la libertad o indemnidad sexual o 
la salud individual, entendida esta última tanto en su aspecto 
físico como psíquico. Por lo demás, en la decisión de imputar 
el delito de trata de personas o los delitos sexuales o contra 
la salud individual, se deben analizar todos los elementos 
que definen los tipos penales y la ratio que los sustenta.

2.2.1.2. Comportamiento típico

Como se ha adelantado, el delito de trata de personas 
describe medios comisivos, conductas alternativas y fines. A 
continuación, nos referiremos a las dificultades planteadas 
en la comprensión del alcance de algunos de ellos.
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“naturalmente justifica que la menor haya buscado algún medio 
de subsistencia, tal es así que ha dicho que en tales circunstancias 

una amiga la lleva al local Latinos Club donde accedió a hacer 
fichajes (acompañar a los clientes mientras toman bebidas)”. 

2.2.1.2.1. Situación de vulnerabilidad

Algunas de las sentencias analizadas señalan que la 
situación de vulnerabilidad implica que la víctima se 
encuentre en abandono o no cuente con un medio de 
subsistencia o converjan en ella ambos supuestos. Así, 
por ejemplo, una sentencia confirmó una situación de 
vulnerabilidad argumentando que al no tener padres... 

En el mismo sentido, en otra sentencia se verificó la 
situación de vulnerabilidad en el caso de menores 
argumentando que las víctimas

En otros casos, los operadores de justicia han requerido 
para la acreditación de la situación de vulnerabilidad que la 
víctima se encuentre en pobreza extrema y no en una mera 
situación de necesidad económica. Así lo ha manifestado la 
siguiente resolución judicial, según la cual:

“tenían una precaria situación económica y necesidad de trabajar para 
solventar sus gastos, esto fue aprovechado por el procesado para captarlas 

y que estas se sometan a realizar las conductas que este les proponía, a 
sabiendas de que se trataba de menores de edad y que esto es delito”.

“No se ha probado el abuso de una situación de vulnerabilidad en las agraviadas 
para el ejercicio del meretricio pues si bien se ha referido que las mismas han 

tenido carencias económicas al momento de acercarse a la agencia de empleos 
referida  y aceptar el tipo de trabajo que finalmente la acusada (…) les estaba 

ofreciendo (ejercicio de meretricio), extremo de imputación penal que sí se 
comprueba teniendo en cuenta que no se ha desacreditado la credibilidad de 

la declaración de las agraviadas en juicio y estas no han tenido un matiz de 
incredibilidad subjetiva (odio, rencor u otro motivo que justifique sindicación 

a la acusada); sin embargo, el juzgador debe señalar que no basta referir una 
situación de vulnerabilidad de la cual el agente del delito haya abusado, para 

lograr captar a las agraviadas para el ejercicio de la prostitución fuera de la 
ciudad de Arequipa, sino que resulta necesario comprobarlo  y, en ese sentido, 
no se ha apreciado una situación de pobreza extrema de las agraviadas o que 

las mismas no hayan tenido soporte familiar o económico mínimo, más bien, 
el juzgador ha apreciado que las mismas han tenido familia, como la madre 
de las mismas, quien al enterarse gestó la denuncia policial para que no se 

concrete el viaje de sus hijas fuera de la ciudad de Arequipa y que una de ellas, 
tenía incluso pareja con quien convivía, conforme la misma lo refirió en juicio.”
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Por su parte, algunos operadores de justicia han descartado 
la situación de vulnerabilidad cuando los denunciantes 
son mayores de edad y no tienen carga familiar. Así, en una 
resolución judicial se ha señalado:

“Que sobre el estado de vulnerabilidad que señala la representante del 
Ministerio Público, se tiene que no existen los suficientes elementos 
probatorios que determinen que las agraviadas hayan estado en 
dicho estado, pues conforme se tiene de la propia declaración de 
la agraviada WMHG se desprende que al rendir su manifestación a 
nivel policial en presencia de la representante del Ministerio Público 
ha señalado lo siguiente: “que no tengo hijos ni otras personas a mi 
cargo, mi madre vive en Pucallpa, trabajo para mis gastos propios…”.

De igual modo, la agraviada AMRC al rendir su declaración en 
sede fiscal señaló que “vine a Lima para trabajar…” , señalando 
asimismo que antes de laborar en el bar “El farolito”, había trabajado 
en diferentes lugares conforme lo ha indicado: “que trabajaba en 
un puesto de zapatos en el mercado Villa del Norte en Los Olivos, 
luego trabajé en un restaurante como mesera por una semana”, 
con lo cual se estaría acreditando que las agraviadas no se 
encontraban en estado de vulnerabilidad pues habían trabajado 
en diferentes lugares e incluso la menor habría convivido con 
su enamorado luego de venir con este a su tierra natal”. 

De otro lado, hay juzgadores que definen la situación de 
vulnerabilidad partiendo de la Decisión Marco 2002/629-
JAI, por lo que desprenden que el alcance de este elemento 
comprende a toda “aquella situación en que la persona no 
tenga una alternativa real y aceptable, excepto someterse 
al abuso” (IDEHPUCP/OIM, 2017, p. 109). A partir de ello, 
han considerado que existe situación de vulnerabilidad en 
supuestos como los descritos a continuación:

“2.5.3. (…) son mujeres, quienes no tenían familiares en esta ciudad 
de Mazuko-Inambari, Madre de Dios; no conocían bien la ciudad 
de Mazuko, por cuanto estaban en esta ciudad por primera vez, 
tenían necesidades económicas apremiantes, querían seguir 
estudiando y apoyar a sus familiares lo que las ha empujado”.

“14.1. (…) b. Situación de vulnerabilidad.- Como se tiene acreditado, 
las dos menores de edad AMV y SQH al tiempo de los hechos y la 
mayor de edad (…) vivían solas; excepto la última, tenían trabajos 
ocasionales y presentaban carencias afectivas. Esta situación descrita, 
más la edad de las víctimas, son suficientes para calificarlas como 
estado de vulnerabilidad en que se hallaban las agraviadas”.
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Esta interpretación, no restringida a problemas económicos, 
ha sido recogida también en un caso sucedido en Cusco, 
que considera la existencia de situación de vulnerabilidad 
cuando la víctima es inestable emocionalmente. A saber:

“18.2.1. (…) b. Situación de vulnerabilidad de las víctimas.- Como se tiene 
acreditado, las tres adolescentes eran menores de edad al tiempo de los 

hechos, con rasgos inestables a consecuencia de encontrarse en proceso de 
establecer su personalidad -de ahí su rebeldía, fugas e ingesta de alcohol. 

Como lo sustentaron las peritos psicólogas, estaban prestas a obtener 
ganancias económicas de manera inmediata y su proximidad a la ingesta de 

bebidas alcohólicas. Todas estas características fueron aprovechadas por los 
agentes para proponer o permitir el ejercicio de la labor de damas de compañía.”

Como puede observarse, la definición de lo que se entiende 
por situación de vulnerabilidad es también una dificultad en 
la interpretación del delito de trata de personas. Al respecto, 
como explica Villacampa, debe identificarse la situación de 
vulnerabilidad con aquella en la cual la víctima no tiene más 
opción que someterse al abuso, siendo que dicha situación 
puede ser física, psicológica, emocional, familiar, social o 
económica (Villacampa, 2011, pp. 427-428). 

En ese sentido, debe reconocerse que no sólo el 
aprovechamiento de la situación económica de la víctima 
hace que su captación, transporte, traslado, acogida, 
recepción o retención sean penalmente relevantes. Como 
recientemente ha señalado la Corte Suprema de Justicia en 
el Acuerdo Plenario 6-2019/CJ-116:

En el mismo sentido, una sentencia de Lima Este, define la 
situación de vulnerabilidad de la siguiente manera:

“3.2. (…) la vulnerabilidad puede definirse como la capacidad disminuida de la 
persona o un grupo de personas para anticiparse,  hacer frente y resistirse a los 

efectos de un peligro natural causado por la actividad humana y para recuperarse  
de los mismos. La vulnerabilidad casi siempre se asocia con la pobreza, pero también 

son vulnerables las personas que viven en aislamiento, inseguridad e indefensión 
ante riesgos, traumas o presiones. La exposición de las personas a riesgos varía en 

función de su grupo social, origen étnico u otra identidad, edad y otros factores.”

“h) el abuso de una situación de vulnerabilidad de la víctima es entendida 
como el aprovechamiento por parte del sujeto activo de cualquier condición 

en la que se encuentre la víctima y que la lleve a pensar que no tiene otra 
opción que el sometimiento al tratante. Este medio fue incorporado en el 

Protocolo de Palermo con la finalidad de abarcar situaciones en las que el 
sometimiento de la voluntad de la víctima o su mantenimiento, en aparentes 

condiciones de libertad, son más sutiles o poco perceptibles” (Fundamento 17).
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“Tanto la declaración de la agraviada como la de la testigo (…) contienen cargos 
contra (…), se advierte que, primero, la incriminación por parte de la agraviada no 
ha sido consistente tanto en la entrevista única como en su ampliación. Si bien dijo 
que el dueño se beneficiaba con una parte del pago por los servicios sexuales y 
de compañía que realizaba cuando hacía “salidas” y “fichajes”, que podrían incidir 
en probar el fin indirecto de explotación sexual, sobre la retención en contra suya, 
que vulneraría directamente su derecho a la libertad personal, solo ha llegado a 
referir que “había un chico llamado Jeferson” que les hacía las compras, y que sí 
podía salir de la vivienda en la que supuestamente se encontraba retenida, por 
el lapso de una hora y si ocupaba más tiempo la multaban. Sobre esto, el Aquo 
ha entendido dichas multas como una forma de coacción pero, en realidad, ese 
presunto perjuicio económico no constituiría una efectiva limitación al ejercicio de 
la libertad personal por lo que advirtiendo que se puede desestimar la retención 
mediante engaño u otro medio de coacción, es que los hechos devienen en atípicos.” 

En efecto, deberá analizarse cada caso a fin de determinarse 
si la situación física, psicológica, emocional, familiar o 
social de la víctima reviste tal gravedad que permite su 
aprovechamiento por parte del tratante para viciar el 
consentimiento de la persona, permitiendo su subsunción 
como medio típico del delito. En esa medida también 
debe quedar claro que la verificación de los supuestos 
mencionados no implica que automáticamente se configure 
la situación de vulnerabilidad como medio comisivo del delito 
de trata de personas, sino que debe evaluarse su gravedad, 
para que pueda configurarse como elemento del tipo penal. 
No realizar esta última evaluación implicaría distorsionar los 
fines del Derecho Penal y su condición de última ratio, esto 
es, usar como último recurso del Estado para la protección 
de los bienes jurídicos.

2.2.1.2.2. Ausencia de medios en caso de menores de edad

De acuerdo al artículo 153 del 16 de enero de 2007 y al artículo 
153 vigente desde el 21 de octubre de 2014 a la actualidad, 
cuando las víctimas son menores de edad, no es necesario 
que se verifique -para su configuración- alguno de los medios 
comisivos del tipo base, vale decir, el engaño, la violencia, la 
coacción, el abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad. 
No obstante, en más de un caso, los operadores de justicia 
analizan dichos medios para determinar la configuración del 
tipo penal. Así, por ejemplo, en uno se desestimó el delito de 
trata de personas por considerar que el pago que realizaba 
una menor para poder salir por breves lapsos de tiempo del 
bar en el que se desempeñaba como “dama de compañía”, 
no acreditaba el ejercicio de coacción sobre su persona. Al 
respecto, la resolución señaló lo siguiente:
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En otros casos, los juzgadores se han pronunciado sobre el 
abuso de situación de vulnerabilidad como medio comisivo 
del delito en víctimas menores de edad señalando que el 
análisis referido responde a que el Ministerio Público ha 
formulado acusación fiscal en esos términos; no obstante, 
mencionan que la acreditación de medios comisivos en 
estos casos no es necesaria. Al respecto, los magistrados 
y magistradas recuerdan que, por el Principio Acusatorio 
recogido en el Código Procesal Penal, el Poder Judicial debe 
resolver en los términos planteados por la fiscalía y, por 
ello, han hecho referencia al medio comisivo en caso de 
menores de edad. 

Al respecto, como han señalado varios juzgadores, 
debe quedar claro que el legislador penal no exige la 
materialización de ningún medio comisivo en los casos 
de menores de edad. Esto porque, como enseña Montoya 
“los o las menores de edad se encuentran en una situación 
de vulnerabilidad presunta debido no solo al déficit de 
formación psicofísica del o la menor, sino, sobre todo, debido 
a la relación asimétrica entre el sujeto activo y el sujeto 
pasivo que supone una situación de explotación” (2016, p. 
405). Por estas razones, como ya algunas sentencias han 
puesto en evidencia, no es necesaria tal alegación.

2.2.1.2.3. Explotación laboral

La determinación de en qué casos la captación, transporte, 
traslado, acogida, retención o detención de una persona 
está dirigida a la explotación laboral es otra de las 
dificultades encontradas en los expedientes revisados para 
este informe. Así, algunas sentencias se cuestionan cuando 
una actividad puede calificarse como explotación laboral 
típica del delito de trata de personas o cuando constituye 
una mera infracción laboral sancionada en el ámbito 
administrativo. Al respecto, en uno de los casos estudiados, 
un juzgado resuelve sobre la situación de dos menores de 
edad que trabajaban 12 horas en un bar como “damas de 
compañía” y descarta el delito de trata de personas bajo la 
siguiente argumentación:

“(…) es competencia de la Municipalidad supervisar el funcionamiento de 
bares y restaurantes con la correspondiente licencia de funcionamiento 

para garantizar un buen servicio a los usuarios o disponer la clausura 
definitiva ante la ausencia de dicha autorización, así como el Ministerio de 

Trabajo debe velar por el respeto de las normas laborales, en casos que haya 
contratación de menores de edad laborando en dichos establecimientos”. 
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“(…) dicha explotación se persuade en que dicha menor ha trabajado 
durante horario nocturno por el lapso de 9 a 10 horas diarias, aparentemente 
sin descanso alguno, pese a ser una menor de edad de 17 años y en un 
local no adecuado para la menor de edad como es un bar nocturno”. 

“(…) tenía que acompañar a las personas como “dama de compañía”, 
tenía que sentarse, hablar, conversar, acompañarlos, dejarse 
manosear; y, finalmente, no gozaba de una remuneración ni de 
beneficios sociales; que, por todo ello, este Colegiado considera, en el 
caso, que también hubo la concretización de la finalidad laboral”. 

En otros casos, en cambio, los operadores de justicia 
verifican la finalidad de explotación laboral a partir del 
número excesivo de horas de trabajo. Así, por ejemplo, en 
una resolución judicial se menciona que:

Asimismo, algunos jueces consideran que existe 
explotación laboral cuando la víctima no es remunerada 
por sus servicios -o no proporcionalmente- y si no percibe 
beneficios sociales por los mismos. Al respecto, en una 
sentencia se señaló lo siguiente:

Por su parte, en otras sentencias la acreditación de la 
explotación laboral parece requerir la configuración de 
una serie de infracciones laborales. Así, una sentencia del 
Cusco señala lo siguiente:

En otros casos, se ha acreditado la explotación laboral a partir 
de la falta de formalidades en la realización del trabajo. Así, por 
ejemplo, en otra sentencia proveniente del Cusco se señaló:

“9.3. Como se ha evidenciado, la acusada (…) no cuenta con ninguna 
autorización para que las referidas adolescentes trabajen ni de sus 
padres ni de ninguna autoridad judicial. Además, las adolescentes 
realizaban actividades laborales cuando ninguna de las dos presenta 
estudios escolares completos. Por otra parte, respecto del horario de 
trabajo consta que las menores trabajaban de 5:00 pm a 12:00 am., horas 
contraviniendo lo que estipula la norma de un máximo de 6 horas de 
trabajo para adolescentes de entre quince y menos de dieciocho años, 
aunque, en el caso en concreto, las adolescentes trabajaban en horario 
nocturno siendo el máximo permitido 4 horas y con autorización judicial.”

“d) Fines de explotación.- A criterio del juzgador también este elemento se 
encuentra presente. Si bien no se evidencia a primera vista el fin que tenía 
la acusada con MYTR y NRZS por cuanto estas manifestaron que sólo iban 
a trabajar a la ciudad de Puerto Maldonado, son los datos proporcionados 
por las mismas agraviadas mediante los cuales se logra establecer la 
finalidad de ofrecerles trabajo y subvencionar sus necesidades básicas.
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En primer lugar se tiene que NRZS iba a trabajar en el kilómetro 101 Delta, 
espacio semejante a otros lugares donde existen locales destinados al 

comercio sexual y bares informales. En segundo lugar, a las menores no se 
les precisó el monto de dinero que iban a ganar ni se les precisó el trabajo 

que iban a realizar, quedando a merced de cualquier problema que surgiera. 

En tercer lugar, son los actos realizados por la acusada con otras chicas, 
supuestamente mayores de edad, a quienes reunía con la finalidad de 

que trabajen como jaladoras en un disco bar, obteniendo ganancias 
a condición de lograr la venta de bebidas alcohólicas. Valorándose 

de manera conjunta esta información, es que se logra inferir que la 
finalidad era beneficiarse o aprovecharse del trabajo de las menores de 
edad, -sea cual fuera la actividad- por cuanto estas iban a ser llevadas 

sin las formalidades exigidas para el trabajo adolescente, lejos de 
sus lugares de origen y en locales informales y de explotación”. 

“3.3. Se entiende como explotación laboral todos aquellos abusos 
que comete el empleador contra el empleado, como trabajar bajo una 

condición de amenaza o percibir un salario que no se corresponde con la 
responsabilidad, esfuerzo y horas de trabajo. La explotación laboral, más 
allá de ofrecer un mal salario y precarias condiciones de trabajo, también 

implica una serie de aspectos sociales, económicos, morales, físicos y 
mentales que afectan a los individuos, sin que las empresas ofrezcan 

en gran número de casos, la indemnización correspondiente. Genera un 
tipo de dominación de parte del jefe hacia el empleado, la cual se puede 

generar a partir de amenazas tras diversos mecanismos a los que el 
empleado es vulnerable. De ahí que se hable de desigualdad entre las partes 

involucradas, empleador y empleado, y esto es posible porque sola una 
de las partes recibe la mayor parte del beneficio por el trabajo hecho”.

Cabe mencionar que se han encontrado resoluciones 
judiciales en las cuales no se logra delimitar en qué 
consiste la explotación laboral pero la misma se da por 
acreditada en el caso concreto. Así por ejemplo se tiene el 
siguiente razonamiento:

De otra parte, debe mencionarse que se han encontrado 
resoluciones judiciales que absuelven del delito de trata 
de personas por considerar que no se persigue la finalidad 
de explotación laboral en base al principio de última ratio 
del Derecho Penal. Así, en una sentencia, se resolvió el 
caso de unos ciudadanos indios afincados en Cusco, 
que convencen a cinco de sus compatriotas de trabajar 
como cocineros, recepcionistas y meseros en el hotel 
de propiedad de los primeros. Los procesados no sólo 
pagaron el pasaje de las víctimas y se hicieron cargo de 
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“66. Si bien el engaño y fraude son formas ilícitas de lograr el 
convencimiento de la víctima, las mismas deben consistir, a juicio 
de este juzgado, en actos de alteración de verdad, antes que en 
mero incumplimiento de promesas tal como, en el ámbito laboral 
el ofrecer un determinado puesto laboral y finalmente realizar otro 
distinto. En el presente caso, se está ante una oferta o proposición de 
trabajo relacionado con las labores hoteleras (cocina, administración, 
house keeping, etc.) y si se ha probado que los agraviados sí venían 
realizando ese tipo de actividades, las que además dijeron conocían 
y en las cuales estaban capacitados, ello imposibilita considerar que 
en la captación efectuada por (…) haya mediado engaño o fraude.

67. Este razonamiento es coherente con la naturaleza de última ratio del 
Derecho Penal, pues si se tendría que equiparar un mero incumplimiento 
contractual en cuanto al pago de remuneración a un engaño o fraude, se 
tendrían que ventilar todos los conflictos laborales en sede penal, tanto 
más que no es posible afirmar que se haya incumplido con el pago total 
de la remuneración pactada, pues si bien se ha dicho que los agraviados 
nunca recibieron pago de dinero alguno, también han reconocido que 
sí recibieron alimentación y vivienda, las que a decir de las dos testigos 
(…) sí se realizaban y conjuntamente con los demás empleados del 
hotel, y al haber constituido ello parte de lo ofrecido por (…) constituye 
entonces cumplimiento de parte de la remuneración ofrecida.

70. Así, si el ministerio Público ha postulado que hubo una explotación 
laboral, siendo que se parte por considerar la sola afirmación de 
quienes son inspectores laborales, eso no constituye perse razón 
suficiente para afirmar ello, pues solo se estará ante un escenario 
como ese cuando ”la víctima es sometida a trabajos excesivos o 
bajo condiciones infra humanas”; siendo que para calificar ese 
trabajo excesivo la Corte Suprema de la República ha dejado 
establecido a través del Recurso de Nulidad N° 2349-2014-Madre 
de Dios que no basta por considerar la cantidad de horas 
laboradas sino sobre todo el tipo de trabajo o labor efectuada, 
el que debe realizarse hasta agotar la fuerza del trabajador.

sus trámites de autorización de trabajo en Perú, sino que, 
obtenido el documento anterior, procedieron a quitarles 
los pasaportes y a prohibirles salir del local del hotel bajo 
amenaza de ser detenidos por la policía. En ese contexto, 
se les obligó a trabajar en promedio 12 horas sin contar con 
remuneración ni días de descanso. Luego de una inspectoría 
del Ministerio del Trabajo, el Ministerio Público denunció 
por el delito de trata de personas con fines de explotación 
laboral a los ciudadanos mencionados, pero un juzgado les 
absolvió señalando lo siguiente:
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71. Si ello es así, y si está probado que las labores que realizaban 
los agraviados no lo hacían únicamente en el ambiente en el que 
fueron hallados, conforme los inspectores de trabajo afirmaron, 
sino en los diferentes espacios del hotel, según se ha observado 

de las fotografías visualizadas y de la inspección fiscal realizada, 
y que para ello sí contaban con los uniformes y vestimenta del 

caso, ello está lejos de considerar dicha labor como condiciones 
infra humanas, pues no los denigra a ninguno de ellos; y si bien 

han dicho que laboran un promedio de 12 horas al día, estando a 
la naturaleza de su trabajo, (cocinar y atender a los huéspedes) la 
que además estaban acordes a sus capacidades y conocimientos, 

tampoco constituye factor para considerar dicha actividad de 
trabajo excesivo, tanto más que por tratarse de labores de servicio 

a clientes, que se realizaban en un promedio de 12 horas diarias, 
según dijeron, la forma de su realización, esto es, la calidad del 

mismo, constituye factor fundamental para los fines perseguidos 
por el empleador; siendo que tampoco se ha dado cuenta de que no 

hayan podido realizar su labor, por falta de fuerza u otro factor.”

Bajo un razonamiento similar, otra sentencia señaló que:

“4.11. (…) El principio de lesividad es el que dota de contenido 
material al tipo penal. En virtud de este principio, la pena derivada 

del establecimiento de la responsabilidad penal, precisa de la puesta 
en peligro o lesión de un bien jurídico, pero no se trata de cualquier 

acción peligrosa o lesiva sino de aquella que cause un impacto lo 
suficientemente importante como para que se justifique la intervención 
penal, caso contrario corresponde declarar la atipicidad de la conducta.

En el presente caso, de la declaración de la madre J.Ch.Z., no se 
deriva la falta de pago de la remuneración pactada en Cusco sino su 

cumplimiento porque dicho pago fue entregado a los padres del menor 
pese a que quien debió recibirlo es el agraviado J.Ch. Z.; por tanto, es 

falso el engaño o que se entusiasmó a los padres del menor para 
explotarlo laboralmente, si ello es así es falsa la captación, transporte, 

traslado, recepción y retención con fines de explotación laboral, pues 
tampoco se probó que haya existido algún tipo de retención o que los 

presuntos agraviados hayan estado obligados a permanecer en el 
lugar donde estaban residiendo -ello derivado de todo lo valorado. 

Debe, además, tenerse en cuenta que, si hubo un vínculo laboral para el 
que viajaron a Brasil, es ilógico que no estén regidos a ciertas normas 

conductuales respecto al uso de los servicios públicos, alimentación 
y a los horarios que se puedan establecer, lo que incluye que -por 

seguridad de los propietarios de los bienes-, se adopten ciertos límites 
a la disposición de los actos y los tiempos. Todo trabajador está sujeto 

a normas y reglamentos y no por ello hay explotación laboral.”
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“(…) se desprende de la presente investigación que el denunciado no ha 
cumplido con el cuidado debido del menor, tampoco se ha ocupado de su 
educación, ni tampoco ha cumplido puntualmente en el pago de las propinas 
ofrecidas, ni ha realizado los depósitos prometidos al banco a favor de la madre. 
Al respecto cabe precisar que de acuerdo a lo prescrito en el Código de los Niños 
y Adolescentes -Ley N° 27337- se señala en su artículo 56°, que el trabajo de 
adolescentes entre los quince y diecisiete años de edad no excederá de seis 
horas diarias ni de treinta y seis horas semanales. Asimismo, mediante Decreto 
Supremo N° 003-2010-MIMDES, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 20 
de abril de 2010, se aprobó la Relación de trabajos peligrosos y actividades 
peligrosas o nocivas para la salud integral y moral de los adolescentes, siendo 
así que de dicha relación aparece como trabajo peligroso por sus condiciones 
los trabajos en jornadas extensas por encima de las seis horas diarias (…). 
Lo antes expuesto nos conduce a establecer que el menor (…) fue captado 
por el denunciado (…) mediante una promesa falsa de educación y trabajo 
ofrecido a la madre del menor, siendo transportado, trasladado y retenido por el 
denunciado (…), quien le habría sometido en un contexto de explotación laboral, 
haciendo que labore en su domicilio, en una jornada excesiva, exponiendo al 
menor a condiciones de insalubridad y peligro por lo que existen elementos 
suficientes que revelarían que el delito de trata de personas en modalidad 
de explotación laboral al hacerlo trabajar en jornadas excesivas y en malas 
condiciones de salubridad, hecho que amerita el ejercicio de la acción penal”.

“3.4. (…) La esclavitud es una forma de sometimiento del hombre por el 
hombre que se practicó desde la antigüedad y que para vergüenza del hombre 
continúa en nuestros días bajo diversas formas. Hoy en día subsiste la venta y 
tráfico ilegal de personas; tráfico donde las principales, aunque no exclusivas 
víctimas, son los niños, los pobres, las mujeres, los desvalidos, los inmigrantes 
y las minorías étnicas o raciales. Sus actividades más frecuentes son el 
trabajo forzoso en la agricultura y en la industria. Otra forma de esclavitud 
es la que se lleva a cabo en trabajos tildados de legales, pero donde se 
explota al empleado bajo diferentes formas: salarios míseros, deudas, falta 
de pago, extensas horas de trabajo, posturas corporales perjudiciales para 
la salud, grandes esfuerzos físicos y/o mentales, manipulación de productos 
tóxicos, ambientes insalubres, tratos inhumanos, ausencias de descansos”.

Por su parte, conviene señalar que se han identificado 
problemas con la acreditación de la explotación laboral, 
sobre todo, cuando la imputación tiene como sustento la 
declaración de la víctima sin la posible corroboración mediante 
otros elementos de prueba. Esto ocurrió en el Expediente 
00287-2015-0-3002-JR-PE-01, en el cual el juzgado opta por 
absolver al procesado a pesar de la siguiente acusación fiscal:

Por último, debe mencionarse que en una sentencia, 
se trabaja preliminarmente el concepto de esclavitud, 
definiéndola de la siguiente manera:
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“19.2.1. (…) g) (…) No cabe en el análisis de este elemento lo 
argumentado por la defensa de los acusados en el sentido 

que, por tratarse de víctimas de 14 años de edad a más, 
podían disponer de su libertad sexual, por cuanto lo que se 
protege en este tipo de delito es que el ser humano no sea 

tratado como objeto, como cosa posible de ser mercantilizada; 
tampoco puede aceptarse que al no existir indicadores de 

afectación emocional no habría explotación, por cuanto 
debe remarcarse que se trata de menores de edad.”

Aunque la definición de explotación laboral, trabajo forzoso 
y esclavitud es un tema sobre el cual no se ha discutido en 
el ámbito penal nacional, deberá tenerse en cuenta -con los 
límites que impone el Derecho Penal- a los convenios de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Así, deberá 
tomarse en cuenta que, en términos de los Convenios 29 y 105 
de la OIT, el trabajo forzoso es “un trabajo o servicio exigido 
a un individuo bajo la amenaza de una pena cualquiera y 
para el cual dicho individuo no se ofrece voluntariamente”, 
vale decir, cuando confluyan dos elementos: “de un lado 
la existencia de una amenaza y, de otro, la ausencia de 
consentimiento de la víctima” (Villacampa, 2010, pp. 846-
847; en el mismo sentido: Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2016, Fundamento 292).

Por su parte, la esclavitud se verifica sobre un individuo 
cuando “se ejercitan los atributos del derecho de propiedad 
o alguno de ellos” (Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito, 2009, p. 12). A mayor abundamiento, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que son 
dos los elementos que ayudan a definir una situación de 
esclavitud, a saber: “i) el estado o condición de un individuo 
y ii) el ejercicio de alguno de los atributos del derecho de 
propiedad, es decir, que el esclavizador ejerza poder o 
control sobre la persona esclavizada al punto de anular la 
personalidad de la víctima” (2016, Fundamento 269).

2.2.1.2.4. Explotación laboral

En torno a la definición de explotación sexual, se observa que 
algunos juzgados trabajan la configuración de esta finalidad 
a partir de la ausencia de consentimiento de la víctima cuando 
esta supera los 14 años. Un ejemplo de este razonamiento se 
plasma en el siguiente extracto de sentencia:
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Por su parte, como se adelantó en el tema del bien jurídico, 
para otros operadores de justicia habrá explotación 
sexual cuando la persona cosifique a la víctima a través 
del acceso carnal o comportamientos semejantes. Así, en 
el ya referido caso de un varón de 47 años que contactó a 
dos mujeres menores de edad (17 años) y, enterado de que 
tenían problemas familiares, les ofreció comida, casa y 
apoyo económico para que estudien a cambio de relaciones 
sexuales, un juzgado consideró que su conducta calificaba 
como trata de personas con fines de explotación sexual. Al 
respecto, la argumentación de la sentencia señaló:

“14.1. Elementos objetivos: (…)

a) Situación de vulnerabilidad de las víctimas.- Como se tiene acreditado las 
dos menores de edad EMSM y YRP, al tiempo de los hechos se encontraban 
en ese estado porque no vivían en su casa, habían escapado con la finalidad 
de no ser agredidas por sus padres debido a su comportamiento, del 
cual no estaban de acuerdo sus progenitores; no tenían donde ir, bebían 
alcohol, la necesidad de ser acogidas material y afectivamente, la edad que 
presentaban, significando que estaban en pleno desarrollo hacia la madurez.

b) Acoger a las víctimas.- Está presente dicho elemento porque el acusado 
recibió y admitió a las dos menores de edad para que vivan en su casa, 
elemento que no se debilita al acreditarse que EMSM le pide vivir en su casa 
y, en el caso de YRP, ya había ingresado y luego llega el acusado. El acto de 
acoger no significa necesariamente proponer el ingreso de alguien a una 
vivienda sino también el acto de no oponerse a que determinadas personas 
ingresen y permanezcan en dicho lugar, lo cual ocurrió en el presente caso.

c) Fines de explotación.- Este elemento fue objeto de debate por las partes 
procesales, sobre todo alegado por la defensa del acusado, señalando 
que no se dio este elemento porque el procesado acogió a las menores y 
estas aceptaron voluntariamente las relaciones sexuales. Sin embargo, 
los jueces no aceptan dicha interpretación, debido a que el acusado las 
acogió con un fin diferente, entendiéndose que la explotación sexual es 
el aprovechamiento de una persona respecto de otra con la finalidad de 
obtener un beneficio de esa naturaleza, sin necesidad que exista de por 
medio algún tipo de beneficio lucrativo o patrimonial; tampoco dicha 
explotación deba ser realizada por un tercero ajeno a la relación sexual 
porque la persona que mantiene las relaciones es beneficiada directamente 
del acto sexual al considerar como objeto a sus víctimas, lo cual también 
se dio en el caso que nos ocupa. Hubo un aprovechamiento de (…) respecto 
a las dos menores agraviadas, aprovechamiento que se expresó a través 
de la acogida que este propuso y fue aceptado, a cambio de relaciones.”
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En sentido similar, otra sentencia argumentó que se estaba 
ante un supuesto de explotación sexual por cuanto:

La diferencia entre el delito de trata de personas con fines 
de explotación sexual, el tipo penal de explotación sexual 
y el delito de violación sexual sin duda constituye un tema 
sobre el cual debe asumirse acuerdos a nivel interpretativo. 
Como se mencionó en el punto 2.2.1.1., la comprensión 
de que los delitos de explotación humana implican la 
cosificación de una persona, no puede llevar a desdibujar 
la diferencia entre estos tipos penales y otros con los que 
tienen alguna vinculación. Al respecto, los operadores de 
justicia deberán valorar en el caso concreto si la conducta 
afecta la libertad sexual mediante el uso de violencia, 
amenaza, aprovechamiento de un entorno coercitivo o de 
uno en el cual la víctima no puede consentir; o, se trata de 
un caso en el cual la víctima es obligada a realizar actos 
de connotación sexual con fines mercantilistas o que la 
desocializan. A partir de ello, por ejemplo, podrá estarse 
frente a un caso de violación sexual o de trata de personas 
o de explotación sexual.

“2.37. La intencionalidad del acusado para cometer el delito, es decir, el 
dolo que ha tenido para captar, transportar y retener a las agraviadas 

en el hotel ‘El Ferrocarril’ y someterlas a la explotación sexual para 
su propio beneficio, se demuestra con lo solícito que era con las 

agraviadas en el proceso de captación, en el cual procuraba mostrarse 
familiar para ganarse la confianza de las menores agraviadas 

entregándoles obsequios o dinero, para luego aprovecharse de 
su vulnerabilidad, transportarlas en su vehículo hacia su hostal, 

donde las retenía para someterla al acto sexual. Seguidamente, las 
amenazaba con publicar las imágenes que grababa de los abusos 

sexuales que cometía o que iba atentar contra sus padres, además, 
de utilizar la violencia física “golpearlas” para mantener un dominio 

sobre estas. No obstante, que tenía conocimiento que su conducta 
era un acto ilícito, sometió a las agraviadas a la explotación sexual 

utilizándolas como meros objetos sexuales para su provecho.”
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“4) Retenida la acusada a través de la retención de su DNI, incluso 
no le permitía salir sola a exteriores del local, todo ello con la 
finalidad de explotarla laboral y sexualmente. Dicha explotación se 
materializó en el interior del local nocturno (…) de propiedad de la 
acusada, en cuyo lugar la víctima fue puesta a trabajar como dama 
de compañía bajo el sobrenombre de “Ariana”. Su trabajo consistía en 
vender cervezas y, al mismo tiempo, acompañar al cliente al consumo 
de la misma, generando así atracción y expectativa de tipo erótico 
en los clientes; por dicha actividad, la menor agraviada percibía un 
porcentaje de las ganancias”.

De este modo, se reconoce que las “damas de compañía” 
están expuestas a tocamientos de connotación sexual, 
comentarios de naturaleza sexual y a la expectativa de 
realizar “pases”, vale decir, que practiquen el acto sexual con 
los clientes, se ha considerado que la finalidad perseguida 
con su captación, transporte, traslado, acogida, recepción 
o retención no sólo constituye explotación laboral sino 
también explotación sexual. 

2.2.1.3. Imputación objetiva: prohibición de regreso

Para determinar la tipicidad objetiva de una conducta no 
sólo es necesario que aquella se subsuma en la descripción 
típica de un delito, sino que esa conducta debe generar 
un riesgo prohibido10 para el bien jurídico. A este criterio 
valorativo se le conoce como imputación objetiva. Por ello, 
aunque preliminarmente un comportamiento se subsuma 
en la descripción típica del delito de trata de personas, 
deberá analizarse si tal comportamiento genera un riesgo 
prohibido a la dignidad de la víctima.

10 El riesgo prohibido puede ser definido en contraposición a lo que se entiende por riesgo permitido. Los riesgos 
permitidos son aquellos riesgos tolerables por el Derecho, al ser “irremediablemente propios de determinadas 
actividades […] inevitables dada la utilidad social de la conducta que lo genera, y por el hecho de ser ésta 
fomentada por la comunidad, no es relevante para la imputación jurídico-penal”. (Bacigalupo, 2004, p. 265). Así 
entonces, el riesgo prohibido es aquel riesgo no tolerable por el Derecho y sancionado por el Derecho Penal.

2.2.1.2.5. Explotación laboral y sexual: el caso de las “damas  
de compañía”

Un punto importante trabajado en un grupo de sentencias 
revisadas para este informe se refiere a la consideración 
de la labor de “dama de compañía” como un supuesto de 
explotación laboral y, a su vez, sexual. Así se detalla en el 
siguiente extracto de sentencia:
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A partir de lo dicho, “se habla de imputación objetiva en el 
sentido de un juicio o de una pluralidad de juicios orientados 
a fijar y a explicar las relaciones que deben establecerse 
entre los elementos del tipo objetivo para que el hecho sea 
jurídico-penalmente relevante” (Rueda, 2001, p. 49).

En ese marco, cabe señalar que la doctrina penal ha 
establecido criterios que determinan la ausencia de 
imputación objetiva. Uno de ellos es la prohibición de 
regreso, según la cual, una persona que realiza una conducta 
estereotipada o neutral, de acuerdo al rol que desempeña, 
no crea un riesgo prohibido para un bien jurídico penal. 

En palabras del profesor Jakobs, si una persona (autor) 
comete un delito y se aprovecha del comportamiento 
de un tercero para materializarlo no puede sancionarse 
penalmente a este último por cuanto no ha adecuado su 
conducta al plan criminal (ámbito de organización) del 
autor (Jakobs, 1995, p. 259).

En resumen, la prohibición de regreso implica que, si una 
persona actúa en determinada circunstancia de acuerdo 
a su rol, no habrá imputación objetiva; no obstante, si 
adecua su conducta al plan criminal del autor, sí habrá 
creado un riesgo prohibido para el bien jurídico protegido. 
Evidentemente, la determinación de cuando una persona 
cumple con su rol debe ser analizado en el caso concreto, 
de acuerdo a sus especiales características.

Esta figura, aunque sin ser nombrada expresamente, ha 
sido utilizada en diversas sentencias para descartar la 
imputación objetiva en el delito de trata de personas. Así, 
por ejemplo, en un caso la representante de una agencia de 
empleos fue absuelta del delito de trata de personas a pesar 
de haber captado menores de edad para su explotación. 
En la resolución del caso se señala que la denunciada 
cumplió su rol y se limitó a firmar un contrato de trabajo de 
acuerdo a los estándares del Ministerio de Trabajo con las 
víctimas, aunque sin verificar que eran menores de edad. En 
esa medida, se argumentó que la dueña de la agencia de 
empleos realizó una conducta neutral, debido a que cumplió 
con el rol social establecido. 

Similar interpretación se realizó en el caso del vigilante y el 
mozo de un night club. El primero era el encargado de llevar 
y recoger a menores de edad a un hotel para que mantengan 
relaciones sexuales con los clientes del local e incluso 
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“No se ha acreditado que los citados imputados hayan realizado labores 
diferentes, si bien la agraviada ha indicado que el acusado (…), en una 
ocasión la recogió del hotel donde había mantenido relaciones sexuales con 
un cliente, y que vio que golpeaba a las chicas, este hecho no fue acreditado, 
por tanto sus labores se circunscriben únicamente al objeto de contrato, 
esto es labores de vigilancia y atención de mesas respectivamente, no 
habiéndose acreditado lo contrario. 

En cuanto al conocimiento de la labor que realizaba la menor agraviada, 
dicho hecho no puede imputarse como cierto, ya que su labor se 
encontraba subordinada al “responsable” y “propietario” del local nocturno 
(respectivamente), como se detalló precedentemente, lo cual resulta propio 
del vínculo laboral de vigilante y mozo (respectivamente) de los imputados, 
no existiendo así deber legal que imponga el exigir la supervisión del 
personal que laboraba, ni la edad de las personas, ya que dicho hecho es 
ajeno a la labor que realizaban. Es más, estos no se beneficiaban con las 
ganancias del local, como lo reconduce la actividad probatoria desplegada; 
extremos que los releva de responsabilidad penal, por tanto, merece 
pronunciamiento absolutorio”. 

“(…) conforme a los documentos presentados acreditan plenamente 
que el procesado tiene como actividad ilícita ser operario de maquinaria 
pesada (cargador frontal), actividad que ha realizado en varias 
empresas y laboraba para sus coacusados como operario de cargador 
frontal, con el cual realizaba labores de mezclado de tierra (…), labores 
que no le permitieron supervisar o vigilar a los agraviados, los mismos 
que en sus declaraciones preliminares sostuvieron que no se ratifican 
en sus declaraciones, pues fueron coaccionados por los efectivos 
policiales para declarar que el acusado era el encargado de supervisar 
y controlarlos.” 

En otro caso, se excluye de responsabilidad penal a un 
operario de maquinarias por cuanto habría cumplido con 
su rol ya que no se encargaba de supervisar o controlar 
a los menores que laboraban en la obra en condiciones 
inadecuadas y por muchas horas. En efecto, se argumentó 
lo siguiente:

las golpeaba cuando no aceptaban mantenerlas. A pesar 
de que el vigilante adecuaba su rol al plan criminal de los 
autores, vale decir, la explotación sexual, no fue sancionado 
penalmente. Igual razonamiento se tuvo con el mozo del 
local, quien registraba y cobrara los “pases” realizados por 
las víctimas. Al respecto, la resolución judicial señaló:
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De otro lado, en una sentencia se sanciona como cómplice 
secundaria a la persona encargada de anotar la venta de 
cervezas y los fichajes por cuanto más allá de desempeñar el 
rol de cajera, conocía que con su conducta colaboraba con la 
explotación sexual y laboral que la autora realizaba respecto 
de las víctimas. Sobre el particular, la sentencia señaló:

“(…) La acusación fiscal se contextualiza en la carencia o falta de imputación 
objetiva en ese extremo desde la perspectiva de la doctrina jurisprudencial 

considerada por la Corte Suprema en la Casación Nª 367-2011-Lambayeque. Si bien 
es verdad, la menor agraviada las conoce como “Pamela y Karen” a las acusadas 

y que, posteriormente, fueron identificadas como (…) y (…), como las personas 
que conducían cada una su propio local o bar, donde trabajó prestando servicios 

sexuales, en el cuarto que les alquiló a ambas acusadas por la suma de S/. 10 soles 
a favor de su progenitora o la acusada; desde el punto de vista de la fiscalía serían 

como las facilitadoras. Sin embargo, es del caso, advertir que el comportamiento de 
ambas acusadas no tenían un aporte esencial para facilitar la explotación laboral de 
prestación de servicios sexuales o pases como lo conocen, máxime las acusadas no 
sabían que la víctima agraviada era menor de edad, es decir, con 18 años de edad, y 
ahora si así lo supieran ambas acusadas que la agraviada era menor de edad o así 

no hubieran podido alquilar las habitaciones para el fin propuesto por la madre de la 
menor, ello en nada limitaba la conducta propuesta por la acusada (…); es decir, de 
todas maneras se hubiera agenciado en alquilar otra habitación en lugar diferente, 

sea un hotel, hospedaje e, incluso, su propio domicilio si le hubiera servido (…)”. 

“(…) Respecto a la acusada, conocida como ‘Shantal’ era cajera turno día del 
local nocturno denominado ‘Casa Blanca’ (…), labor que venía desempeñando 

siete días aproximadamente antes de la fecha de intervención, siendo la 
persona encargada de anotar la venta de cervezas y demás bebidas (fichaje) 

en un cuaderno anillado marcha ‘Shark’. En el horario que empezaba desde las 
7:00 am hasta las 3:00 pm anotaba los seudónimos de cada una de las féminas 
y la venta que realizaban en el turno; además de anotar las ganancias, les decía 

a las agraviadas (…) que atiendan bien a los clientes y cumplan los horarios 
de trabajo; vigilaba que las féminas que desarrollaban actividades de dama 

de compañía no salieran del local, motivo por el cual las agraviadas no podían 
retirarse del bar y sólo tenían media hora para ingerir sus alimentos.” 

Por su parte, en otra resolución judicial, se descartó la 
complicidad de dos arrendatarias que, conociendo que 
una madre obligaba a prostituirse a su hija, le alquilaban 
frecuentemente habitaciones en los lugares de su 
propiedad. En ese marco, se señaló que la conducta de las 
procesadas no se adecuaba al plan criminal de la madre 
por cuanto si ellas no le alquilaban las habitaciones, otra 
persona lo iba hacer. El razonamiento del juzgado se 
plasma en la siguiente argumentación: 
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Aunque la resolución judicial no lo señala expresamente, 
se reconoce que la cajera conocía de la situación de 
explotación de las víctimas y colocó su labor al servicio 
de la materialización de dicho fin, comportamiento que 
no puede pasar por alto la sanción penal. De este modo, 
la resolución judicial trabajó los límites al uso de la 
prohibición de regreso, es decir, estableció si el agente 
adecuó o no su comportamiento a la conducta delictiva del 
autor. Al respecto, debe recordarse que la determinación 
de la adecuación o no adecuación del comportamiento 
del tercero respecto del acto criminal del autor ha sido 
establecida en la doctrina a partir del criterio del “contenido 
de sentido” desarrollado por el profesor Wolfgang Frisch. 
Como explica Cancio:

Por lo anterior, si personas distintas a quienes administran 
los lugares en los cuales se pretende explotar a la persona 
conocen este objetivo y a pesar de ellos colaboran con 
su comportamiento en la realización del hecho delictivo 
no podrán ser excusadas penalmente bajo la figura de la 
prohibición de regreso pues no habrán ejercido una mera 
“conducta neutral”, es decir, un comportamiento según su 
rol; sino que habrán adecuado su accionar al plan criminal 
del autor y deberán ser sancionados como cómplices del 
delito de trata de personas.

2.2.1.4. Autoría y participación

Las sentencias revisadas para este informe demuestran 
que los operadores de justicia manejan las formas de 
autoría y participación recogidas en el Código Penal. Así, 
por ejemplo, en diversos expedientes se ha utilizado la 
coautoría para imputar a distintos agentes su participación 

“Desde esta perspectiva, sólo si la conducta del autor muestra el específico 
sentido de ser un favorecimiento o una incitación a un comportamiento 
delictivo o a una conducta arriesgada de un sujeto que carece de los 
conocimientos relativos al riesgo, podrá hablarse, en principio, de una 
conducta típica del primero. Este contenido de sentido específico no concurre 
cuando quien dispone de los conocimientos se limita a no hacer uso de estos 
para formular una advertencia, pero también puede faltar cuando se realicen 
determinadas conductas activas normales (como seguir un determinado 
camino que se sabe peligroso para los forasteros cuando se es seguido por 
otro, o hacer entrega de sustancias inocuas si son usadas de modo normal, 
aunque el receptor muestre una disposición cognoscible de hacer un uso 
autolesivo de esa sustancia, por ejemplo, inhalando un pegamento o delictivo, 
envenenando a un enemigo, etc.).” (2005, p. 100)
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“(…) quien habría captado a las agraviadas a través de anuncios periodísticos donde 
ofrecía trabajo de anfitriona, luego las retenía ejerciendo violencia y amenaza en 
coautoría con los acusados (…) y (…). La función del primero fotografiar y filmar 
a las agraviadas en prendas íntimas o desnudas para ser subidas a páginas de 

internet para luego amenazarlas que mostrarían dichas fotos y videos a familiares, 
con el fin de retenerlas; mientras que (…) realizaba el transporte desde el inmueble 

ubicado en (…) hacia los hostales ubicados a inmediaciones del Centro Comercial 
Mega Plaza, igualmente las amenazaba con arma de fuego a fin de que sigan 

realizando los servicios sexuales y que no denunciaran los maltratos y privaciones 
de las cuales las agraviadas eran víctimas”.

“2.5.5. Si bien es cierto, conforme a todo lo actuado en el plenario, otras personas 
eran los dueños y la encargada llamada con el apelativo ‘Estrella’, sin embargo, 

eso no exime de responsabilidad en razón que se le está imputando en calidad de 
cómplice primario, por haber facilitado la comisión del delito de trata de personas

(…) en mérito a lo expuesto en los considerandos precedentes, acreditándose 
además que el accionar de la acusada fue realizado con pleno conocimiento y 

voluntad; su actuación ha sido a título de cómplice primario con el acusado, pues 
evidentemente se ha acreditado las conductas de haber facilitado las conductas 

Acogida y Retención, para los fines de explotación laboral y sexual, y como medios 
el engaño y aprovechamiento de la vulnerabilidad de las agraviadas”..

en hechos delictivos de trata de personas. Una de las 
sentencias que utiliza esta forma de imputación explica 
la división de funciones como característica propia de la 
coautoría de la siguiente manera:

De otro lado, es interesante observar cómo algunos 
operadores de justicia consideran que el inciso 5) del 
artículo 153 del Código Penal, según el cual: “El agente que 
promueve, favorece, financia o facilita la comisión del delito 
de trata de personas será reprimido con la misma pena 
prevista para el autor” más allá de haberse constituido en un 
tipo penal autónomo, sanciona una forma de participación 
delictiva: la complicidad. Por ello, para utilizar este inciso 
del artículo 153, algunos operadores de justicia verifican si, 
efectivamente, el comportamiento del agente constituye 
un acto de colaboración al hecho delictivo. Si este es 
importante, califican la contribución como complicidad 
primaria; mientras que, si la contribución no es relevante, 
la califican como complicidad secundaria, reduciendo la 
pena en base a las reglas del artículo 25 del Código Penal.

Así, en una sentencia se sanciona al cajero de un bar como 
cómplice primario del delito de trata de personas bajo el 
siguiente razonamiento:
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Una argumentación similar se utiliza en otra resolución 
judicial, según la cual:

En otro caso, se sancionó como cómplice al socio inversionista 
y como autor al administrador de un bar. En el caso del cómplice 
se mencionó que ha recaudado los ingresos que la labor de 
las agraviadas ha generado, con lo cual, han colaborado en la 
realización del hecho delictivo del autor.

Mencionar todo lo anterior resulta importante porque 
demuestra que los operadores de justicia utilizan las 
modalidades de autoría y participación recogidas en la Parte 
general del Código Penal y, en algunos casos, aplican -sólo 
bajo estas reglas- los tipos penales autónomos que sancionan 
formas de participación. En esa medida, la aprobación de 
normas como la Ley N° 30963 “Ley que modifica el Código 
Penal respecto a las sanciones del delito de explotación 
sexual en sus diversas modalidades y delitos conexos para 
proteger, con especial énfasis a las niñas, niños, adolescentes 
y mujeres”, en las que el legislador ha convertido en tipos 
penales autónomos situaciones que podían ser resueltas a 
partir de las reglas de la autoría y la participación; esto podría 
generarle problemas a los operadores de justicia al momento 
de realizar el respectivo juicio de subsunción.

2.2.2. Tipo subjetivo

2.2.2.1. Elemento subjetivo adicional

Los elementos subjetivos adicionales son fines distintos al 
dolo descritos por el tipo penal. En esa medida, aunque su 
efectiva realización no es requerida para la configuración del 
delito, sí se necesita acreditar que la conducta del agente está 
dirigida a ellos para determinar la tipicidad del comportamiento 
del agente (Luzón, 2016, p. 381). Como explica la profesora 

“19.2.1. (…) f) Favorecer o facilitar el delito (recibir y retener). El acto de favorecer 
o ayudar mediante actos en la comisión del delito de trata de personas se 
expresa cuando la conducta del agente permite extender o cooperar con 
algunas de las modalidades del delito, en el presente caso, captar, recibir y 
retener. Este comportamiento le fue atribuible a la procesada (…) en relación 
a las conductas de sus coacusados (…) y, de acuerdo a la actividad probatoria, 
la indicada acusada sí favoreció y facilitó la recepción y retención de las 
adolescentes en el bar para que se dediquen a ser damas de compañía con los 
clientes. Este favorecimiento y facilitación se expresa a partir de su función de 
cajera del bar, encargada de registrar las ventas, de pagar las fichas, de dar 
cumplimiento al horario de pagos de taxi y fichas, además de ser flexible en el 
ingreso de jóvenes de edad para dedicarse al fichaje”.
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“3.4.2. Del análisis de todo lo actuado durante la tercera etapa del proceso, en 
los términos que se registran en los respectivos audios y se resume en las actas 

levantadas al efecto, a criterio de los integrantes del Colegiado, después de la 
actuación de toda la actividad probatoria, ha surgido duda razonable en cuanto a 

la autoría del delito en mención por parte de la procesada, en virtud al principio del 
in dubio pro reo que se halla consagrado en la constitución política del Estado. En el 

caso de autos se ha llegado a dicha conclusión debido a que existe duda respecto 
de la intención dolosa de la agraviada de realizar una captación y transporte con 

fines de explotación laboral o sexual o un fin que linde con la comisión de un delito, 
estando a que conforme a la entrevista única en cámara Gesell, la propia menor ha 

manifestado que en ningún momento la acusada le ofreció trabajo, sino fue a su 
insistencia, porque le rogó, que decidió la acusada llevarla a Puerto Maldonado, más 

aún que esta menor y la hija mayor de la acusada se conocían con anterioridad.”

Matellanes, los elementos subjetivos del injusto restringen la 
interpretación del tipo penal, por ello, no basta la existencia de 
dolo en el sujeto activo, sino que su conducta objetivamente 
se dirija al fin establecido por el delito (2010, p. 132).

En la trata de personas, el elemento subjetivo adicional 
viene representado por los fines perseguidos por los 
comportamientos descritos en el delito, vale decir: venta de 
niños, niñas o adolescentes; prostitución y cualquier forma 
de explotación sexual; esclavitud o prácticas análogas 
a la esclavitud; cualquier forma de explotación laboral; 
mendicidad; trabajos o servicios forzados; servidumbre; 
extracción o tráfico de órganos o tejidos somáticos o sus 
componentes humanos; o, cualquier otra forma análoga de 
explotación. Sobre el elemento subjetivo adicional, se han 
presentado dificultades en cuanto a su acreditación.

Así, por ejemplo, en una sentencia se abordó el caso de 
una adolescente de 16 años proveniente de Puno que fue 
contratada como dama de compañía en el local nocturno 
‘Night Club D´BARBAS’ de la ciudad de Tacna. En la resolución 
del caso, el juzgado expresó que, como los acusados no 
verificaron que la víctima era menor de edad, no tenían la 
intención de explotarla laboralmente. En otro caso, se analizó 
la situación de una mujer de 47 años que captó a una menor 
de edad y le ofreció llevarla de Cusco a Madre de Dios para que 
esta trabaje como mesera en un video bar (venta de cerveza) 
con un pago por el porcentaje de cerveza que lograra vender 
a los clientes de 7 nuevos soles y un plus si acompañaba a 
aquellos en el bar mientras consumían bebidas alcohólicas. 
Cuando la procesada trasladaba a la menor es detenida por 
la policía y, finalmente, se le absuelve del delito de trata de 
personas bajo el siguiente razonamiento:
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Al respecto, debe recordarse que en el Derecho Penal, el 
tipo subjetivo  no implica el descubrimiento de una realidad 
psicológica (si el sujeto quería o no realizar la conducta), 
sino la adscripción de dolo o culpa a partir de una 
verificación empírica, vale decir, de los hechos objetivos del 
caso (Ragués i Vallés, 1999, p. 275).

Por ello, en palabras de Ragués i Vallés, “existe dolo cuando, 
a partir del sentido social de un hecho y de las circunstancias 
que lo acompañan, puede afirmarse de modo inequívoco 
que un sujeto ha llevado a cabo un comportamiento 
objetivamente típico atribuyéndole la concreta capacidad 
de realizar un tipo penal” (1999, p. 353).

En esa medida, también los elementos subjetivos 
adicionales se atribuyen o imputan y, en ningún caso, se 
descubren, pues resulta imposible determinar lo que el 
sujeto quería o buscaba al momento de la comisión del 
hecho. En esa medida, serán los hechos objetivos del caso 
los que permitirán determinar si la conducta del agente se 
dirigía a fines de explotación. Conviene señalar, además, 
que lo importante no es que el mismo fin se mantenga a 
lo largo de la ruta de la trata, sino que esté presente como 
objetivo en la realización de cualquiera de las conductas 
que sanciona el tipo penal.

2.2.2.2. Error de tipo e ignorancia deliberada

El error de tipo “es el desconocimiento o conocimiento 
equivocado de alguno de los elementos del tipo objetivo. 
Son, por ejemplo, los casos de quien desconoce que está 
llevándose un objeto ajeno, porque lo confunde con uno 
propio que es exactamente igual; del que creyendo que 
dispara sobre un espantapájaros, mata a una persona; del 
que conecta unos cables sin saber que está activando un 
detonador para un explosivo; o de quien cierra la biblioteca 
sin saber que está dejando dentro a dos estudiantes que 
aprueban hasta el último minuto de estudio” (Matellanes, 
2010, p. 125; en el mismo sentido Luzón, 2016, p. 419).

El Código Penal peruano reconoce el error de tipo en 
elprimer párrafo de su artículo 14 señalando lo siguiente:

“Artículo 14.- El error sobre un elemento del tipo penal o respecto a una 
circunstancia que agrave la pena, si es invencible, excluye la responsabilidad 
o la agravación. Si fuere vencible, la infracción será castigada como culposa 
cuando se hallare prevista como tal en la ley (…).”
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Como puede observarse, el error de tipo invencible recae 
sobre los elementos del tipo penal o sobre sus agravantes; 
por tanto, la imposibilidad de salir de aquella falsa 
representación de la realidad en uno u otro caso, sólo 
despliega sus efectos en la no sanción del delito o en el 
caso de las agravantes, en su no aplicación. De ahí que, 
en el caso del delito de trata de personas, si una persona 
conoce que capta, transporta, traslada, acoge, recibe o 
retiene a otra con fines de explotación, el dolo requerido 
por el tipo penal base se habrá configurado. No obstante, si 
desconoce que la víctima es menor de edad y ello se logra 
acreditar razonablemente en el proceso penal, entonces, 
sólo operará el error de tipo respecto de la agravante 
contenida en el artículo 153-A, segundo párrafo, numeral 2. 
Por lo anterior, en este último supuesto, no podrá excluirse 
la responsabilidad penal del agente por el artículo 153 del 
Código Penal. 

En un grupo de sentencias revisadas para este informe, se 
ha analizado la presencia de un error de tipo en cuanto a la 
mayoría de edad de las víctimas. La argumentación que ha 
sustentado la acreditación del error ha sido diversa. En una 
sentencia, por ejemplo, se ha señalado lo siguiente:

“El delito de trata de personas es considerado como un delito contra la 
libertad personal, entendida esta como un derecho fundamental del ser 

humano, basado en la voluntad de una persona para decidir lo que desea 
o no realizar, trasladarse de un lugar a otro o situarse por sí misma en 

cualquier espacio sin verse obligada o influenciada por terceras personas. 
Igualmente, refiere la propietaria que la menor la ha sorprendido diciéndole 

que tenía 18 años de edad y, más aún, al no mostrar su documento de 
identidad, lo cual demuestra que tenía la intencionalidad de mantenerla 

en error, por cuanto efectivamente era menor de edad y ello fácilmente se 
podía determinar al mostrar su documento de identidad, tal como refiere la 

testigo Justina. 

En tal sentido, considera la representante del Ministerio Público que no 
existen elementos objetivos y subjetivos al no haberse logrado determinar 
en la presente investigación la concurrencia de los distintos supuestos que 

exige el delito. 

Se ha logrado determinar que la imputada llevaba la contabilidad de 
la cerveza en un cuaderno incautado y en base a ello cancelaba a sus 
trabajadoras por su trabajo realizado (venta de cervezas), por lo que, 

en tal sentido, no ha existido explotación laboral, ni mucho menos se ha 
demostrado que los imputados hayan obligado a la menor a la práctica de 

la prostitución.” 
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En otro caso, el juzgado verificó un error de tipo en base al 
razonamiento siguiente:

“Contaba con 17 años de edad, sin embargo, cabe preguntarse si los 
procesados efectivamente tuvieron conocimiento que la agraviada era una 
menor de edad. Al respecto, todos han manifestado que la menor señaló 
tener 18 años de edad y que no contaba con documento nacional de identidad, 
lo que corrobora la versión dada por las testigos, quienes trabajaban en el 
domicilio de la procesada (…) y que estuvieron presentes cuando la agraviada 
llegó a trabajar a dicho inmueble, quienes también han referido que la menor 
manifestaba tener 18 años. Asimismo, se verifica por la propia versión de 
la madre de la agraviada (…) que la menor no contaba con documento de 
identidad, por cuanto refiere que las veces que se comunicó con la adolescente, 
esta le pedía que le traiga urgente su DNI. 

En la Nota de Alerta de la Policía del Perú se describen sus características 
físicas y vestimenta y por su fisonomía aparenta una edad de más de 17 años 
de edad, por lo que frente a tales circunstancias y ante la falta de contar con 
un documento que determine la edad de la agraviada, los procesados no 
tenían la posibilidad de saber su verdadera edad, por lo que actuaron en la 
creencia de que se trataba de cualquier persona mayor de edad que buscaba 
un trabajo (…)”.

Por su parte, en otro caso se señaló que:

“(…) estando a las circunstancias del caso, propiamente la versión de la 
menor respecto a la edad informada a sus contratantes, el estado emocional 
expuesto ante el perito psicólogo, la realidad observada por el perito 
médico legal y pericia de estomatología forense, no permite a los imputados 
percatarse de los límites punitivos de la edad que subsistían al contratar, 
más aun si la menor no ofreció y quedó pendiente en ofrecer su DNI, lo cual 
imposibilitó a los imputados conocer la edad real de la menor agraviada, lo que 
permite estar frente a la figura del error de tipo que exime de responsabilidad 
al encausado.” 

Sin embargo, otros fallos judiciales descartan el error de 
tipo en el caso concreto toda vez que de los hechos objetivos 
del caso se demuestra que los procesados conocían que 
la víctima era menor de edad. Al respecto, una resolución 
judicial señaló que:

“(…) no se ajusta a la verdad, por cuanto conforme a la propia testimonial de la 
menor víctima, le retuvo su DNI; asimismo, la citada acusada, todas las noches 
le controlaba su ingreso y salida del bar nocturno donde luego permanecerían 
toda la noche, por tanto, dicha acusada sí tuvo conocimiento y tuvo relación 
directa con la menor agraviada y pudo percatarse de la edad de la misma en 
razón que era evidente”. 
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Asimismo, resulta muy interesante cómo a partir de la 
figura de la Ignorancia deliberada, un juzgado de Madre de 
Dios descarta el error de tipo. Al respecto en una de sus 
sentencias, se señaló lo siguiente:

“La tesis de la ‘ignorancia deliberada’, busca evitar la impunidad de quienes, a 
pesar de sus sospechas, deciden voluntariamente colocarse en una situación 

de ignorancia. En efecto, la doctrina de la “ignorancia deliberada” o willful 
blindness del derecho angloamericano, ha sido utilizada para tener por 

acreditado que el autor obró conociendo los elementos objetivos del tipo en 
aquellos supuestos en los que un sujeto se coloca intencionalmente en una 

situación de ‘ceguera’ ante las circunstancias de hecho penalmente relevante 
(cita extraída de Delzo Livias).

En el caso, conforme se ha indicado, era demasiado evidente que las 2 
menores de edad trabajen en el bar nocturno el “Jijuna”; y ello se desprende 

en que la menor de iniciales Y.M.M.G. y E.I.P.M. se hacían llamar “Alexandra y 
“Mirella” respectivamente; siendo así, es por demás increíble que la acusada 

(…) no se haya percatado que las (2) agraviadas eran menores de edad, 
cuando sabían que trabajaba la menor con el apelativo “Alexandra” y “Mirella” 

respectivamente; conforme han señalado en sus actas de entrevista de 
cámara Gesell (fs. 30/44 y 45/54); por tanto, no es de recibo la alegación de la 

referida acusada en que desconocía la edad de las menores agraviadas.”

2.2.3. El consentimiento

El consentimiento ha sido definido como la “renuncia del 
lesionado a la protección jurídica” (Otto, 2017, p. 201). Al 
respecto, debe reconocerse que “los seres humanos libres, 
autónomos y racionales están habilitados formalmente 
para ser agentes de consentimiento en igualdad de 
condiciones” (Pérez, 2016, p.749). 

En ese contexto, para que opere el consentimiento es 
necesario, en palabras de Solé, que se materialicen los 
siguientes requisitos: 

a)  que quede claramente manifestado, ya sea de forma 
expresa o de forma tácita; 

b)  que el consentimiento sea una facultad reconocida, por 
el ordenamiento jurídico, a una persona para disponer 
válidamente de determinados bienes jurídicos; 

c) capacidad para disponer, lo cual exige unas facultades 
intelectuales para comprender el alcance y significación 
de sus actos por parte de quien consiente; 
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d)  ausencia de vicios, ya que cualquier vicio esencial de la 
voluntad del que consiente (error, coacción, violencia, 
engaño, etc.) invalida el consentimiento, y 

e) el consentimiento ha de ser dado antes de la comisión 
del hecho y ha de ser conocido por quien actúa a su 
amparo. (Solé, 2010, p. 456)

En el caso de la trata de personas practicada sobre mayores 
de edad, se “exige una anulación o falta de consentimiento 
de la víctima objeto de la trata. El tratante debe utilizar algún 
medio comisivo para doblegar la voluntad de la víctima: 
coacciones, amenazas, intimidación, engaño, abuso de poder 
o de una situación de vulnerabilidad del sujeto pasivo, entre 
otros. De esta forma, cuando exista pleno consentimiento de 
la persona objeto de la conducta no existirá trata” (Daunis, 
2010, p. 8). Por el contrario, si sobre la persona no se practica 
ninguno de los medios comisivos, entonces se podrá estar, 
dependiendo de cada caso, en un supuesto de proxenetismo 
o favorecimiento a la prostitución.

En ese contexto, algunas de las resoluciones judiciales 
revisadas consideran que –de plano- no cabe el 
consentimiento respecto del bien jurídico “dignidad”. Al 
respecto se ha señalado lo siguiente:

“Que el consentimiento de la víctima en el presente delito no es motivo 
para declarar la atipicidad del ilícito imputado y, con ello, declarar la 
irresponsabilidad penal de los acusados por prevalecer una causa de 
justificación, pues en el presente caso estamos ante bienes jurídicos que 
no resultan ser de libre disposición, sino que además de ello la dignidad 
humana y la integridad moral son bienes jurídicos indisponibles, por tanto, 
no resulta de aplicación el inciso décimo del art. 20.” 

Aunque la discusión en torno a la disponibilidad o no de este 
bien jurídico no está cerrada, cabe señalar que, en los casos 
en que se evalúe su disponibilidad, el operador de justicia 
deberá ser diligente al determinar la presencia de alguno 
de los medios comisivos de la trata de personas para poder 
establecer si la persona prestó o no, su consentimiento. Este 
análisis requerirá que el juzgador se desprenda, entre otras 
cosas, de estereotipos de género y/o del requerimiento de 
una víctima ideal en el caso concreto. De lo contrario, no 
podrá identificar los casos en los que operó la coacción, 
las amenazas, el engaño, el abuso de poder o el abuso de 
una situación de vulnerabilidad, elementos determinantes 
para anular el consentimiento de la víctima. 
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“El consentimiento para trabajar brindando servicios sexuales en los 
hostales por parte de las agraviadas resulta irrelevante para enervar la 

materialización del evento delictivo, ello en atención a la minoría de edad 
de las agraviadas, encontrándose en un estado de vulnerabilidad, ya que al 

haberse escapado ambas de su domicilio, requerían dinero para subsistir, se 
aprovechó ello el acusado, a fin de obtener un beneficio económico”.  

Sobre este punto, resulta necesario que se profundice en 
torno a la relación y límites entre el ejercicio de la libertad 
sexual en mayores de 14 años y menores de 18 años y la 
configuración del delito de trata de personas. Respecto de 
las personas de ese rango de edad también debe analizarse 
el ejercicio de su libertad sexual respecto de los delitos de 
favorecimiento a la prostitución, proxenetismo, usuario-
cliente y rufianismo. Esto resulta importante porque en 
algunos de los casos revisados, cuando la víctima está en 
capacidad de consentir sexualmente, los operadores de 
justicia consideran que pueden consentir en el ejercicio de 
la prostitución; no obstante, aún no se ha explicado cuál 
sería la calificación del hecho si la víctima se encuentra 
en situación de vulnerabilidad y el agente se aprovecha 
de la misma.

2.2.4. Concurso de delitos

Definir el concurso de delitos requiere que se parta de 
comprender su diferencia con el concurso aparente de 
delitos. Sobre este último, Mir Puig explica que se presenta 
“cuando uno o varios hechos son incluibles en varios 
preceptos penales de los que solo uno puede aplicarse, 
puesto que su estimación conjunta supondría un bis in 
ídem. Ello sucede siempre que uno de los preceptos basta 
por sí solo para aprehender todo el desvalor del hecho o 
hechos concurrentes. Concurre entonces un solo delito.” 
(2016, p. 682)

De otro lado, cabe mencionar que, en el caso de menores 
de edad, existen sentencias judiciales que enfáticamente 
reconocen que estos no pueden consentir en la disposición de 
su dignidad. Así, en una resolución judicial se mencionó que:
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En esa medida, habrá concurso aparente de delitos cuando 
una conducta pueda ser subsumida en varios tipos penales, 
pero en realidad, sólo uno de ellos comprende de manera 
integral el hecho criminal. Determinar el tipo penal que 
comprende cabalmente la conducta requerirá la aplicación 
de dos principios: el principio de especialidad o el principio 
de consunción. El primero opera cuando “un precepto es 
más especial que otro, es decir, cuando requiere, además 
de los presupuestos igualmente exigidos por este 
segundo, algún otro presupuesto adicional” (Mir, 2016, p. 
683); mientras que el principio de consunción “sirve como 
criterio al que acudir cuando uno de los preceptos en juego 
es suficiente para valorar completamente el hecho y no 
existe una forma más específica de solución del concurso 
de leyes” (Mir, 2016, p. 685).

Por su parte, “existe concurso de delitos cuando un hecho 
constituye dos o más delitos o cuando varios hechos de un 
mismo sujeto constituyen otros tantos delitos” (Mir, 2016, 
p. 674). Existen, cuanto menos, dos tipos de concurso de 
delitos: el concurso ideal y el concurso real. En el primero, 
“la misma acción infringe diversas leyes penales o 
infringe varias veces la misma ley penal” (Wessels, Beulke 
y Satzger, 2018, p. 545); en el segundo, en cambio, una 
pluralidad de hechos vulnera diversas normas penales 
(Roxin, 2014, p. 981). 

El Código Penal peruano reconoce ambos concursos de 
delitos de la siguiente manera:

¡ “Artículo 48.- Concurso ideal de delitos
 Cuando varias disposiciones son aplicables al mismo 

hecho se reprimirá, hasta con el máximo de la pena más 
grave, pudiendo incrementarse ésta hasta en una cuarta 
parte, sin que en ningún caso pueda exceder de treinta y 
cinco años”.

¡ “Artículo 50.- Concurso real de delitos
 Cuando concurran varios hechos punibles que deban 

considerarse como otros tantos delitos independientes, 
se sumarán las penas privativas de libertad que fije el juez 
para cada uno de ellos hasta un máximo del doble de la 
penal del delito más grave, no pudiendo exceder de 35 
años. Si alguno de estos delitos se encuentra reprimido 
con cadena perpetua se aplicará únicamente ésta”.
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En el delito de trata de personas, en primer término, se 
han presentado dificultades al establecer si entre el delito 
de trata de personas y los delitos de favorecimiento a la 
prostitución (artículo 17911), usuario-cliente (artículo 179-
A12), rufianismo (artículo 18013) y proxenetismo (artículo 
18114) se presenta un concurso de delitos o, más bien, se 
está ante un concurso aparente de leyes.

Al respecto, una de las resoluciones judiciales estudiada 
sostiene que el delito de trata de personas subsume a los 
tipos penales referidos, entre ellos, el proxenetismo. La 
argumentación de la sentencia es la siguiente:

11 El tipo penal vigente desde el 8 de junio de 2004, y modificado mediante la Ley N° 30963 del 18 junio de 2019, 
sanciona la siguiente conducta: “Artículo 179.-  El que promueve o favorece la prostitución de otra persona, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años”.

12 El tipo penal vigente desde el 8 de junio de 2004 sancionaba el delito de usuario-cliente de la siguiente manera: 
“Artículo 179-A.- El que, mediante una prestación económica o ventaja de cualquier naturaleza tiene acceso carnal 
por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de 
las dos primeras vías con una persona de catorce y menor de dieciocho años, será reprimido con pena privativa de 
la libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años”. En la actualidad, con la modificación realizada mediante la 
Ley N° 30963 del 18 junio de 2019, el tipo penal sanciona la siguiente conducta: “Artículo 179-A.-  El que, mediante 
una prestación económica o ventaja de cualquier naturaleza tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o 
realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías con 
una persona de catorce y menor de dieciocho años, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
quince ni mayor de veinte años. El consentimiento brindado por el adolescente carece de efectos jurídicos”.

13 El tipo penal vigente desde el 8 de junio de 2004 sancionaba el delito de rufianismo de la siguiente manera: 
“Artículo 180.- El que explota la ganancia obtenida por una persona que ejerce la prostitución será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de ocho años”. En la actualidad, con la modificación realizada 
mediante la Ley N° 30963 del 18 junio de 2019, el tipo penal sanciona la siguiente conducta: “Artículo 180. - El 
que gestiona el beneficio económico o de otra índole de la prostitución de otra persona será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años”.

14 El tipo penal vigente desde el 8 de junio de 2004 sancionaba el delito de proxenetismo de la siguiente manera: 
“Artículo 181.- El que compromete, seduce o sustrae a una persona para entregarla a otro con el objeto de tener 
acceso carnal, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años”. En la 
actualidad, con la modificación realizada mediante la Ley N° 30963 del 18 junio de  2019, el tipo penal sanciona la 
siguiente conducta: “Artículo 181.- El que dirige o gestiona la prostitución de otra persona será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años”.

“(…) la trata implica que el sujeto activo realice acciones más 
reprochables desde el punto de vista social, ya que emplea medios de 

transporte para someter al sujeto pasivo a explotación, servidumbre o 
esclavitud sexual, u otras formas de explotación laboral, o extracción o 

tráfico de órganos o tejidos humanos, que como circunstancia agravante 
contempla penas mayores. 

En el caso del proxenetismo se refiere a aquella persona que no 
solo favorece y promueve la prostitución sino que, además de ello, 

compromete o sustrae al sujeto pasivo del ámbito familiar donde estuvo 
seguro para enviarlo a un lugar distinto donde su integridad puede estar 

en peligro, para entregarla a otro y tener acceso carnal”. 
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En otro caso se planteó que el delito de trata de personas 
subsume al delito de favorecimiento a la prostitución 
siempre que la víctima sea una menor de edad. La resolución 
judicial parece decir que, tratándose de una mayor de 
edad, correspondería aplicar el delito de favorecimiento 
a la prostitución y no de trata de personas. Al respecto, la 
resolución judicial señaló:

No obstante, en otro caso, unos operadores de justicia 
decidieron no aplicar el delito de trata de personas 
respecto de una menor de 13 años que se dedicaba a la 
prostitución en un night club; por el contrario, consideraron 
que resultaba de aplicación el delito de favorecimiento a  
la prostitución:

“Respecto del delito de favorecimiento a la prostitución, en el presente 
caso la sentencia venida en grado ha dispuesto como agraviadas por el 
delito de favorecimiento a la prostitución a la menor de iniciales MGN y 
(…). Sin embargo, se debe tener en cuenta que el delito de favorecimiento 
a la prostitución, tratándose de menores de edad queda subsumida en 
el artículo 153 que tipifica la trata de personas al concurrir un concurso 
aparente de normas, si se tiene en cuenta que en el tipo penal de trata 
de personas uno de sus fines es ejercer la prostitución o la explotación 
sexual en cualquiera de sus formas, por lo cual, teniendo en cuenta 
que respecto de la agraviada MGN, esta también ha sido considerada 
como agraviada en el delito de favorecimiento a la prostitución, debe 
excluirse y, por tanto, tener como única agraviada a (…) en el delito de 
favorecimiento a la prostitución”. 

“Respecto a la naturaleza de la acción, la acusada dolosamente ha 
promovido o favorecido la prostitución en agravio de la menor. En 
cuanto a los medios empleados en la comisión del hecho se empleó la 
modalidad de engaño. Respecto al daño causado, se tiene que se ha 
perjudicado a la agraviada en su indemnidad o intangibilidad sexual, 
así como el libre desarrollo de su sexualidad.

Asimismo, la agraviada cuenta que se dedica al meretricio con 
consentimiento de la propietaria del bar y que desde los 13 años 
ejerce la prostitución. Llegó a trabajar a ese local hace dos semanas. 
Atiende a dos personas por noche, cobra 30 soles y le da 5 soles a 
la propietaria por concepto de comisión. Cuando no requieren sus 
servicios sexuales se dedica a vender cerveza y cuando no tiene 
clientes la propietaria le llama la atención. La propietaria no le paga ni 
un sol por vender cerveza, solo le da un cuarto en el bar para que viva 
con su hijo de diez meses de nacido”. 
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De otra parte, cabe mencionar que en uno de los casos 
revisados, se resolvió la situación de una persona que captó 
a una menor de edad para explotarla sexualmente pero, 
antes de ser llevada al lugar correspondiente, mantuvo 
relaciones sexuales con esta y le dio dinero a cambio. 
Denunciados los hechos, no se sancionó al agente ni por 
trata de personas ni por el delito de usuario-cliente bajo el 
siguiente razonamiento:

Sobre los posibles concursos de delitos entre la trata de 
personas y los delitos de favorecimiento a la prostitución, 
usuario-cliente, rufianismo y proxenetismo o, el concurso 
aparente que algunos magistrados parecen asumir, el Acuerdo 
Plenario 1-2010/CJ-116 y, recientemente, el Acuerdo Plenario 
6-2019/CJ-116 han abordado preliminarmente este tema. En 
base a estos acuerdos plenarios, el concurso de leyes ha sido 
descartado y, más bien, el último pleno jurisdiccional plantea 
que existe un concurso real de delitos en un supuesto: cuando 
la persona voluntariamente acepta ejercer la prostitución y 
el agente se beneficia de sus ganancias se estaría ante un 
supuesto de rufianismo; no obstante, si posteriormente 
sobre la persona se ejercen medios coactivos para que 
continúe con el mencionado ejercicio, se estaría ente un caso 
de trata de personas o explotación sexual. Ciertamente, el 
agente cometería dos conductas distintas en dos momentos 
diferentes, con la consecuente afectación a bien jurídicos de 
naturaleza diversa.

Esto puede deducirse del Acuerdo Plenario 6-2019/CJ-116 
que en su fundamento 30 señala lo siguiente:

“Sin embargo, la información en cuanto a la razón de ese viaje, así como lo 
ocurrido durante el mismo solo fluye del testimonio coincidente de estas tres 
personas, quienes, repetimos, han señalado de manera unívoca que durante 

el mismo no se produjo acto de explotación sexual alguno y que el dinero que 
fue asignado por Pasquel a la agraviada no tuvo carácter remunerativo por 
haber mantenido relaciones sexuales, sino que fue una liberalidad de este, 

quien accedió a la solicitud de la menor”.

“a) si el sujeto activo cometió el delito de trata individualmente, pero realiza  
la conducta de explotación sexual -por ejemplo rufianismo, artículo 180-, 

como integrante de una organización criminal, se fija como marco punitivo  
la pena más grave, esto es quince, veinte y veinticinco años según se trate 

de niño, adolescente o adulto, respectivamente, a la que se adiciona la 
pena para el delito de rufianismo agravado, hasta treinta y cinco años 

como máximo”.
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15 El artículo 153-B fue incorporado al Código Penal mediante el Decreto Legislativo N° 1323 del 6 de enero de 2017 
de la siguiente manera: “Artículo 153-B.- El que obliga a una persona a ejercer actos de connotación sexual con la 
finalidad de obtener un aprovechamiento económico o de otra índole, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de diez ni mayor de quince años”. Este tipo penal ha sido modificado por la Ley N° 30963 del 18 de junio 
de 2019: “Artículo 153-B.- El que, mediante violencia, amenaza u otro medio, obliga a una persona a ejercer actos de 
connotación sexual con la finalidad de obtener un aprovechamiento económico o de otra índole, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de diez ni mayor de quince años”.

16 El artículo 153-C fue incorporado al Código Penal mediante el Decreto Legislativo N° 1323 del 6 de enero de 2017 
de la siguiente manera: “Artículo 153-C.- El que obliga a una persona a trabajar en condiciones de esclavitud o 
servidumbre, o la reduce o mantiene en dichas condiciones, con excepción de los supuestos del delito de explotación 
sexual, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de diez ni mayor de quince años”.

17 El artículo 168-B fue incorporado al Código Penal mediante el Decreto Legislativo N° 1323 del 6 de enero de 2017 de 
la siguiente manera: “Artículo 168-B.- El que somete u obliga a otra persona, a través de cualquier medio o contra su 
voluntad, a realizar un trabajo o prestar un servicio, sea retribuido o no, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de seis ni mayor de doce años”. Este tipo penal ha sido modificado por la Ley N° 30924 del 29 de marzo del 
2019 de la siguiente manera: “Artículo 168-B.- El que somete u obliga a otra persona, a través de cualquier medio o 
contra su voluntad, a realizar un trabajo o prestar un servicio, sea retribuido o no, será reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de seis ni mayor de doce años y a una multa de cien a doscientos días-multa”.

Con todo, cabe mencionar que en el resto de casos en 
los que una conducta de rufianismo o favorecimiento a 
la prostitución, usuario-cliente o proxenetismo, no se 
convierta en un caso de trata de personas o explotación 
humana en base a la utilización de medios que invalidan el 
consentimiento, justamente la ausencia de estos últimos 
determinará que los tipos aplicables sean el 179, 179-A, 
180, 181 o 181-A  y 183-A.

En cuanto a la relación concursal entre el delito de trata 
de personas y la explotación sexual (artículo 153-B15), la 
esclavitud (artículo 153-C16) y el trabajo forzoso (artículo 168-
B17), en un caso un juzgado debatió en torno a la imputación 
de los incisos 1, 2, 3 y 4 del artículo 153° del Código Penal 
modificado por la Ley N° 30251 con la agravante del primer 
párrafo del artículo 153-A, incisos 3, 4 y 6 y el primer párrafo 
del artículo 153°-C del mismo cuerpo legal con las agravantes 
previstas en los incisos 3 y 6 del quinto párrafo del Código 
acotado. Al respecto, el juzgado decidió utilizar la fórmula del 
concurso real de delitos por cuanto consideró que el delito 
de trata de personas agravada se realizó sólo respecto de 
un grupo de agraviados en un momento, mientras, en otro, 
se materializó el delito de esclavitud respecto de otros 
agraviados. Ciertamente, se señaló:

“7.5. De la revisión de autos y de la acusación fiscal se advierte que la acción 
desplegada por el acusado (…), en los casos de los agraviados de claves 
de reserva (…), (…) y (…) fueron en distintos momentos, mientras que en el 
caso de los agraviados (…) y (…) fueron también en momentos diferentes al 
primero, por lo que se trata de acciones distintas contra diferentes agraviados, 
entonces estaríamos ante un concurso real de delitos, conforme lo ha 
considerado el Ministerio Público, por lo que se debe aplicar lo dispuesto en el 
artículo 50° del Código Penal”.
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Sobre el particular, cabe señalar que recientemente el 
Acuerdo Plenario 6-2019/CJ-116 ha abordado la relación 
entre la trata de personas y los delitos de explotación 
humana señalando que entre ellos existe un concurso 
real heterogéneo (Fundamento 26). Al respecto, se ha 
argumentado lo siguiente:

“En principio es posible considerar la posibilidad de que el sujeto 
activo de alguna de las modalidades de trata pueda ulterior o 

simultáneamente realizar los delitos de explotación agravados porque 
el acto se deriva de una situación de trata de personas y/o el agente 

actúa como integrante de una organización criminal o banda criminal. 
Tratándose del mismo sujeto activo debe señalarse que la conducta 

de trata es independiente de las conductas de explotación. Si bien las 
modalidades típicas de trata de personas, desde la captación hasta 
la acogida, son normalmente previas a la concreción de la finalidad 
– la explotación de la víctima-, el contenido de injusto es distinto al 

de la explotación misma. Desde una perspectiva normativa no puede 
equipararse este supuesto, por ejemplo, con el de las lesiones de 
necesidad mortal que es absorbida por el resultado muerte de la 

víctima. Los actos de explotación, en sus diversas modalidades se 
independizan de las modalidades de trata, no sólo por el momento 

diverso en que se produce, sino por el contenido de injusto determinable 
en función de la vulneración del bien jurídico -dignidad de la persona-, 

distinto del de la modalidad de explotación”. (Fundamento 24)

Al respecto, debe señalarse que, aunque la aproximación 
hecha por el acuerdo plenario es un avance en el camino 
a uniformizar criterios, resulta importante que se detalle 
por qué el injusto de la trata de personas y el de los delitos 
de explotación humana son distintos. Sobre todo, porque 
cuando el delito de explotación humana sí se deriva de 
un supuesto de trata de personas, se estaría frente a un 
concurso medial.

Ciertamente, cuando una persona es captada, transportada, 
trasladada, acogida, recibida o retenida con fines de 
explotación y estos se realizan, las conductas propias de la 
trata constituyeron un medio que derivó en la consecución 
de la finalidad ilícita, contemplada en los tipos penales 
contenidos en los artículos 153-B, 153-C y 168-B del Código 
Penal; por ello, en estos casos el legislador peruano ha 
establecido una agravante que reconoce esta mayor 
lesividad de la conducta de explotación derivada de la ruta 
de la trata.
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18 Artículo 153-D.- El que promueve, favorece o facilita la explotación sexual de otra persona, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de diez ni mayor de quince años.

19 Artículo 153-E.- El que, mediante una prestación económica o ventaja de cualquier naturaleza, tiene acceso carnal 
por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna 
de esas vías con una víctima de explotación sexual será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
nueve ni mayor de doce años.

20 Artículo 153-F.- El que, sin participar de los actos de explotación sexual de una persona, recibe un beneficio 
económico o de otra índole derivado de dichos actos, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
seis ni mayor de ocho años.

21 Artículo 153-G.- El que dirige o gestiona la explotación sexual de otra persona con el objeto de tener acceso carnal 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de diez ni mayor de quince años.

22 Artículo 153-H.- El que hace ejercer a niña, niño o adolescente actos de connotación sexual con la finalidad de 
obtener un aprovechamiento económico o de otra índole será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de quince ni mayor de veinte años.

23 Artículo 153-I.- El que, sin participar de los actos de explotación sexual de niña, niño o adolescente, recibe un 
beneficio económico o de otra índole derivado de dichos actos será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de diez ni mayor de quince años.

24 Artículo 153-J.- El que dirige o gestiona la explotación sexual de niña, niño o adolescente con el objeto de tener 
acceso carnal será reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince ni mayor de veinte años.

En esa medida, aunque no ha sido reconocido 
expresamente en el Código Penal peruano, la doctrina 
también ha desarrollado en el marco del concurso de 
delitos, al concurso medial. En este, un delito se constituye 
medio para cometer otro (Mir, 2016, p. 677) lo que, como 
en el concurso ideal o real, significa que la conducta o las 
conductas materializan más de un tipo penal, siendo las 
reglas de aplicación de penas las del concurso ideal. En 
todo caso, sería importante reflexionar en la posibilidad de 
utilizar esta figura.

De otra parte, debe señalarse que en cuanto a los nuevos 
delitos aprobados por la Ley N° 30963 “Ley que modifica 
el Código Penal respecto a las sanciones del delito de 
explotación sexual en sus diversas modalidades y delitos 
conexos, para proteger con especial énfasis a las niñas, 
niños, adolescentes y mujeres” del 18 de junio de 2019, vale 
decir, Promoción o favorecimiento de la explotación sexual 
(153-D18), Cliente de explotación sexual (153-E19), Beneficio 
por explotación sexual (153-F20), Gestión de la explotación 
sexual (153-G21), Explotación sexual de niñas, niños y 
adolescentes (153-H22), Beneficio de la explotación sexual 
de niñas, niños y adolescentes (153-I23) y Gestión de la 
explotación sexual de niñas, niños y adolescentes (153-J24),  
no se presentaron estos supuestos porque la norma citada 
es de reciente aprobación. No obstante, a partir del referido 
Acuerdo Plenario 6-2019/CJ-116 se establece que, respecto 
de la trata de personas, se plantea un concurso real de 
delitos. Sobre este punto sería recomendable -como se 
mencionó en párrafos anteriores- un mayor debate.
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Por último, cabe señalar que existe por lo menos una 
sentencia de las revisadas para este informe en la cual 
se menciona que, para poder imputar el delito de trata de 
personas tienen que existir múltiples intervinientes que 
actúen como una organización criminal. Al respecto, se ha 
señalado que cuando ello no sucede, no se configura el  
tipo penal:

“La experiencia nos ha señalado que los tratantes de personas son por lo 
general integrantes de una red organizada, los cuales captan personas en 

diversas modalidades valiéndose de diferentes medios a fin de cosificar 
al agraviado y disponer de este vulnerando el bien jurídico de la libertad 
personal. Sin embargo, en el presente caso, no se ha podido establecer 
de forma fehaciente e indubitable cuál fue la modalidad desplegada en 
el accionar de cada encausada debido a que la sindicación de la menor 

agraviada carece de objetividad al haber incurrido en contradicciones, lo que 
resta plena validez a su dicho”.

No obstante, debe recordarse que la determinación de 
la existencia de una organización criminal constituye un 
delito autónomo y distinto del delito de trata de personas, 
no siendo el primero requisito del segundo. Sobre este 
punto se ha manifestado el Acuerdo Plenario 6-2019/CJ-
116 señalando lo siguiente:

“29. Una de las principales modificaciones que trajo consigo la reciente 
reforma legislativa, en materia de delitos de explotación sexual, fue la 

incorporación de la circunstancia agravante de la comisión del delito 
concreto de explotación sexual, como integrante de una banda u 

organización criminal. Se prevé esta agravante en los delitos previsto 
en los artículos 153-B, 153-D, 153-F, 153-G, 153-H, 153-I, 153-J, 179, 180, 

181, 181-A y 183-A. Si bien los delitos de trata en nuestro país se realizan 
-en la mayoría de los casos- fuera del contexto de una organización 

criminal, se observa una tendencia en el sentido que su comisión 
pueda requerir por lo menos la participación de una banda criminal. 

La trata ocasional o no sistemática se da normalmente en el contexto 
de la captación por familiares o amigos de la víctima para el servicio 

doméstico u otros servicios.

30. En estos casos, estamos en general en los mismos supuestos de 
concurso real heterogéneo entre el delito de trata de personas y los 

delitos de explotación sexual”. (Fundamento 29 y 30)
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2.3. Dificultades y avances en el ámbito procesal penal

2.3.1.  Prueba, declaración y actuación de la víctima

La prueba “es todo aquello que tiene el mérito suficiente 
y necesario para que en su calidad de medio, elemento 
o actividad pueda formar en el juez la certeza de haber 
alcanzado la verdad concreta que se produjo durante el 
proceso y, de este único modo, desvirtuar la presunción de 
inocencia” (Neyra, 2010, p. 544). 

En ese contexto, las fuentes de prueba “consisten en 
objetos o personas que, en cuanto pueden proporcionar 
conocimientos para apreciar o para acreditar los 
hechos afirmados por una parte procesal, pueden tener 
trascendencia en el proceso y constituir el material de 
referencia para la decisión del juez. Cuando se trata de 
personas, se le denomina órgano de prueba, que es el 
sujeto que porta un elemento de prueba y lo transmite 
al proceso permitiendo la incorporación de ese dato a la 
causa” (San Martín, 2015, p. 520). 

En cuanto a los medios de prueba se trata de los 
procedimientos que incorporan las fuentes de prueba al 
proceso penal. Como explica el profesor San Martín, el 
Nuevo Código Procesal Penal reconoce como medios de 
prueba a “la confesión, prevista en los arts. 160-161 NCPP; 
el testimonio (art. 162-171), que incluye la declaración del 
agraviado; el careo entre órganos de prueba (art. 182-
183); la documental (art. 184-191); el reconocimiento, que 
comprende personas, fotografías, voces, sonidos y cosas 
(art. 189-191); inspección judicial y reconstrucción (art. 193-
193), pruebas especiales que comprende levantamiento 
de cadáver, necropsia, exámenes químicos o auxiliares, 
médicos forenses, preexistencia y valorización o tasación 
(art. 195-201 NCPP)” (2015, pp. 519-520).

En el delito de trata de personas es especialmente 
relevante la declaración de la víctima, que se constituye en 
medio de prueba por mandato del Nuevo Código Procesal 
Penal. Por lo demás, estando vinculados los casos de trata 
de personas sobre todo a la explotación sexual, tal como 
ocurre con los delitos sexuales (Acuerdo Plenario 1-2011/
CJ-116), el relato de la parte agraviada se constituye en 
pieza fundamental para la actividad probatoria.
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En ese contexto, la Corte Suprema de Justicia de la 
República ha establecido directrices para el correcto uso 
de la declaración de la víctima en el marco de la actividad 
probatoria. Al respecto ha señalado que:

“Tratándose de las declaraciones de un agraviado, aun cuando sea el único 
testigo de los hechos, al no regir el antiguo principio jurídico testis unus 
testis nullus, tiene entidad para ser considerada prueba válida de cargo 

y, por ende, virtualidad procesal para enervar la presunción de inocencia 
del imputado, siempre y cuando no se adviertan razones objetivas que 

invaliden sus afirmaciones. Las garantías de certeza serían las siguientes:

a) Ausencia de incredibilidad subjetiva, es decir, que no existan relaciones 
entre agraviado e imputado basadas en el odio, resentimientos, 

enemistad u otras que puedan incidir en la parcialidad de la deposición 
que, por ende, le nieguen aptitud para generar certeza. 

b) Verosimilitud, que no sólo incide en la coherencia y solidez de la propia 
declaración, sino que debe estar rodeada de ciertas corroboraciones 

periféricas, de carácter objetivo que le doten de aptitud probatoria. 

c) Persistencia en la incriminación, con las matizaciones 
que se señalan en el literal c) del párrafo anterior” (Acuerdo 

Plenario 2-2005/CJ-116, 2005, Fundamento 8).

Los matices a que hace referencia el referido literal c) son 
los siguientes:

Además, el Acuerdo Plenario 1-2011/CJ-116 reconoce que en 
el caso de los delitos sexuales es común que el agraviado 
o agraviada se retracte de su primera declaración 
incriminatoria por la presión que pueden hacer familiares, 
allegados o personas vinculadas al procesado o procesada, 
siendo que, de detectarse estos casos, el juzgador podrá 
quedarse con la manifestación incriminatoria (Fundamento 
22). Trasladando estos criterios a la trata de personas, 
cabe reflexionar en torno a la presión que pueden hacer 

“c) Asimismo, debe observarse la coherencia y solidez del relato (…) y, de 
ser el caso, aunque sin carácter de una regla que no admita matizaciones, 

la persistencia de sus afirmaciones en el curso del proceso. El cambio de 
versión (…) no necesariamente la inhabilita para su apreciación judicial, y 

en la medida en que el conjunto de las declaraciones del mismo coimputado 
se hayan sometido a debate y análisis, el juzgador puede optar por la que 

considere adecuada.” (Acuerdo Plenario 2-2005/CJ-116, fundamento jurídico 9)
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organizaciones criminales vinculadas a la ejecución de este 
delito o al temor que conlleva la propia relación asimétrica 
que sustenta la trata como base de su retractación o no 
incriminación al tratante. Por lo demás, la valoración de la 
declaración de la víctima debe tomar en cuenta el contexto 
de comisión del hecho y las características de la misma.

Tener en cuenta lo anterior es importante por ciertas 
-aunque minoritarias- resoluciones judiciales que hacen 
una valoración de la declaración de la víctima que, a primera 
vista, podría contener algún problema argumentativo. 
En efecto, en uno de los casos revisados, se descarta 
la persistencia de la incriminación de una agraviada 
con retardo mental leve bajo el argumento de que esta 
inicialmente señaló que los procesados la maltrataban 
psicológicamente, pero en la entrevista dada ante los 
peritos psicológicos mencionó que la trataban bien, no 
haciendo referencia a que le gritaban constantemente 
mediante palabras hirientes o soeces como sí hizo 
referencia en su declaración inicial. 

En otro caso, se descartó la comisión del delito de trata 
de personas mediante el relato de la víctima por cuanto 
al narrar los hechos en sede policial señaló que los 
administradores del ‘Bar La Noche’ no le quisieron devolver 
su ropa y cosméticos, no aseverando en ningún momento 
haber sido coaccionada, explotada o vulnerada en su 
dignidad. Esto a pesar de que la víctima no tiene porqué 
describir los hechos de acuerdo con los elementos típicos 
del delito. 

En otras resoluciones judiciales, la manifestación 
incriminatoria de la víctima se ha descartado en razón de 
su propio comportamiento. Así, por ejemplo, en un caso 
se descarta el delito por cuanto durante los operativos 
policiales realizados a un night club, las víctimas no 
denunciaron los hechos:

“Tampoco se ha compulsado que el lugar donde trabajaría la menor (nigth 
club Exótica) no era otro que un establecimiento abierto al público. En 
tal sentido, no se trata de un lugar clandestino o escondido, en el que se 
acoja a damas de manera ilegal, por lo que estas -varias, entre ellas la 
agraviada- inclusive, pudieron in situ, durante los periodos operativos, 
haber denunciado su ilegal estadía en el night club o su condición de 
víctimas de tratamiento inhumano; situación que no se ha dado.” 
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En otro caso, se aseveró lo siguiente:

Sumado a lo anterior, especial dificultad ha planteado 
la acreditación del delito de trata de personas cuando la 
víctima se retracta de su primera versión de los hechos 
ya que, cuanto menos, en una resolución judicial se ha 
descartado de plano. Así se verifica en el siguiente extracto 
de una de las resoluciones judiciales revisada:

“Aun cuando la víctima es menor de edad (17) años, debe valorarse- 
teniendo en cuenta la propia exposición de ella y del acusado- que ambos 
proporcionaron identidades distintas que no le pertenecían. Mantuvieron 

acercamiento al menos hasta el arribo de la agraviada a Lima. Esa cercanía 
desencadenó su permanencia en el bar que trajo como consecuencia 

el acto de violación. En consecuencia, existe duda razonable.

Según el juzgado, al existir una relación de por medio con el imputado, 
quien mediante engaños la enamoró para que viniese a Lima, señala que 

no se ha probado cuál ha sido el acto de explotación concreto y que, en 
todo caso, es responsabilidad de la víctima por haberse expuesto.”

“Conforme puede verse del recuento de lo actuado en el juicio oral, 
encontramos que, independientemente de lo que la agraviada haya 

señalado en sede preliminar, lo concreto y objetivo es que en esta 
sede ha negado la comisión de los hechos imputados por el Ministerio 

Público y ha ratificado los argumentos defensivos de los imputados”.

En otro caso, se considera que la declaración incriminatoria 
de la víctima no es fiable bajo el siguiente razonamiento:

“(…) mantuvo dos sesiones con la agraviada las mismas que resultaron 
contradictorias ya que en la primera manifestaba que era presionada por 

el procesado para ejercer la prostitución en tanto que en la segunda sesión 
encontrándose más calmada manifestó haberse comunicado con su pareja y 
negó ser presionada por este para ejercer la prostitución; por lo que la citada 

profesional determinó que estas declaraciones no resultaban fiables y son 
carentes de coherencia por lo que no permiten llegar al convencimiento de 

que la agraviada haya sido víctima de explotación sexual por el proceso”.  
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2.3.2. Procesos especiales: Terminación anticipada y 
proceso inmediato

En algunos de los casos revisados para este informe, se 
utilizaron la terminación anticipada y el proceso inmediato. 
Por ello, conviene hacer una breve referencia sobre ambos. 

Por definición general, la terminación anticipada es un proceso 
especial que “importa la aceptación de responsabilidad por 
parte del imputado respecto del hecho punible, objeto de 
proceso penal, y la posibilidad de negociación acerca de 
las circunstancias del hecho punible, la pena, la reparación 
civil y las consecuencias accesorias” (Acuerdo Plenario 
5-2009/CJ-116, fundamento jurídico 7). En el caso de la trata 
de personas debe tenerse en cuenta que, en la actualidad, 
desde la Ley N° 30838, publicada el 4 de agosto de 2018 y 
la Ley N° 30963, publicada el 17 de junio de 2019, se prohíbe 
la reducción de las penas por terminación anticipada en los 
procesos por este delito. Sin embargo, como se manifestó al 
inicio de este informe, respecto a la información general de 
las sentencias revisadas, todas estas resoluciones han sido 
emitidas hasta el 2017, es decir, con anterioridad a la entrada 
en vigencia de esta nueva regulación.

De otro lado, debe tenerse en cuenta que, para la aplicación 
de la terminación anticipada, según el artículo 469 del 
Código Procesal Penal, en caso de pluralidad de hechos 
punibles o de imputados, se requerirá del acuerdo de todos 
los imputados y por todos los cargos que se incrimine a 
cada uno, caso contrario, no podrá aplicarse este proceso 
especial. En la misma línea, de acuerdo al artículo 471 del 
Código Procesal Penal: “El imputado que se acoja a este 
proceso recibirá un beneficio de reducción de la pena de 
una sexta parte”. No obstante, en un expediente se otorga 
un beneficio procesal de 1/7 bajo la alegación de un error de 
tipo vencible, situación que no puede servir de fundamento 
para sobrepasar los límites establecidos por el artículo 471 
del Código Procesal Penal.

Por su parte, en cuanto al proceso inmediato, el profesor 
San Martín explica que opera cuando, a propósito de la 
evidencia delictiva, no es necesario realizar mayor actividad 
probatoria. Producto de este aceleramiento procesal, el 
proceso inmediato se centra en las diligencias preliminares 
propias de la investigación preparatoria y se elimina la 
etapa intermedia (2013, p. 153). Por ello, se afirma que “la 
característica de este proceso es su celeridad, consecuencia 
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del recorte de la actividad probatoria por falta de necesidad 
de la misma. Su configuración legal no está en función de 
la entidad del delito ni de la idea del consenso, sino de la 
presencia desde un primer momento de una circunstancia 
objetiva referida a la notoriedad y evidencia de elementos 
de cargo, que permiten advertir con visos de verisimilitud 
la realidad del delito objeto de persecución procesal y la 
intervención del imputado” (San Martín, 2013, p. 153).

En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia ha señalado en 
el Acuerdo Plenario 2-2016/CJ-116 lo siguiente:

En esa medida, el proceso inmediato no podrá utilizarse si 
la resolución del caso requiere de actos de investigación 
fundamentales para su análisis. Este es el caso del delito 
de trata de personas en el que deben realizarse, cuanto 
menos, pericias psicológicas y de integridad. Por ello, deben 
tomarse en cuenta los supuestos en los que no opera el 
proceso inmediato, a saber: 

“7.° Sin duda, el proceso inmediato nacional -de fuente italiana-, se sustenta, 
primero, en la noción de ‘simplificación procesal’, cuyo propósito consiste en 

eliminar o reducir etapas procesales y aligerar el sistema probatorio para 
lograr una justicia célere, sin mengua de su efectividad; y, segundo, en el 

reconocimiento de que la sociedad requiere de una decisión rápida, a partir de 
la noción de ‘evidencia delictiva’ o ‘prueba evidente’, lo que a su vez explica la 
reducción de etapas procesales o de periodos en su desarrollo. Ello, a su vez, 

necesita, como criterios de seguridad -para que la celeridad y la eficacia no se 
instauren en desmedro de la justicia-, la simplicidad del proceso y lo evidente 

o patente de las pruebas de cargo así como, en consecuencia, una actividad 
probatoria reducida, a partir de la noción de ‘evidencia delictiva’; lo que 

asimismo demanda, aunque a nivel secundario, pero siempre presente, una 
relación determinada entre delito objeto de persecución y conminación penal.” 

“La necesidad de especiales -o específicas- averiguaciones acerca del hecho o de 
su autor o partícipe para concretarlo y esclarecerlo, determinan la exclusión del 
proceso inmediato. En cambio, si el desarrollo del hecho puede ser reconstruido 

con facilidad y certidumbre desde sus primeros momentos es posible obviar o 
reducir al mínimo la investigación preparatoria y pasar al proceso inmediato. 

La complejidad no solo está vinculada a la naturaleza interna del acto de 
investigación -a lo complicado y/o extenso del mismo- sino también a las 

condiciones materiales referidas a la ejecución del acto de investigación 
o en su incorporación a la causa -por razones de distancia, de remisión 

de muestras y su análisis, de saturación de los servicios periciales, de 
demora en la expedición de informes por parte de diversos órganos 

públicos, etc.“ (Acuerdo Plenario 2-2016/CJ-116, 2016, Fundamento 9).
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2.4. Dificultades y avances en la determinación de la pena

2.4.1.  Sistema de tercios 

El Código Penal peruano contiene, como se sabe, un 
sistema de tercios que guía al juzgador en el camino a la 
individualización de la pena. Este sistema ha sido recogido 
en el artículo 45-A inciso 2)25 del cuerpo normativo referido 
desde el 19 de agosto de 2013. 

Al respecto, resulta importante señalar que doce 
resoluciones judiciales provenientes de Lima y Madre de 
Dios utilizaron el sistema de tercios y motivaron la decisión 
en torno al quantum de la pena impuesta. Esto debe ser 
resaltado por cuanto el ejercicio realizado por los juzgados 
de Madre de Dios otorga certeza en cuanto a la imposición 
de la pena y permite observar los mínimos y máximos de 
sanción impuestos a la trata de personas.

2.4.2. Inhabilitación 

De acuerdo al artículo 153-A del Código Penal referido a la 
sanción del delito de trata de personas agravada: “La pena 
será no menor de doce ni mayor de veinte años de pena 
privativa de libertad e inhabilitación conforme al artículo 
36 incisos 1, 2, 3, 4 y 5 del Código Penal (…)”. A partir de ello, 
cuando se sanciona a una persona por el delito de trata 
agravada, no sólo debe imputársele una pena privativa de 
libertad sino también la pena de inhabilitación. Esto es así 
porque el artículo 153-A del Código penal establece que la 
inhabilitación es una pena principal, no accesoria.

De las sentencias estudiadas, aquellas provenientes 
de Madre de Dios y Cusco han impuesto la pena de 
inhabilitación normalmente por un periodo de 5 años. Los 
supuestos de inhabilitación utilizados han sido algunos de 
los siguientes:

1) Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el 
condenado, aunque provenga de elección popular;

25 Artículo 45-A.- (…) El juez determina la pena aplicable desarrollando las siguientes etapas:
 Determina la pena concreta aplicable al condenado evaluando la concurrencia de circunstancias agravantes 

o atenuantes observando las siguientes reglas: a) Cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran 
únicamente circunstancias atenuantes, la pena concreta se determina dentro del tercio inferior; b) Cuando 
concurran circunstancias de agravación y de atenuación, la pena concreta se determina dentro del tercio 
intermedio; c) Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, la pena concreta se determina dentro 
del tercio superior.
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2) Incapacidad o impedimento para obtener mandato, 
cargo, empleo o comisión de carácter público;

3) Suspensión de los derechos políticos que señale la 
sentencia;

4) Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por 
intermedio de tercero, profesión, comercio, arte o 
industria, que deben especificarse en la sentencia;

5) Incapacidad para el ejercicio de la patria potestad, tutela 
o curatela. 

6) Prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima, 
sus familiares u otras personas que determine el juez.

2.4.3.  Reparación civil

El artículo 92 del Código Penal dispone que “La reparación 
civil se determina conjuntamente con la pena y es un derecho 
de la víctima que debe efectivizarse durante el tiempo que 
dure la condena. El juez garantiza su cumplimiento”. Al 
respecto, en 16 sentencias provenientes de Lima, Cusco y 
Madre de Dios se impusieron reparaciones civiles. 

Incluso en un caso, se impuso reparación civil a pesar 
de que la sentencia fue absolutoria tal como permite el 
artículo 12 inciso 3) del Código Procesal Penal:

“Artículo 12.-

3. La sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento 
no impedirá al órgano jurisdiccional pronunciarse sobre 

la acción civil derivada del hecho punible válidamente 
ejercida, cuando proceda”.

La imposición de una reparación civil, como consecuencia 
de un proceso penal por trata de personas, es fundamental 
porque se constituye en una forma de resarcimiento a favor 
de la víctima. Por tanto, reconocerla implica hacer partícipe 
del proceso al agraviado y comprender que ha sufrido un 
daño que debe ser reparado. Esto es importante porque el 
Derecho Penal gira, en el fondo, alrededor de los derechos 
del procesado, no obstante, en tipos penales como la trata 
de personas no pueden dejarse de lado los intereses de la 
víctima. En cuanto al monto de la reparación civil que debe 
imponerse, tal como sucede en casi todos los delitos, no se 
han establecido criterios para su determinación.



Defensoría del Pueblo y CHS Alternativo | 87 

2.4.4. Tratamiento psicológico para procesados

Once resoluciones provenientes de Madre de Dios han 
planteado un tema muy importante: el tratamiento 
psicológico de los condenados por el delito de trata de 
personas con fines de explotación sexual. Al respecto, 
se ha recomendado la aplicación, luego de la evaluación 
pertinente en el centro penitenciario, del artículo 178-A 
del Código Penal contenido en su Título IV “Delitos contra 
la Libertad”, Capítulo IX “Violación de la Libertad Sexual”, 
según el cual:

“Artículo 178-A.- El condenado a pena privativa de libertad efectiva 
por los delitos comprendidos en este capítulo, previo examen médico 
y psicológico que determine su aplicación, será sometido a un 
tratamiento terapéutico a fin de facilitar su readaptación social.”

La recomendación aludida crea un debate importante en 
torno a los condenados por trata de personas con fines 
de explotación sexual en el sentido que su reinserción a la 
sociedad no depende únicamente de la imposición de una 
pena privativa de libertad, sino que requiere, además, de 
tratamiento terapéutico que les permita resocializarse. 
Este es un tema sobre el cual debe reflexionarse porque, 
como se sabe, muchos de los condenados y sobre todo 
condenadas por este tipo penal, han sido antes víctimas de 
trata de personas con fines de explotación sexual.

2.5.  Dificultades y avances en la argumentación y 
criterios judiciales

2.5.1.  Motivación de las resoluciones judiciales

Algunas de las sentencias revisadas para este informe, 
presentan dificultades en la motivación. Así, por ejemplo, 
en un caso se descartó la configuración del delito con 
la siguiente argumentación: “los hechos atribuidos al 
imputado carecen de connotación jurídico penal, vale decir, 
no se condicen con los presupuestos configurativos del 
delito de trata de personas descrito en el ítem precedente”. 
No obstante, no se explicó por qué las conductas descritas 
carecían de connotación jurídica penal.

De la misma forma, en otros casos se describen los hechos 
imputados y se condena a los involucrados, pero no se 
explica por qué dichos hechos se subsumen en el delito 
de trata de personas. Así, por ejemplo, en una resolución 
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A partir de ello, el juzgado descartó el delito de trata de 
personas señalando lo siguiente: 

judicial se narran los hechos y se concluye de manera 
automática que “consecuentemente se ha acreditado 
que los procesados han cometido el delito de trata de 
personas”. En similar accionar, sin realizar el juicio de 
subsunción correspondiente, otra sentencia concluye 
que, “en base a todo lo expuesto, el juzgado determina 
que existen suficientes elementos de convicción en contra 
del encausado, encontrándose acreditada la comisión del 
hecho y su responsabilidad”.

Al respecto, debe recordarse que de acuerdo al Tribunal 
Constitucional en los casos de inexistencia de motivación o 
motivación aparente, “está fuera de toda duda que se viola 
el derecho a una decisión debidamente motivada cuando 
la motivación es inexistente o cuando la misma es solo 
aparente, en el sentido de que no da cuenta de las razones 
mínimas que sustentan la decisión o de que no responde a las 
alegaciones de las partes del proceso, o porque solo intenta 
dar un cumplimiento formal al mandato, amparándose en 
frases sin ningún sustento fáctico o jurídico”. (STC Expediente 
728-2008-HC/TC, fundamento jurídico 7)

En otros casos, se sustenta la condena o absolución a partir 
de problemas de motivación interna del razonamiento, en 
términos del Tribunal Constitucional. Ciertamente, en un 
caso se determinó la no configuración del delito de trata de 
personas porque las víctimas -que denunciaron los hechos- 
no se encontraban en situación de vulnerabilidad en tanto 
tenían familia y, por tanto, soporte económico. 

“No se ha probado el abuso de una situación de vulnerabilidad en las 
agraviadas para el ejercicio del meretricio pues si bien se ha referido que 
las mismas han tenido carencias económicas al momento de acercarse a 

la agencia de empleos referida, y aceptar el tipo de trabajo que finalmente 
la acusada Noelia Adita Valdivia Colque  les estaba ofreciendo (ejercicio de 

meretricio), extremo de imputación penal que sí se comprueba teniendo 
en cuenta que no se ha desacreditado la credibilidad de la declaración de 

las agraviadas en juicio y estas no han tenido un matiz de incredibilidad 
subjetiva (odio, rencor u otro motivo que justifique sindicación a la acusada 
Noelia Adita Valdivia Colque). Sin embargo, debe señalar el juzgador que no 

basta referir una situación de vulnerabilidad de la cual el agente del delito 
haya abusado para lograr captar a las agraviadas para el ejercicio de la 
prostitución fuera de la ciudad de Arequipa, sino que resulta necesario
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En otro caso, se descartó la explotación laboral por cuanto 
la dueña del bar le pagaba a la víctima por sus servicios 
como dama de compañía y, por lo anterior, se descartó 
también que la conducta de captación y recepción haya 
estado dirigida a la explotación sexual:

“El delito de trata de personas es considerado como un delito contra la 
libertad personal, entendida esta como un derecho fundamental del ser 
humano, basado en la voluntad de una persona para decidir lo que desea 
o no realizar, trasladarse de un lugar a otro o situarse por sí misma en 
cualquier espacio sin verse obligada o influenciada por terceras personas. 
Igualmente, refiere la propietaria que la menor la ha sorprendido diciéndole 
que tenía 18 años de edad y más aún al no mostrar su documento de 
identidad, lo cual demuestra que tenía la intencionalidad de mantenerla 
en error, por cuanto efectivamente era menor de edad y ello fácilmente se 
podía determinar al mostrar su documento de identidad, tal como refiere la 
testigo Justina. 

En tal sentido, considera la representante del Ministerio Público que no 
existen elementos objetivos y subjetivos al no haberse logrado determinar 
la concurrencia de los distintos supuestos que exige el delito. Se ha logrado 
determinar que la imputada llevaba la contabilidad de la cerveza en un 
cuaderno incautado y, en base a ello, cancelaba a sus trabajadoras por 
su trabajo realizado (venta de cervezas), por lo que en tal sentido no ha 
existido explotación laboral, ni mucho menos se ha demostrado que los 
imputados hayan obligado a la menor a la práctica de la prostitución.”

comprobarlo y, en ese sentido. no se ha apreciado una situación de pobreza 
extrema de las agraviadas o que las mismas no hayan tenido soporte familiar 
o económico mínimo, más bien, el juzgador ha apreciado que las mismas  
han tenido familia, como la madre de las mismas, quien al enterarse gestó 
la denuncia policial para que no se concrete el viaje de sus hijas fuera de 
la ciudad de Arequipa y que una de ellas, Janeth Rocío Torres Castillo, tenía 
incluso pareja con quien convivía, conforme la misma lo refirió en juicio. 

Consecuentemente, no se presenta este elemento fundamental del tipo penal 
del delito de Trata de Personas, imputado por el Ministerio Público, debiendo 
señalarse que nos encontramos ante personas adultas, mayores de 
dieciocho años de edad, que voluntariamente se apersonaron a una agencia 
de empleos en búsqueda de trabajo, y que al proponérseles un trabajo 
para el ejercicio del meretricio fuera de esta ciudad, las mismas aceptaron 
(pudieron negarse y retirarse o no seguir con las tratativas y coordinaciones) 
y continuaron el contacto, abortándose el traslado de las mismas hacia el 
departamento de Madre de Dios, debido a una intervención policial instada 
por una de las agraviadas conjuntamente con la madre de las mismas.”
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“De lo expuesto se colige que efectivamente la encausada Blanca 
Rosales, tal como lo expuso en su declaración, contactó con efectivos 

policiales a fin de hacer posible que la menor vuelva a reunirse con 
sus familiares, después de haberla alojado en su domicilio en razón 
que la encontró llorando en el bus que recorría la ruta Canta-Lima. 

Esta le contó que sus padres la trataban mal y le pidió que la llevase 
con ella”. (Expediente 4488-2014, fundamento jurídico vigésimo)

“La experiencia nos ha señalado que los tratantes de personas son, por lo 
general, integrantes de una red organizada, los cuales captan personas en 
diversas modalidades valiéndose de diferentes medios a fin de cosificar al 

agraviado y disponer de este vulnerando el bien jurídico de la libertad personal. 
Sin embargo, en el presente caso no se ha podido establecer de forma 

fehaciente e indubitable cuál fue la modalidad desplegada en el accionar de 
cada encausada debido a que la sindicación de la menor agraviada carece de 

objetividad al haber incurrido en contradicciones, lo que resta plena validez 
a su dicho”. (Expediente 4488-2014, fundamento jurídico vigésimo primero)

En otro caso, se absuelve a una mujer del delito de trata de 
personas porque habiendo encontrado a una menor de 12 
años, que le señaló ser maltratada por sus padres, la llevó 
a su domicilio en Lima para que trabaje como empleada 
doméstica quitándole su chip para incomunicarla con sus 
familiares. Se señaló que no podía ser autora del delito 
porque antes de llevarla a su casa contactó a la policía para 
que la niña fuera con sus padres y porque no se demostró 
que fuera miembro de una organización criminal:

Al respecto, se debe tener en cuenta que, para el Tribunal 
Constitucional, la falta de motivación interna del 
razonamiento vulnera el derecho a la debida motivación 
de las resoluciones judiciales, por lo que, debe evitarse la 
realización de su doble dimensión: “por un lado, cuando 
existe invalidez de una inferencia a partir de las premisas 
que establece previamente el juez en su decisión y, por otro 
lado, cuando existe incoherencia narrativa, que a la postre 
se presenta como un discurso absolutamente confuso 
incapaz de transmitir, de modo coherente, las razones en 
las que se apoya la decisión”. (STC Expediente 728-2008-
HC/TC, fundamento jurídico 7)
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2.5.2. Aplicación de los enfoques de género y de 
derechos humanos

Enseña el Acuerdo Plenario 1-2011-CJ/116 que la perspectiva 
de género, desde un marco teórico, con especial incidencia 
en la investigación penal, implica: 

“A. Reconocer las relaciones de poder que se dan entre 
los géneros, en general favorables a los varones [adultos] 
como grupo social, y discriminatorias para las mujeres [es 
de incluir niños y niñas]; 

B. Que dichas relaciones han sido constituidas social e 
históricamente y son constitutivas de las personas; 

C. Que las mismas atraviesan todo el entramado social 
y se articulan con otras relaciones sociales, como las de 
clase, etnia, edad, preferencia sexual, etcétera.” (Acuerdo 
Plenario 1-2011-CJ/116, fundamento 10)

El enfoque de género es particularmente importante en 
la investigación del delito de trata de personas, pues las 
víctimas del delito suelen ser mujeres en el marco de 
la finalidad de explotación sexual. De la revisión de las 
132 sentencias judiciales, se ha observado que 96 de las 
víctimas involucradas son mujeres menores de 18 años, 22 
son mujeres mayores de 18 años,  4 son hombres menores 
de 18 años y 2 son hombres mayores de 18 años. 

Gráfico X:
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Como puede notarse, el grueso de las víctimas son mujeres, 
específicamente 118 de 124 víctimas identificadas en las 
sentencias judiciales estudiadas. En ese contexto, resulta 
importante que los operadores de justicia tengan claro que 
los estereotipos de género son construcciones sociales 
que subordinan el género femenino, por lo que no pueden 
ser utilizados para determinar la comisión o no, del delito 
de trata de personas. 

Por ejemplo, en algunos casos, se ha señalado que, como 
la víctima había trabajado en otros bares como dama de 
compañía, entonces no podía ser víctima del delito de trata 
de personas. Lo mismo se ha señalado cuando la víctima 
conocía que iba dedicarse a la prostitución o, como lo ha 
dicho expresamente una sentencia: “cuando la víctima 
sabe que recibirá requerimientos masculinos impropios”. 

Estas alegaciones que descartan el delito de trata de 
personas se fundamentan en el pasado social y/o sexual 
de la víctima, señalando entre líneas que en tanto la víctima 
no opuso resistencia frente a la actividad encomendada, 
entonces no habría cumplido con el comportamiento 
propio de una mujer honesta, motivo por el cual no puede 
ser considerada agraviada del delito de trata de personas. 

Este tipo de interpretación se ha realizado también en los 
4 casos en los cuales el tratante y la víctima tienen una 
relación sentimental y es el varón quien convence a la 
mujer de prostituirse aprovechándose de su situación de 
vulnerabilidad. Ciertamente, cuando la víctima denuncia 
los hechos no se cree en su versión incriminatoria pues no 
se verifica la relación de dominación o subordinación en la 
que esta se encuentra.

Por ello, debe tenerse en cuenta que la perspectiva de género 
remite a un “enfoque sensible al valor de las diferencias 
entre hombres y mujeres, así como a sus consecuencias 
sobre el goce de los derechos fundamentales por parte 
de estas últimas” (Pinzón & Fierro, 2017, pp.154-155). En 
consecuencia, “juzgar con perspectiva de género es recibir 
la causa y analizar si en ella se vislumbran situaciones de 
discriminación entre los sujetos del proceso o asimetrías 
que obliguen a dilucidar la prueba y valorarla de forma 
diferente a efectos de romper esa desigualdad, aprendiendo 
a manejar las categorías sospechosas al momento de 
repartir el concepto de carga probatoria” (Corte Suprema de 
Justicia de Colombia, 2018).
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Sumado a lo anterior, en los casos de trata de personas debe 
tenerse en cuenta el enfoque de derechos humanos. Como 
ha señalado la Corte Constitucional de Colombia, “el enfoque 
de derechos humanos se refiere a que el abordaje de la trata 
de personas, por parte de los Estados debe darle prioridad 
a la protección de los derechos de las víctimas desde una 
perspectiva integral y sin discriminación” (2016, p. 45). 

De esa manera, si en el estudio de los hechos se determina la 
vulneración de derechos de la víctima o que esta pertenece 
a un grupo en situación de vulnerabilidad, deberá tenerse 
en cuenta estas características para no generar supuestos 
de discriminación por indiferenciación.

En algunas de las resoluciones judiciales revisadas, los 
operadores de justicia se han enfrentado a casos que 
involucran a niñas, niños y adolescentes como el de 
un adulto mayor. Asimismo, se presentaron 2 casos de 
mujeres con discapacidad, una auditiva y la otra cognitiva. 
En todos ellos, hubiera sido importante tener en cuenta 
la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención 
Internacional sobre los Derechos de los Adultos Mayores 
o la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad por las pautas que brindan en torno al 
tratamiento de los referidos grupos.

Cabe señalar que en algunos de los casos vinculados 
a trata de personas con fines de explotación laboral 
revisados para este informe, se observa una primera 
aproximación al enfoque de derechos humanos pues en 
el caso de menores de edad, se ha utilizado el Código de 
los Niños y Adolescentes -Ley N° 27337 en el extremo 
referido a las horas de trabajo y el Decreto Supremo 
N° 003-2010-MIMDES sobre la Relación de trabajos 
peligrosos y actividades peligrosas o nocivas para la salud 
integral y moral de los adolescentes.

2.5.3. La víctima ideal

El concepto de víctima ideal o víctima inocente ha sido 
desarrollado en la criminología para denominar a aquellas 
que, según el imaginario social, pueden ser consideradas 
realmente como tales. En esa medida, víctima ideal “es 
la que no ha hecho nada para desencadenar la situación 
criminal en la que resultó lesionada o afectada, tal como 
el que en un supermercado recibe el impacto de una 
explosión, o el menor que recibe en su cuerpo una bala 
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perdida” (Márquez, 2011, pp. 37-38). En otras palabras, es 
“aquella que no tiene ningún tipo de responsabilidad en 
el delito, y que sería débil y se encontraría indefensa ante 
éste” (Correa, M. y Fernández, B., 2016, p. 35).

En el caso de la trata de personas, vinculada –sobre todo- 
a la persecución de fines de explotación sexual, la doctrina 
sostiene que algunos operadores de justicia buscan una 
víctima ideal para creer en su versión y dar por acreditado 
el delito. Ciertamente, consideran que las “buenas” 
mujeres no pueden prestar su consentimiento para ejercer 
el trabajo sexual, con lo que, aquellas que lo hicieron, no 
podrían luego reclamar una situación de trata de personas 
(Iglesias, 2013, pp.83-84). 

Evidentemente, la definición de lo que se entiende por 
buena mujer estaría cargado de un fuerte sesgo que 
implicaría la imposición de estereotipos de género y 
permitiría que las “malas mujeres”, es decir, aquellas que 
aceptaron la realización del meretricio –por ejemplo, por 
abuso de situación de vulnerabilidad-no puedan acceder 
a justicia. Por lo anterior, el concepto de víctima ideal 
no puede afectar la persecución y sanción del delito de 
trata de personas sino que, más bien, debe servir para 
hacer notar a los operadores de justicia de los sesgos que 
consciente o inconscientemente pueden manifestar en su 
actividad decisoria.
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CONCLUSIONES

¡ La dignidad como bien jurídico protegido. En la mayoría 
de resoluciones judiciales revisadas se considera a la 
diginidad como el bien jurídico protegido en el delito de 
trata de personas, entendida esta como la no cosificación 
del ser humano. Si bien esto representa un avance 
respecto a las interpretaciones en que se limitaba el bien 
jurídico a la libertad personal, se ha podido observar la 
persistencia de dos dificultades: a) establecer cuándo la 
afectación a la dignidad reviste relevancia jurídica penal; 
y, b) colocar límites al alcance de este bien jurídico a fin 
de no desdibujar las diferencias entre el injusto propio 
de la trata de personas y el de otros delitos que se le 
vinculan, como la violación sexual o los delitos contra 
la salud individual , o inclusive los otros delitos de 
explotación (sexual y trabajo forzoso). 

¡ La situación de vulnerabilidad de la víctima como 
concepto conforme al Protocolo de Palermo. En diversas 
sentencias se ha hecho referencia a la situación de 
vulnerabilidad de la víctima, pero principalmente desde el 
aspecto económico. Al respecto, debe tenerse en cuenta 
que, conforme al Protocolo de Palermo, la situación de 
vulnerabilidad no se restringe exclusivamente a este 
ámbito,  sino que también puede abarcar lo social, 
emocional o familiar. Esta interpretación se ha realizado 
en un número menor, pero no menos importante, de 
sentencias revisadas, comprendiendo la situación de 
vulnerabilidad de una manera más exacta, como aquella 
en la cual la víctima no tiene más opción que someterse 
al abuso.

¡ La explotación laboral y la explotación sexual como 
finalidades de la trata de personas que requieren 
una mejor caracterización y distinción de otros tipos 
penales. La explotación sexual y la explotación laboral 
representan la gran mayoría de las finalidades de 
trata de personas en las sentencias revisadas. Por un 
lado, si bien los casos de trata de personas con fines 
de explotación laboral siguen siendo minoritarios, 
plantean la necesidad de distinguir entre conductas que 
constituyen explotación laboral en términos penales, 
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de aquellas que solo significan una mera infracción 
administrativa. En cuanto a la finalidad de explotación 
sexual, su definición -a partir del entendimiento de la 
dignidad humana como no cosificación de la persona- 
ha llevado a algunos operadores de justicia a catalogar 
como trata de personas supuestos que podrían constituir  
otros delitos, como la de violación sexual, por lo que 
establecer los límites entre los diferentes tipos resulta 
importante. Cabe resaltar que diversas resoluciones 
judiciales consideran que el desempeño como dama de 
compañía constituye un supuesto de explotación laboral 
y sexual.

¡ La inadecuada aplicación de la prohibición de regreso, 
aun cuando la conducta “neutral” se adecúa al plan 
criminal del autor. La prohibición de regreso ha sido 
utilizada en algunas resoluciones judiciales para 
descartar la tipicidad del delito de trata de personas 
bajo el argumento de que la persona se ha limitado a 
realizar, en el caso concreto, una conducta “estereotipada” 
o “neutral” (piénsese en el caso del vigilante o el DJ de un 
night club o en el recepcionista de un hotel). Sin embargo, 
conviene tener presente en este campo, que la prohibición 
de regreso sólo se aplica si la conducta; de neutral o 
estereotipada no se adecua al actuar del autor, lo contrario, 
no habría lugar para la aplicación de esta figura. 

¡ Las víctimas niños, niñas y adolescentes, y la alegación 
del error de tipo para eximir de responsabilidad al autor. 
En los casos de trata de personas con víctimas niños, 
niñas y adolescentes, la alegación de un error de tipo 
en cuanto a la edad es recurrente. En diversos fallos 
judiciales se ha alegado el desconocimiento por parte del 
autor de la verdadera edad de la víctima para eximirlo de 
responsabilidad, aun cuando se trataba de un error de 
tipo vencible, esto es, un error que es posible de superar 
o conocer. Por el contrario, es interesante observar cómo 
algunas resoluciones judiciales de Madre de Dios utilizan 
la figura de la Ignorancia deliberada para descartar 
el error de tipo en estos casos, según la cual quien se 
coloca adrede en una situación de desconocimiento no 
puede alegar que actuó sin dolo.

¡ La declaración de la víctima y los desafíos que plantea 
su retractación. En general, la declaración de la víctima 
ha sido analizada por las resoluciones judiciales en 
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base a los lineamientos del Acuerdo Plenario 2-2005/
CJ-116, que establece directrices para el correcto uso de 
la declaración de la víctima en el marco de la actividad 
probatoria, y teniendo en cuenta el contexto de comisión 
del hecho y las características del agraviado. Sin 
embargo, ciertas resoluciones, aunque minoritarias, 
presentan problemas argumentativos en la valoración 
de la declaración, principalmente en supuestos de 
retractación de la manifestación incriminatoria. Al 
respecto, cabe reflexionar sobre la presión que pueden 
ejercer sobre la víctima organizaciones criminales 
vinculadas a la comisión del delito, así como respecto del 
temor que conlleva la propia relación asimétrica víctima 
– victimario, que sustenta la trata.

¡ Avances en la determinación de la pena, reparación 
civil y rehabilitación de imputados. Es interesante 
observar cómo algunos juzgados motivan el quantum 
de la pena a partir del sistema de tercios y cómo aplican 
la pena de inhabilitación. Asimismo, reconociendo el 
daño sufrido por las víctimas, se imponen reparaciones 
civiles a su favor y, en el caso de los condenados, se 
plantea la posibilidad de que participen en tratamientos 
psicológicos cuando su conducta está dirigida a fines de 
explotación sexual.

¡ La falta de motivación de las resoluciones judiciales y 
la vulneración del derecho a conocer las razones detrás 
de la decisión. Algunas de las resoluciones judiciales 
revisadas presentan dificultades en su argumentación. 
En un caso se determina la no configuración del delito 
solo por el hecho de no encontrarse las víctimas 
en situación de vulnerabilidad, pese a haber sido 
explotadas; en otro caso, se descarta la explotación 
laboral al haber existido un pago a la víctima, ignorando 
el contexto de explotación sexual. Al respecto, como ha 
señalado el Tribunal Constitucional, la motivación de 
las resoluciones judiciales es un derecho que “importa 
que los órganos judiciales expresen las razones o 
justificaciones objetivas que los llevan a tomar una 
determinada decisión” (Tribunal Constitucional, 2014, 
Fundamento 4.4.3), de ahí que debe velarse por su 
cumplimiento.
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¡ La necesidad de adoptar enfoques en el abordaje judicial 
de la trata de personas. El estudio de las resoluciones 
judiciales da cuenta de la necesidad de adoptar los 
enfoques de género y de derechos humanos para un 
adecuado abordaje de estos casos. Si bien ninguna de 
las resoluciones judiciales revisadas ha hecho expresa 
mención del uso de algunos de estos enfoques, en 
algunos casos, por ejemplo, respecto del enfoque de 
género, la valoración de la manifestación de la víctima no 
es desacreditada en base a estereotipos alegados por la 
defensa de algunos procesados. Si bien este esfuerzo aun 
no es mayoritario, es un avance en el acceso a la justicia 
en igualdad de condiciones. Así también, es importante 
adoptar otros enfoques que, si bien no han sido materia de 
este estudio, son igual de importantes para un abordaje 
judicial idóneo, nos referimos, principalmente, a los 
enfoques de interculturalidad e interseccionalidad.



Defensoría del Pueblo y CHS Alternativo | 99 

RECOMENDACIONES

Al Poder Judicial:

¡ El delito de trata de personas y aquellos vinculados 
a la explotación humana como el trabajo forzoso, la 
esclavitud y la explotación sexual presentan una serie 
de similitudes que generan problemas concursales 
complejos, los cuales pueden llevar a interpretaciones 
judiciales disímiles. Por ello, sería importante que se 
realicen plenos jurisdiccionales para abordar esta 
problemática de manera detallada. Si bien el presente 
año se desarrolló y se adoptó el Acuerdo Plenario N°06-
2019 sobre los problemas concursales entre los delitos 
de trata de personas y los delitos de explotación sexual, 
su desarrollo se abocó principalmente a las cuestiones 
referidas a la determinación de la pena, manteniendo 
aún pendiente el establecimiento de las diferencias 
típicas de cada uno de estos dos delitos. En ese contexto, 
resulta fundamental que se establezcan criterios para 
diferenciar los delitos mencionados también respecto 
de los delitos de proxenetismo, favorecimiento a la 
prostitución, rufianismo y usuario-cliente. 

¡ En cuanto a la Ley N° 30962 del 18 de junio de 2019 que 
adhiere tipos penales de explotación humana al Código 
Penal (Artículo 153-D, Promoción o favorecimiento 
de la explotación sexual; Artículo 153-E, Cliente de 
la explotación sexual; Artículo 153-F, Beneficio por 
explotación sexual; Artículo 153-G, Gestión de la 
explotación sexual; Artículo 153-H, Explotación sexual 
de niñas, niños y adolescentes; Artículo 153-I, Beneficio 
de la explotación sexual de niñas, niños y adolescentes; 
Artículo 153-J, Gestión de la explotación sexual de 
niñas, niños y adolescentes) conviene que en un pleno 
jurisdiccional se analice su relación con el delito de 
trata de personas, el trabajo forzoso, la esclavitud y la 
explotación sexual. Esto porque los nuevos tipos penales 
regulan formas de participación delictiva ya recogidas en 
la Parte general del Código Penal. Por lo demás, conviene 
que se desarrollen los alcances de la explotación sexual 
porque las modificaciones legislativas la restringen al 
acceso carnal, limitando la comprensión de este ilícito. 
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Al Congreso de la República:

¡ La lucha contra la trata de personas requiere de un trabajo 
coordinado entre los diversos actores del Estado. En este 
contexto, debe reconocerse que las modificaciones que 
se realicen al Código Penal en cuanto a los tipos penales 
vinculados a la explotación humana requieren de la 
opinión de los operadores de justicia, quienes conocen 
de cerca este fenómeno y los problemas que existen en 
su investigación, procesamiento y sanción. Por ello, es 
recomendable que el Poder Legislativo tenga en cuenta 
la opinión jurídico-penal del Poder Judicial y el Ministerio 
Público antes de realizar modificaciones legislativas.

A la Academia de la Magistratura:

¡ El delito de trata de personas y, en general, los tipos 
penales de explotación humana requieren para su 
investigación, procesamiento y juzgamiento de diversos 
saberes. Sin duda, una fuerte formación en Derecho 
Penal y Procesal Penal es fundamental, pero, al mismo 
tiempo, hace falta que a dichas materias base se le 
agregue transversalmente conocimientos del enfoque de 
género y de derechos humanos. Por ello, se recomienda 
que la Academia de la Magistratura realice cursos 
de capacitación integrales que brinden herramientas 
eficaces a los operadores de justicia.

Al Ministerio Público:

¡ El delito de trata de personas es un delito complejo que, 
vinculado a otros delitos de explotación humana, como 
el trabajo forzoso, la esclavitud, la explotación sexual 
y los delitos conexos a esta, plantea una elevada tarea 
en la calificación del tipo penal por parte del Ministerio 
Público. En ese sentido, es importante que las y los 
fiscales realicen una adecuada calificación del delito 
aplicable al caso, pues esta determina el rumbo de la 
investigación y del proceso penal.

A la defensa pública de víctimas:

¡ La determinación de una reparación civil en favor de las 
víctimas es fundamental en un proceso penal como el
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 de trata de personas ya que implica hacer partícipe del 
proceso a la víctima y comprender que ha sufrido un 
daño que debe ser reparado. En ese sentido, y a pesar de 
la falta de criterios establecidos para su determinación, 
es necesario que las y los defensores públicos soliciten 
reparaciones adecuadas en favor de las víctimas, lo cual 
empieza por lograr constituirse de manera oportuna en 
actores civiles en el proceso.

A la Policía Nacional:

¡ La Policía Nacional cumple un rol fundamental en el 
proceso de acceso a la justicia, pues son la primera 
institución con la que la mayoría de víctimas tienen 
contacto, especialmente en la recepción de denuncias. 
Por ello, de cara a garantizar un adecuado abordaje 
de estos casos, es necesario que la Policía incorpore 
en sus escuelas de formación seminarios y cursos 
especializados no sólo en trata de personas, sino 
también en los enfoques necesarios para una atención 
respetuosa de los derechos humanos.

Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables:

¡ El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
cumple un rol fundamental en la atención y reintegración 
de la víctima, donde parte de la restitución de sus 
derechos lo conforma el derecho de acceso a la justicia. 
En esa línea, es necesario fortalecer e intensificar la labor 
de los Centros de Emergencia Mujer, con el objetivo de 
garantizar asistencia integral y defensa legal gratuita a 
las víctimas de trata de personas, así como de todos los 
programas que brinden algún tipo de orientación legal.

A los gobiernos regionales y locales:

¡ Como parte de sus funciones y dado su acercamiento a la 
realidad regional y local, es necesario que los Gobiernos 
Regionales y Locales impulsen y aprueben planes 
de lucha contra la trata de personas, analizando la 
incidencia de esta problemática en sus circunscripciones 
y garantizando el acceso a servicios de las víctimas, 
especialmente en la atención y el acceso a la justicia.
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